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Servicios auxiliares: Son servicios auxiliares los que 
las empresas ferroviarias pueden solicitar a la entidad 
administradora de las infraestructuras ferroviarias u otros 
prestadores.

Entre estos servicios se incluyen:
a) El acceso a la red de telecomunicación.
b) El suministro de información complementaria.
c) La inspección técnica del material rodante. 

 666 LEY 10/2006, de 26 de diciembre, del Instituto 
Andaluz de Prevención de Riesgos Laborales.

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA

A todos los que la presente vieren, sabed:
Que el Parlamento de Andalucía ha aprobado y yo, en 

nombre del Rey y por la autoridad que me confieren la 
Constitución y el Estatuto de Autonomía, promulgo y 
ordeno la publicación de la siguiente Ley del Instituto 
Andaluz de Prevención de Riesgos Laborales.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

En el ámbito de la Unión Europea, con el Acta Única 
Europea y la instauración del Mercado Interior Único, se 
decidió la armonización de las legislaciones de los Esta-
dos miembros en materia de seguridad y salud en el tra-
bajo, con carácter de disposiciones mínimas, adoptán-
dose en consecuencia un cuerpo normativo específico 
con la base jurídica del entonces artículo 118 del Tratado 
de la Comunidad Europea, actual artículo 137 del mismo.

Este conjunto de disposiciones está encabezado por la 
denominada Directiva Marco (89/391/CEE), que contiene 
el marco jurídico general de la política de prevención 
comunitaria y que a lo largo de los años se ha ido comple-
mentando con directivas específicas.

El marco comunitario se completa con el artículo 31.1 
de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea, así como con el artículo II-91.1 del Tratado por 
el que se establece una Constitución para Europa, que 
reconocen el derecho de todo trabajador a trabajar en 
condiciones que respeten su salud, su seguridad y su 
dignidad.

Por su parte, la Constitución Española, en su artícu-
lo 40.2, establece la obligación de los poderes públicos de 
velar por la seguridad e higiene en el trabajo, como uno 
de los principios rectores de la política social y econó-
mica; asimismo, el artículo 35.1 de la Constitución Espa-
ñola reconoce el derecho al trabajo, lo que exige o presu-
pone el fomento de unas condiciones laborales dignas y 
seguras. En el ámbito andaluz, de acuerdo con los artícu-
los 149.1.7.ª de la Constitución Española y 17.2 del Estatuto 
de Autonomía para Andalucía, corresponde a la Comuni-
dad Autónoma la ejecución de la legislación laboral, 
siendo una de las materias integradas en la mencionada 
función ejecutiva la correspondiente a la seguridad, 
higiene y prevención de riesgos laborales.

El mandato de velar por la seguridad e higiene en el 
trabajo establecido en la Constitución Española se desa-
rrolla esencialmente a través de la Ley 31/1995, de 8 de 
noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, que 
supone la transposición de la Directiva Marco antes citada 
y de las Directivas 92/85/CEE, 94/33/CEE y 91/383/CEE, 
relativas a la protección de la maternidad y de los jóvenes 
y al tratamiento de las relaciones de trabajo temporales, 
de duración determinada y en empresas de trabajo tem-
poral, y determina una armonización de nuestro ordena-
miento con los postulados de la Unión Europea.

La considerada Ley de Prevención de Riesgos Labora-
les viene a establecer una nueva concepción de la vieja 

acepción de seguridad e higiene en el trabajo, hoy enten-
dida como prevención de riesgos laborales, integrada en 
el conjunto de actividades de la empresa, con un marco 
globalizador que obliga a su consideración preventiva 
desde una óptica de conjunto.

La Ley 54/2003, de 12 de diciembre, de reforma del 
marco normativo de la prevención de riesgos laborales, 
entre otros aspectos, reafirma la necesidad de fomentar la 
cultura preventiva para garantizar el cumplimiento más 
real y efectivo de la normativa existente en materia de 
prevención de riesgos laborales.

A nivel autonómico, el Decreto 313/2003, de 11 de 
noviembre, que aprueba el Plan General para la Preven-
ción de Riesgos Laborales en Andalucía, resultado del 
consenso de los agentes económicos y sociales y de la 
Administración de la Junta de Andalucía en el seno del 
Consejo Andaluz de Prevención de Riesgos Laborales, 
establece entre una de sus acciones la creación por ley de 
un Instituto de Prevención de Riesgos Laborales.

Por último, el VI Acuerdo de Concertación Social de 
Andalucía, firmado el día 25 de enero de 2005 por la Junta 
de Andalucía, las organizaciones sindicales Unión Gene-
ral de Trabajadores de Andalucía y Comisiones Obreras de 
Andalucía, y la Confederación de Empresarios de Andalu-
cía, contempla, entre las medidas que se establecen en 
materia de seguridad y salud laborales, la creación del 
Instituto Andaluz de Prevención de Riesgos Laborales.

Así pues, la Junta de Andalucía, consciente de su 
papel como Administración competente en materia de 
prevención de riesgos laborales y de su condición de ser-
vicio público ineludible y fundamental en orden a la segu-
ridad y salud de la población laboral, hace suyo el princi-
pio rector de la acción preventiva, que se dirige a la 
evitación de los riesgos y, en su defecto, al control en ori-
gen de los mismos. Esta concepción directa y práctica 
requiere instrumentos de análisis y de aplicación específi-
cos, que sirvan realmente para elevar el nivel de protec-
ción de la población laboral.

Más allá de esta integración de intereses en el control 
de las situaciones generadoras de riesgo, hay que hacer 
surgir una conciencia social preventiva que allane el 
camino y conduzca a una auténtica cultura preventiva, 
realmente impregnada en los hábitos de vida.

La salud laboral debe ser un objetivo prioritario de las 
políticas públicas, pero al ser diversas y complejas las 
actuaciones en este campo, no es posible desarrollarlas 
sin el concurso imprescindible de los agentes económi-
cos y sociales, y muy especialmente de los propios traba-
jadores y trabajadoras, de forma que deben pasar de ser 
meros destinatarios de las actuaciones en materia de 
seguridad laboral a convertirse en verdaderos partícipes 
en la elaboración y adopción de medidas preventivas en 
el ámbito de la empresa.

Con esta Ley se pretende que el Instituto Andaluz de 
Prevención de Riesgos Laborales sea el organismo 
público dinamizador de todas estas posibilidades que ha 
de dirigir, contando para ello con la participación de todos 
los sectores de la sociedad implicados, especialmente la 
de los interlocutores sociales, promoviendo la creación, 
difusión, fomento y desarrollo de iniciativas de todo tipo 
que han de llegar a la población laboral y deben alcanzar 
al conjunto de la sociedad, pues no es posible disociar la 
seguridad y salud laborales de la calidad del trabajo y de 
la calidad de vida, y en definitiva del progreso y bienestar 
sociales.

De esta forma, se pretende avanzar en el fomento y 
difusión de una cultura preventiva en Andalucía mediante 
la creación de un organismo que no responda a modelos 
tradicionales, sino a una nueva visión más cercana a una 
sociedad compleja, con nuevas formas de relacionarse 
con el entorno, pero con miras universales y de proyec-
ción más amplia.
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Asimismo, el Instituto Andaluz de Prevención de Ries-
gos Laborales establecerá un soporte científico que posi-
bilite una Administración Pública actualizada para fijar 
una política preventiva próxima a la ciudadanía.

De otro lado, los distintos sectores de actividad conta-
rán con la Unidad de Prevención de Riesgos Laborales, 
para mejorar los niveles de información, formación y ase-
soramiento.

CAPÍTULO I

Principios generales

Artículo 1. Creación y naturaleza.

Se crea el Instituto Andaluz de Prevención de Riesgos 
Laborales, como organismo autónomo de carácter admi-
nistrativo de la Junta de Andalucía, con personalidad 
jurídica y patrimonio propios, independientes de la 
Junta de Andalucía, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1 de la Ley 5/1983, de 19 de julio, General de la 
Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía.

Artículo 2. Adscripción.

El Instituto Andaluz de Prevención de Riesgos Labora-
les, para el cumplimiento de sus fines, queda adscrito a la 
consejería competente en materia de seguridad y salud 
laborales, y bajo la autoridad superior del titular de aqué-
lla, dependerá de la dirección general competente en esta 
materia, que ejercerá sobre él las facultades de dirección, 
control y tutela que le atribuyen la normativa de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía y el resto del ordenamiento 
jurídico.

Artículo 3. Fines y funciones.

1. El Instituto Andaluz de Prevención de Riesgos 
Laborales tiene como fines generales fomentar la cultura 
preventiva en Andalucía, el análisis y estudio de las con-
diciones de seguridad y salud laborales, así como la pro-
moción y apoyo de la mejora de las mismas, con especial 
atención a las pequeñas y medianas empresas, a los tra-
bajadores autónomos y a los sectores de mayor riesgo.

2. El Instituto Andaluz de Prevención de Riesgos 
Laborales, para el cumplimiento de sus fines generales, 
tendrá las siguientes funciones:

a) El fomento de la cultura preventiva en el ámbito 
laboral en Andalucía, así como la difusión y enriqueci-
miento de la misma.

b) El análisis y el estudio de las condiciones de tra-
bajo relativas a la seguridad y salud laborales en Andalu-
cía, sin perjuicio de las atribuidas a la Administración com-
petente en materia de prevención de riesgos laborales.

c) El análisis y el estudio de la siniestralidad laboral, 
con referencia a la accidentalidad y a las enfermedades 
profesionales.

d) La realización de actividades de formación en 
materia de prevención de riesgos laborales, así como la 
implantación de programas de formación en sectores 
productivos, con especial atención a las pequeñas y 
medianas empresas y los colectivos en situación de 
mayor riesgo, así como a los trabajadores autónomos.

e) La organización de campañas de difusión de la 
cultura de la prevención en el ámbito laboral entre empre-
sas y personas trabajadoras.

f) La creación de foros de encuentro de los agentes 
implicados en seguridad y salud laborales, para debates, 
propuestas y consultas.

g) La realización de acciones de información y ase-
soramiento en materia de prevención de riesgos labora-
les en sectores productivos, con especial atención a las 
pequeñas y medianas empresas y los colectivos en 
situación de mayor riesgo, así como a los trabajadores 
autónomos.

h) El establecimiento de canales de estudio e investi-
gación que sirvan de soporte a la política pública andaluza 
de seguridad y salud laborales.

i) El apoyo de iniciativas y programas de interés 
social en materia de seguridad y salud laborales.

j) El seguimiento de la incidencia de las enfermeda-
des profesionales en Andalucía.

k) La divulgación de recomendaciones de carácter 
técnico.

l) La formación de nuevos empresarios.
m) Cualquiera otra que, por su naturaleza o finali-

dad, pudiera o debiera ser asumida por el mismo.
n) Las restantes que puedan serle atribuidas por la 

normativa aplicable.

Artículo 4. Régimen de colaboración.

El Instituto Andaluz de Prevención de Riesgos Labora-
les podrá prestar colaboración en materias propias de su 
competencia a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
así como al Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en 
el Trabajo, a los centros de prevención de riesgos labora-
les dependientes de la consejería competente en materia 
de empleo, a las restantes consejerías, en especial a la 
consejería competente en materia de salud, y a los orga-
nismos de la Administración de la Junta de Andalucía, a 
los sindicatos y a las organizaciones empresariales y a los 
institutos y órganos técnicos competentes en materia de 
prevención de riesgos laborales dependientes de otras 
Comunidades Autónomas, así como a cualesquiera otras 
entidades públicas o privadas.

Artículo 5. Sede.

El Instituto Andaluz de Prevención de Riesgos Labora-
les tendrá su sede en la ciudad de Sevilla.

CAPÍTULO II

Organización

Artículo 6. Órganos.

El Instituto Andaluz de Prevención de Riesgos Labora-
les se estructura en los siguientes órganos:

1. Órganos de Gobierno.
a) La Presidencia.
b) El Consejo General.
c) La Dirección-Gerencia.

2. Órgano de Asesoramiento y Formación: la Unidad 
de Prevención de Riesgos Laborales.

Artículo 7. La Presidencia.

La Presidencia del Instituto Andaluz de Prevención de 
Riesgos Laborales corresponderá a la persona titular de la 
consejería competente en materia de seguridad y salud 
laborales, y tendrá las siguientes funciones:

a) Ostentar la representación legal del organismo.
b) Convocar, fijar su orden del día, presidir y mode-

rar las sesiones del Consejo General.
c) Suscribir los contratos, convenios y resoluciones 

referidas a asuntos propios del organismo, pudiendo 
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delegar aquellas funciones o competencias que considere 
necesarias.

d) Velar por el cumplimiento de los acuerdos de los 
órganos del Instituto Andaluz de Prevención de Riesgos 
Laborales.

Artículo 8. El Consejo General.

1. El Consejo General es el órgano superior del Insti-
tuto Andaluz de Prevención de Riesgos Laborales, que 
ejerce su alta dirección, gobierna el organismo y esta-
blece sus directrices de actuación, y contará con la partici-
pación de los agentes económicos y sociales más repre-
sentativos de Andalucía.

2. El Consejo General estará formado por la Presi-
dencia, cuyo titular será quien lo sea de la Presidencia del 
Instituto Andaluz de Prevención de Riesgos Laborales, por 
la Vicepresidencia y por dieciséis vocales nombrados por 
la Presidencia del organismo. Podrá funcionar en Comi-
sión Permanente, pudiéndose constituir también Comi-
siones de Trabajo. El funcionamiento de estos órganos, 
así como la composición de la Comisión Permanente y de 
las Comisiones de Trabajo, se determinarán reglamenta-
riamente.

3. La Vicepresidencia del Consejo General será 
ostentada por la persona titular de la dirección general 
competente en materia de seguridad y salud laborales.

4. Serán vocales del Consejo General:
a) Ocho vocales en representación de la Administra-

ción de la Junta de Andalucía, designados por la conseje-
ría competente en materia de seguridad y salud laborales, 
uno de los cuales será el Director o la Directora Gerente 
del Instituto.

b) Cuatro vocales propuestos por las organizaciones 
empresariales de carácter intersectorial más representati-
vas en Andalucía, de acuerdo con lo establecido en la 
disposición adicional sexta del Texto Refundido de la Ley 
del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo.

c) Cuatro vocales propuestos por las organizaciones 
sindicales más representativas en Andalucía, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 7.1 de la Ley Orgáni-
ca 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical.

5. El Consejo General será asistido por una Secreta-
ría. La persona titular de esta Secretaría será nombrada 
por el Presidente o Presidenta del Consejo General, de 
acuerdo con lo que se determine en los Estatutos del Ins-
tituto Andaluz de Prevención de Riesgos Laborales. El 
titular de la Secretaría asistirá a las reuniones del Consejo 
General con voz pero sin voto.

6. Corresponderá al Consejo General:
a) Aprobar los criterios de actuación del Instituto 

Andaluz de Prevención de Riesgos Laborales.
b) Aprobar los planes y programas de actuación a 

propuesta de la Dirección-Gerencia.
c) Aprobar el borrador de anteproyecto del presu-

puesto del Instituto Andaluz de Prevención de Riesgos 
Laborales.

d) Aprobar la memoria anual y las cuentas anuales.
e) El seguimiento y la valoración de las actividades 

realizadas en las materias específicas del Instituto Anda-
luz de Prevención de Riesgos Laborales.

f) Proponer la elaboración de estudios específicos en 
ámbitos sectoriales.

g) Proponer cuantas medidas considere necesarias 
para el mejor cumplimiento de los fines del Instituto 
Andaluz de Prevención de Riesgos Laborales.

h) Aprobar las propuestas de la Unidad de Preven-
ción de Riesgos Laborales.

i) Cualesquiera otras competencias que le sean atri-
buidas por la normativa aplicable.

Artículo 9. La Dirección-Gerencia.

1. La Dirección-Gerencia ejercerá la dirección, coor-
dinación y control de las actividades del Instituto Andaluz 
de Prevención de Riesgos Laborales. La designación y 
cese del Director o de la Directora Gerente se efectuará 
por acuerdo del Consejo de Gobierno, a propuesta de la 
consejería competente en materia de seguridad y salud 
laborales, previa consulta al Consejo General.

2. Corresponderá a la Dirección-Gerencia:
a) Ejecutar y hacer ejecutar los acuerdos del Consejo 

General.
b) Elevar al Consejo General, para su aprobación, las 

propuestas de planes y programas de actuación.
c) Ejercer la jefatura superior del personal adscrito al 

Instituto Andaluz de Prevención de Riesgos Laborales, en 
los términos establecidos en la legislación vigente y de 
acuerdo con lo que reglamentariamente se determine.

d) Autorizar los gastos, efectuar las disposiciones de 
gastos, contraer obligaciones y ordenar pagos, dentro de 
los límites fijados por la normativa vigente en materia 
presupuestaria.

e) Todas aquellas otras competencias que le atribu-
yan los Estatutos y la normativa vigente, así como las que 
le sean delegadas.

Artículo 10. La Unidad de Prevención de Riesgos Labo-
rales.

1. La Unidad de Prevención de Riesgos Laborales se 
constituye como órgano de asesoramiento y formación 
del Instituto Andaluz de Prevención de Riesgos Laborales, 
para proponer la planificación y realización de actividades 
de información, formación y asesoramiento en materia de 
prevención de riesgos laborales en los diversos sectores 
productivos que así lo acuerden.

Para el desarrollo de estas funciones la Unidad de Pre-
vención de Riesgos Laborales dispondrá de los medios 
adecuados.

2. La Unidad de Prevención de Riesgos Laborales 
estará compuesta por seis vocales, nombrados por el Pre-
sidente o Presidenta del Instituto Andaluz de Prevención 
de Riesgos Laborales, de acuerdo con lo que sigue:

a) Dos vocales en representación de la Administra-
ción de la Junta de Andalucía, designados por la conse-
jería competente en materia de seguridad y salud labo-
rales.

b) Dos vocales propuestos por las organizaciones 
empresariales de carácter intersectorial más representati-
vas en Andalucía, de acuerdo con lo establecido en la 
disposición adicional sexta del Texto Refundido de la Ley 
del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo.

c) Dos vocales propuestos por las organizaciones sin-
dicales más representativas en Andalucía, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 7.1 de la Ley Orgánica 11/1985, 
de 2 de agosto, de Libertad Sindical.

3. La composición de la Unidad de Prevención de 
Riesgos Laborales responderá a criterios de participación 
paritaria de hombres y mujeres. A tal efecto, ambos sexos 
deberán estar representados en, al menos, un cuarenta 
por cien de los miembros en cada caso designados.

Artículo 11. Programas de actuación.

Para desarrollar las funciones de información, aseso-
ramiento y formación, el Instituto Andaluz de Prevención 
de Riesgos Laborales podrá establecer con las organiza-
ciones sindicales y empresariales, y en la forma que esta-
tutariamente se determine, programas temporales de 
actuación.
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CAPÍTULO III

Régimen jurídico-administrativo, de personal, 
presupuestario y financiero

Artículo 12. Régimen jurídico-administrativo.

1. El régimen jurídico de los actos del Instituto Anda-
luz de Prevención de Riesgos Laborales será el estable-
cido en la normativa reguladora de la Administración de 
la Junta de Andalucía y demás que resulte de aplicación.

2. Los actos administrativos del Instituto Andaluz de 
Prevención de Riesgos Laborales dictados por su Presi-
dente o Presidenta o por los órganos colegiados que éste 
o ésta preside agotan la vía administrativa.

3. Contra los actos administrativos del Instituto 
Andaluz de Prevención de Riesgos Laborales distintos de 
los previstos en el apartado anterior podrá interponerse 
recurso de alzada ante su Presidente o Presidenta.

Artículo 13. Régimen de personal.

El personal del Instituto Andaluz de Prevención de 
Riesgos Laborales podrá ser funcionario o laboral, en los 
mismos términos y condiciones que los establecidos para 
el resto del personal de la Administración de la Junta de 
Andalucía, y de conformidad con la normativa aplicable.

Artículo 14. Patrimonio.

Para el cumplimiento de sus fines, el Instituto Andaluz 
de Prevención de Riesgos Laborales tendrá patrimonio 
propio, constituido por el conjunto de los bienes y dere-
chos de la Comunidad Autónoma de Andalucía que se le 
adscriban y por los que adquiera por cualquier título con-
forme a lo dispuesto en la normativa reguladora del patri-
monio de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Artículo 15. Régimen presupuestario, de contratación y 
de contabilidad.

1. El régimen presupuestario, económico-financiero, 
de contabilidad e intervención y de control financiero del 
Instituto Andaluz de Prevención de Riesgos Laborales será 
el establecido en la normativa reguladora de la Hacienda 
Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía y en las 
demás disposiciones que le sean de aplicación.

Su régimen de contratación será el previsto para las 
Administraciones Públicas en la normativa en materia de 
contratación administrativa.

2. Corresponde a la Intervención General de la Junta 
de Andalucía realizar el control financiero, de legalidad, de 
eficacia y contable del Instituto Andaluz de Prevención de 
Riesgos Laborales, en los términos previstos en la norma-

tiva reguladora de la Hacienda Pública de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía y en las demás disposiciones que 
le sean de aplicación.

Artículo 16. Recursos.

Los recursos del Instituto Andaluz de Prevención de 
Riesgos Laborales serán los siguientes:

a) Los créditos consignados en los Presupuestos de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía a su nombre, a cuyos 
efectos contará con programas propios específicos, así 
como las consignaciones presupuestarias para el cumpli-
miento de los fines que la presente Ley atribuye al orga-
nismo.

b) Las subvenciones, aportaciones, donaciones y 
herencias que reciba.

c) Los créditos que se traspasen conjuntamente con 
funciones, programas o servicios procedentes de otras 
Administraciones Públicas y cuya realización sea atribuida 
al organismo.

d) Los ingresos ordinarios o extraordinarios que esté 
autorizado a percibir.

e) Cualquier otro recurso que le pueda ser atribuido.

Disposición transitoria única. Asunción temporal de fun-
ciones.

Hasta tanto se proceda a la designación del Director o 
Directora Gerente del Instituto Andaluz de Prevención de 
Riesgos Laborales, las funciones de la Dirección-Gerencia 
serán asumidas por la Vicepresidencia del Consejo Gene-
ral.

Disposición derogatoria única. Derogación de normas.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o 
inferior rango se opongan a lo dispuesto en esta Ley.

Disposición final primera. Desarrollo reglamentario.

Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar las dis-
posiciones precisas para el desarrollo y ejecución de la 
presente Ley y, en especial, para la aprobación de los Esta-
tutos del Instituto Andaluz de Prevención de Riesgos Labo-
rales.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de 
su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalu-
cía.»

Sevilla, 26 de diciembre de 2006.–El Presidente, Manuel 
Chaves González.

(Publicada en el «Boletín Oficial de la Junta de Andalucía» 
número 251, de 30 de diciembre de 2006.) 
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siempre será posible añadir o eliminar vías al mejor juicio 
experto de los técnicos encargados de la evaluación, pre-
via consulta al responsable de la correspondiente comu-
nidad autónoma. Para la cuantificación de la dosis se 
podrá hacer uso de las expresiones utilizadas para el 
desarrollo de los niveles de referencia o, alternativa-
mente, de otras similares que sean juzgadas convenien-
tes por los responsables de las comunidades autóno-
mas.

6. La elección justificada de un valor de toxicidad 
para cada uno de los contaminantes de relevancia identi-
ficados.

7. La cuantificación del riesgo. En el caso de que 
coexistiesen en un mismo suelo contaminantes con un 
mismo mecanismo de acción, se considerará el riesgo 
conjunto ejercido por éstos.

8. El análisis de las incertidumbres asociadas a la 
valoración de riesgos efectuada, incluyendo las conclu-
siones oportunas acerca de la validez y fiabilidad de los 
resultados de dicha valoración.

El grado de detalle con el que se realicen estos traba-
jos será fijado razonadamente por el órgano competente 
de la comunidad autónoma atendiendo a las circunstan-
cias de cada caso. 

COMUNIDAD AUTÓNOMA 
DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

 896 LEY 4/2004, de 30 de noviembre, del Instituto 
Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales.

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de 
Asturias ha aprobado, y yo en nombre de Su Majestad el 
Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del 
Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias, vengo 
a promulgar la siguiente Ley del Instituto Asturiano de 
Prevención de Riesgos Laborales.

PREÁMBULO

I

El artículo 40 de la Constitución Española, en su pun-
to 2, establece que los poderes públicos deben velar por 
la seguridad e higiene en el trabajo, mandato que abarca 
a todas las Administraciones Públicas, cada una en el 
ámbito de sus competencias, que residen no solo en el 
campo específico de la administración laboral, sino que, 
en virtud de la complejidad de los aspectos ligados a la 
salud y seguridad en el trabajo, comprenden otros espa-
cios administrativos, entre ellos, el ámbito específico de 
la salud.

Al amparo del artículo 149.1.7.ª de la Constitución y 
12.10 del Estatuto de Autonomía del Principado de 
Asturias, el Real Decreto 2089/1999, de 30 de diciembre, 
ha traspasado las funciones y servicios de la Administra-
ción del Estado en materia de seguridad e higiene en el 
trabajo al Principado de Asturias, estando constituido su 
marco normativo esencial por la Ley 31/1995, de 8 de 
noviembre, de prevención de riesgos laborales, reciente-
mente modificada por la Ley 54/2003, de 12 de diciem-
bre.

II

La mejora de la salud de los trabajadores y de las tra-
bajadoras y la protección de la misma frente a los efectos 
nocivos que el medio ambiente laboral puede originar 
constituye un elemento esencial y básico de toda política 
que busque mejorar el nivel de salud de nuestra Comuni-
dad Autónoma, en un marco de desarrollo y mejora de las 
condiciones socioeconómicas de la misma.

El Consejo de Gobierno del Principado de Asturias, 
consciente de esta necesidad, ha fijado la salud laboral 
como un objetivo prioritario.

Por diversas y complejas que sean las actuaciones en 
este campo, no es posible desarrollarlas sin el concurso 
imprescindible de los agentes sociales y muy especial-
mente de los propios trabajadores, de forma que estos 
deben pasar de ser meros destinatarios de las actuacio-
nes en seguridad laboral a convertirse en verdaderos 
partícipes en la elaboración y adopción de medidas pre-
ventivas en el ámbito de la empresa.

Sin embargo, las fuentes de conocimiento formal 
sobre las distintas materias que componen la seguridad y 
la salud en el trabajo son múltiples y de diversa índole, 
abarcando desde asociaciones que aglutinan el conoci-
miento científico hasta organismos con implicación 
directa en la materia de la seguridad y salud laborales 
como pueden ser las mutuas de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales.

III

Por todo lo señalado, el Instituto Asturiano de Preven-
ción de Riesgos Laborales se configura como el orga-
nismo que integra las políticas del Consejo de Gobierno 
del Principado de Asturias en materia de seguridad y 
salud laboral, cuyo marco normativo básico está consti-
tuido por la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de preven-
ción de riesgos laborales.

En este marco legislativo y asumiendo el contenido 
del artículo 11 de la citada Ley 31/1995, de 8 de noviembre, 
de prevención de riesgos laborales, el Instituto Asturiano 
de Prevención de Riesgos Laborales garantiza la coordi-
nación de las actuaciones en materia laboral, sanitaria e 
industrial para conseguir una más eficaz protección de la 
seguridad y la salud de los trabajadores.

Para la consecución de los objetivos señalados, el Ins-
tituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales se 
dota de un instrumento de actuación estratégico que per-
mita realizar un análisis global y particularizado de los 
sectores laborales, determinar las prioridades de actua-
ción en materia de seguridad y salud laboral, desarrollar, 
evaluar y actualizar o eventualmente modificar dichas 
actuaciones en un marco definido, aprobado y partici-
pado por los agentes sociales. Dicho instrumento será el 
Plan de salud, seguridad y medio ambiente laboral del 
Principado de Asturias.

Por otra parte, el Instituto Asturiano de Prevención de 
Riesgos Laborales debe incorporar como elemento esen-
cial de su política la participación de los agentes sociales 
de forma que, como se señala anteriormente, se convier-
tan en protagonistas en la elaboración de las políticas en 
materia de seguridad y salud en el trabajo.

En la presente Ley se regulan por un lado sus actua-
ciones directas en salud laboral y prevención de riesgos 
laborales y por otro se le configura como el órgano de 
participación activa y real de los distintos agentes, a tra-
vés de la participación en la Junta Rectora del Instituto y 
de la constitución del Consejo de Seguridad y Salud en el 
Trabajo, como órgano de participación en materia de 
salud laboral y prevención de riesgos en el Principado de 
Asturias.
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CAPÍTULO I

Principios generales

Artículo 1. Objeto.

La presente Ley tiene por objeto regular la organiza-
ción y el funcionamiento del Instituto Asturiano de Pre-
vención de Riegos Laborales.

Artículo 2. Naturaleza.

El Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Labo-
rales es un organismo autónomo del Principado de 
Asturias, con personalidad jurídica propia y plena capaci-
dad de obrar adscrito a la Consejería competente en 
materia prevención de riesgos laborales.

Artículo 3. Competencias administrativas.

1. Sin perjuicio de las competencias atribuidas al 
Consejo de Gobierno del Principado de Asturias por ésta 
u otras normas, corresponde a quien sea titular de la Con-
sejería de adscripción del Instituto Asturiano de Preven-
ción de Riesgos Laborales realizar la dirección estratégica, 
la evaluación y el control de objetivos sobre sus actua-
ciones.

2. Reglamentariamente se determinará el régimen 
de atribución de competencias en orden al ejercicio por el 
Principado de Asturias de sus funciones de ejecución de 
la legislación laboral en materia de prevención de riesgos 
laborales.

Artículo 4. Fines y objetivos.

1. El Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos 
Laborales tiene como finalidad gestionar las políticas en 
materia de seguridad, higiene, medio ambiente y salud 
laboral del Principado de Asturias, tendentes a la elimina-
ción o reducción en su origen de las causas de los riesgos 
inherentes a las condiciones de trabajo, promocionando 
todas aquellas mejoras de las mismas orientadas a elevar 
el nivel de seguridad y salud de los trabajadores, y a esta-
blecer una relación saludable entre éstos y su medio 
ambiente laboral, todo ello sin perjuicio de lo dispuesto 
en la legislación sanitaria de aplicación.

2. Para el cumplimiento de tal finalidad, el Instituto 
Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales desarro-
llará los siguientes objetivos generales:

a) Realizar la actividad preventiva gestionando los 
servicios correspondientes.

b) Desarrollar la información, investigación y forma-
ción en materia preventiva laboral.

c) Proporcionar asesoramiento, colaboración y 
apoyo técnico a las empresas, trabajadores, agentes 
sociales y organismos administrativos.

d) Realizar el seguimiento y evaluación de las actua-
ciones técnico-preventivas necesarias en materia de 
seguridad y salud laboral, promoviendo la adopción de 
las medidas preventivas precisas para su correcto funcio-
namiento.

e) Desempeñar las funciones de colaboración peri-
cial, asesoramiento técnico y comprobatorias de las con-
diciones de seguridad y salud en las empresas y centros 
de trabajo que sean necesarias a la Inspección de Trabajo 
y Seguridad Social en el marco normativo y reglamenta-
rio que en cada momento se determine.

Artículo 5. Ámbito de actuación.

El Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Labo-
rales tiene como ámbito de actuación el que se establece 
en el artículo 3 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de 

prevención de riesgos laborales, junto con todo su desa-
rrollo reglamentario, con especial atención a las peque-
ñas y medianas empresas, siendo el territorio del Princi-
pado de Asturias el marco geográfico en el que se 
desarrolla sus actividad.

CAPÍTULO II

Plan de salud, seguridad y medio ambiente laboral
del Principado de Asturias

Artículo 6. Naturaleza del plan.

Constituye el Plan de salud, seguridad y medio 
ambiente laboral del Principado de Asturias, de conformi-
dad con el Plan de salud del Principado de Asturias, la 
definición de las estrategias para llevar a cabo los fines y 
funciones señalados en los artículos 4 y 8 de la presente 
Ley, así como la formulación de los programas y líneas 
directivas a desarrollar y la organización de los recursos y 
actividades del Instituto Asturiano de Prevención de Ries-
gos Laborales para alcanzar los objetivos definidos.

Artículo 7. Contenido.

El Plan de salud, seguridad y medio ambiente laboral 
del Principado de Asturias deberá contener:

a) El análisis de la situación actual de la salud, la 
seguridad y el medio ambiente laborales, entendido este 
último como el conjunto de factores que intervienen en el 
microclima laboral.

b) La delimitación de objetivos estratégicos a alcan-
zar.

c) El establecimiento de prioridades de actuación en 
atención a los problemas detectados y las necesidades 
delimitadas, que esté en consonancia y considere los 
recursos actuales y los potencialmente disponibles.

d) La determinación de los programas a desarrollar 
en las distintas áreas de intervención definidos en térmi-
nos de necesidades a satisfacer, población, colectivo o 
sector de producción específico de intervención, natura-
leza de las actuaciones y servicios a desarrollar y objeti-
vos a conseguir.

e) La cuantificación económica de los distintos pro-
gramas.

f) La programación financiera global.
g) Los mecanismos de evaluación de los programas 

en términos de estructura, proceso y resultados.

CAPÍTULO III

Funciones

Artículo 8. Funciones del Instituto Asturiano de Preven-
ción de Riesgos Laborales.

Para el correcto desarrollo de sus fines, el Instituto 
Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales tiene enco-
mendadas las siguientes funciones, en el ejercicio de las 
cuales velará por la adecuada coordinación con las actua-
ciones de los órganos que tengan atribuidas las compe-
tencias en materia sanitaria y de industria para una más 
eficaz protección de la seguridad y salud de los trabajado-
res:

a) La realización de programas de prevención de 
riesgos y promoción de la seguridad y salud laboral y 
mejora del medio ambiente laboral, con especial dedica-
ción a la pequeña y mediana empresa.

b) La elaboración de programas específicos de inter-
vención general o sectorial en función de las patologías 
laborales y de los estudios, la información, el análisis 
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estadístico y epidemiológico y la investigación que se 
realice.

c) El análisis e investigación de las causas de los 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, así 
como cuantos daños puedan derivarse de la actividad 
laboral.

d) El desarrollo y mantenimiento, en coordinación 
con los órganos competentes en materia de salud, a partir 
de la información facilitada por los servicios de preven-
ción, de un sistema de información en salud y seguridad 
laboral que permita la identificación de posibles riesgos 
relacionados con la actividad laboral proponiendo la 
adopción de medidas correctoras que procedan para su 
reducción y, de ser posible, su eliminación.

e) El análisis, evaluación y seguimiento específicos 
de la existencia de posibles riesgos para la salud deriva-
dos de situación de embarazo de la trabajadora.

f) La creación de registros de enfermedades profe-
sionales, de enfermedades relacionadas con el trabajo y 
de empresas y de trabajadores expuestos a riesgos espe-
cíficos, como parte integrante del sistema de informa-
ción.

g) La gestión de un registro de servicios de preven-
ción ajenos, de las actividades que realizan y de las 
empresas y centros de trabajo a que dan cobertura.

h) La elaboración de mapas de riesgos laborales, 
detallando las necesidades y limitaciones que pudieran 
existir tanto en ámbitos territoriales como sectoriales.

i) La realización de estudios epidemiológicos para la 
identificación y prevención de las patologías que puedan 
afectar a la salud de los trabajadores, así como la investi-
gación epidemiológica cuando así se determine por el 
número y naturaleza de casos de enfermedad detectados 
en el medio laboral, todo ello en coordinación con los 
órganos competentes en materia de salud.

j) La programación, coordinación y apoyo de accio-
nes formativas sobre seguridad y salud en el trabajo, con 
especial atención a los colectivos de trabajadores en 
situación de mayor riesgo.

k) La supervisión de la formación en materia de 
salud laboral que deba recibir el personal de los servicios 
de prevención.

l) La realización de actividades divulgativas e infor-
mativas en general sobre la prevención de riesgos labora-
les, la vigilancia de la salud y la mejora del medio 
ambiente laboral.

m) El fomento, apoyo y promoción de actividades 
desarrolladas por empresarios, trabajadores y sus respec-
tivas organizaciones representativas, en orden a la mejora 
de las condiciones de seguridad y salud en el trabajo, la 
reducción de riesgos laborales y la investigación y puesta 
en funcionamiento de nuevas formas de protección, pro-
moviendo la implantación de estructuras eficaces de pre-
vención. A tal efecto, el Instituto Asturiano de Prevención 
de Riesgos Laborales podrá suscribir convenios de cola-
boración con entidades públicas y privadas, así como con 
los distintos agentes sociales y podrá conceder becas y 
ayudas para la realización o participación en actividades 
formativas y divulgativas sobre prevención de riesgos 
laborales.

n) La colaboración en la coordinación entre los dis-
tintos organismos competentes de las diferentes adminis-
traciones públicas en el Principado de Asturias, en orden 
a la consecución de los objetivos planificados.

ñ) La elaboración y difusión de recomendaciones y 
protocolos de actuación para cada una de las disciplinas 
de los servicios de prevención, así como la evaluación de 
su eficacia y utilización por parte de dichos servicios.

o) La realización de estudios, informes y asesora-
mientos técnicos a las empresas, comités de seguridad y 
salud y Administraciones Públicas que así lo soliciten.

p) La colaboración especial con el sistema sanitario 
a través de la promoción y establecimiento de programas 

de colaboración entre los servicios de prevención y el sis-
tema sanitario, para el intercambio de información en 
ambos sentidos, la colaboración en el diagnóstico, trata-
miento y rehabilitación de enfermedades relacionadas 
con el trabajo y la colaboración de los servicios de pre-
vención en los trabajos sanitarios y epidemiológicos 
desarrollados por el sistema sanitario.

q) La tramitación de las autorizaciones de los servi-
cios de prevención ajenos, entidades formativas y audito-
ras en materia de prevención de riesgos laborales, 
mediante la comprobación de que reúnan los requisitos 
reglamentarios, tutelando y controlando sus actuacio-
nes.

r) La programación de controles generales y secto-
riales que permitan el seguimiento de las actuaciones 
preventivas que se realicen en las empresas para la con-
secución de los objetivos previstos en la Ley 31/1995, de 8 
de noviembre, de prevención de riesgos laborales.

s) La realización de todas aquellas funciones, activi-
dades y tareas que impliquen el asesoramiento, el auxilio 
y la colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguri-
dad Social dentro del marco establecido por la Ley 
31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de riesgos 
laborales.

t) Con carácter general, todas cuantas actividades 
resulten necesarias para el cumplimiento de los objetivos 
de promoción y prevención en materia de seguridad y 
salud en el trabajo.

CAPÍTULO IV

Organización

Artículo 9. Órganos del Instituto Asturiano de Preven-
ción de Riesgos Laborales.

El Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Labo-
rales se estructura en los siguientes órganos:

a) De dirección y gestión:
La Junta Rectora.
La Presidencia.
La Dirección.

b) De participación:
El Consejo de Seguridad y Salud en el Trabajo del Prin-

cipado de Asturias.

SECCIÓN 1.ª LA JUNTA RECTORA

Artículo 10. Naturaleza y funciones.

La Junta Rectora es el órgano supremo de dirección 
del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Labora-
les y como tal le corresponden las siguientes funciones:

a) La aprobación del anteproyecto de estados de 
ingresos y gastos del organismo autónomo que se ele-
vará a través de la Consejería de adscripción para su tra-
mitación conforme al régimen establecido en el artícu-
lo 24.1 de esta Ley.

b) La propuesta de reglamento de funcionamiento y 
régimen interior del Instituto Asturiano de Prevención de 
Riesgos Laborales, que será elevado por quien sea titular 
de la Consejería de adscripción al Consejo de Gobierno 
del Principado de Asturias para su aprobación.

c) La propuesta de reglamento de composición y 
funcionamiento del Consejo de Seguridad y Salud en el 
Trabajo del Principado de Asturias, que será elevado por 
quien sea titular de la Consejería de adscripción al Con-
sejo de Gobierno del Principado de Asturias para su apro-
bación.
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d) El proponer al órgano competente la aprobación 
de la plantilla del Instituto Asturiano de Prevención de 
Riesgos Laborales para su incorporación a las leyes de 
presupuestos del Principado, la relación de puestos de 
trabajo del personal funcionario y el catálogo de puestos 
de trabajo del personal laboral, a incluir en los convenios 
colectivos que le sean de aplicación, así como la oferta de 
empleo público.

e) La propuesta de Plan de salud, seguridad y medio 
ambiente laboral del Principado de Asturias, que será ele-
vada por quien sea titular de la Consejería de adscripción 
al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias para su 
aprobación por el Consejo de Gobierno y posterior remi-
sión a la Junta General del Principado de Asturias.

f) La aprobación de la planificación anual de activi-
dades del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos 
Laborales.

g) En el contexto de la planificación anual de activi-
dades, aprobar específicamente la propuesta de progra-
mación de actuaciones conjuntas con la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social en los campos de la colabora-
ción pericial, el asesoramiento técnico y las actividades 
comprobatorias de las condiciones de seguridad y salud 
de la empresas y centros de trabajo, para su remisión a la 
Comisión Territorial a que se refiere el artículo 17.2 de la 
Ley 42/1997, de 14 de noviembre, ordenadora de la Inspec-
ción de Trabajo y Seguridad Social, para su integración en 
el Plan de acción en seguridad y salud laboral de la Ins-
pección de Trabajo y Seguridad Social de Asturias.

h) La aprobación de la memoria anual de las activi-
dades realizadas por el organismo autónomo, que se ele-
vará a la Consejería de adscripción, y se remitirá dentro 
del primer semestre de cada año a la Junta General del 
Principado de Asturias, para su debate.

i) Aprobar la asignación y destino de los fondos que 
se atribuyen en función de la disposición adicional quinta 
de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de 
riesgos laborales, con el límite máximo de la cuantía que 
resulte efectivamente asignada al Principado de Asturias 
por este concepto.

j) Acordar la formalización de convenios de colabo-
ración con organismos y entidades públicas o privadas, 
que serán elevados por quien sea titular de la Consejería 
de adscripción al Consejo de Gobierno del Principado de 
Asturias para su autorización.

k) Informar con carácter preceptivo los anteproyec-
tos de disposiciones reglamentarias que pudieran afectar 
a la seguridad y la salud laboral.

l) Evaluar el grado de implantación y los programas 
de aplicación de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de 
prevención de riesgos laborales en la Comunidad Autó-
noma.

m) Todas aquellas otras funciones que se entiendan 
necesarias para el cumplimiento de los fines propios del 
Instituto y no estén atribuidas expresamente a otros órga-
nos.

Artículo 11. Composición.

1. La Junta Rectora estará integrada por los siguien-
tes miembros:

a) Cuatro en representación de la Administración del 
Principado de Asturias, correspondiendo tal condición a:

– Quien sea titular de la Presidencia del Instituto Astu-
riano de Prevención de Riesgos Laborales, que asumirá 
igualmente la Presidencia de la Junta Rectora.

– Quien sea titular de la Dirección del Instituto Astu-
riano de Prevención de Riesgos Laborales.

– Dos vocales designados por el Consejo de Gobierno, 
a propuesta de quien sea titular de las Consejerías com-
petentes en materia de industria y de salud, de entre altos 

cargos de nivel orgánico de Dirección General o asimi-
lado.

b) Cuatro vocales en representación de las centrales 
sindicales más representativas en el ámbito territorial del 
Principado de Asturias.

c) Cuatro vocales en representación de las organiza-
ciones empresariales más representativas en el ámbito 
territorial del Principado de Asturias.

2. Los vocales integrantes de la Junta Rectora a que 
se refieren los apartados b) y c) del apartado precedente 
serán nombrados y cesados mediante acuerdo de Con-
sejo de Gobierno, a propuesta de las entidades proponen-
tes, pudiendo cada una de las partes proponer titulares y 
suplentes. El mandato de los vocales titulares tendrá una 
duración de cuatro años, renovable por períodos de igual 
duración, que comenzará a computarse desde el día de la 
publicación de su nombramiento en el Boletín Oficial del 
Principado de Asturias. Finalizado el mandato de estos 
vocales, continuarán en el ejercicio de sus funciones 
hasta la toma de posesión de los nuevos miembros que 
hayan de sustituirlos.

3. A las reuniones de la Junta Rectora podrá asistir, 
con voz pero sin voto, un representante de la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social.

4. La Secretaría de la Junta Rectora será desempe-
ñada por personal funcionario de la Administración del 
Principado de Asturias adscrito al Instituto Asturiano de 
Prevención de Riesgos Laborales, designado por quien 
sea titular de la Presidencia del Instituto. Quien sea titular 
de la Secretaría asistirá a las reuniones de la Junta Rec-
tora, con voz pero sin voto, ejerciendo las funciones inhe-
rentes a tal condición en los términos establecidos en la 
legislación de régimen jurídico de las Administraciones 
Públicas y del procedimiento administrativo común y en 
el reglamento de funcionamiento y régimen interior del 
Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales.

Artículo 12. Funcionamiento.

1. La Junta Rectora se reunirá en sesión ordinaria al 
menos tres veces al año y de forma extraordinaria a con-
vocatoria de la Presidencia, por propia iniciativa o a peti-
ción de la mitad de sus miembros, en los términos que se 
determine en el reglamento de funcionamiento y régimen 
interior del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos 
Laborales.

2. En el seno de la Junta Rectora se podrá constituir 
una Comisión Ejecutiva con carácter permanente. Su 
composición, de carácter tripartito y paritario, funciona-
miento y competencias delegadas por la Junta Rectora de 
las que le son propias, se determinará en el reglamento 
de funcionamiento y régimen interior del Instituto Astu-
riano de Prevención de Riesgos Laborales.

3. La Junta Rectora podrá constituir, en los ámbitos 
de su competencia, comisiones de trabajo, de forma tem-
poral o permanente, con carácter temático, sectorial o 
territorial, siempre que se considere necesario para el 
mejor cumplimiento de sus fines. El funcionamiento de 
dichas comisiones de trabajo se determinará en el regla-
mento de funcionamiento y régimen interior del Instituto 
Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales.

4. A las sesiones de la Junta Rectora podrán asistir 
aquellas personas cuya intervención considere conve-
niente la Presidencia, por propia iniciativa o a petición de 
la mitad de sus miembros, con respecto a alguna materia 
concreta, por su especial conocimiento, vinculación u 
otras circunstancias respecto a dicha materia, en cuyo 
caso serán especialmente convocadas al efecto, actuando 
en la Junta Rectora y en los apartados previamente espe-
cificados del orden del día con voz pero sin voto.

5. En lo no previsto en la presente Ley y en el regla-
mento de funcionamiento y régimen interior del Instituto 
Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales, el régi-



BOE núm. 15 Martes 18 enero 2005 1847

men de sesiones y adopción de acuerdos se regirá por lo 
dispuesto para los órganos colegiados en la legislación 
de régimen jurídico de las Administraciones Públicas y 
del procedimiento administrativo común.

SECCIÓN 2.ª LA PRESIDENCIA

Artículo 13. Titularidad de la Presidencia.

La Presidencia del Instituto Asturiano de Prevención 
de Riesgos Laborales recaerá en quien sea titular de la 
Consejería de adscripción.

Artículo 14. Funciones.

1. Corresponde a quien sea titular de la Presidencia 
del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Labora-
les:

a) Ostentar la representación del Instituto.
b) Convocar y formular el orden del día de las sesio-

nes de la Junta Rectora, presidirlas, moderar el desarrollo 
de los debates y dirimir, eventualmente, los empates que 
pudieran producirse con el voto de calidad.

c) Ordenar la publicación de los acuerdos del Insti-
tuto, disponer su cumplimiento y visar las actas.

d) Velar por el cumplimiento de los acuerdos de los 
órganos del Instituto.

e) Adoptar en caso de urgencia las resoluciones que 
fueran necesarias para garantizar el funcionamiento ordi-
nario del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos 
Laborales, dando cuenta de aquéllas a la Junta Rectora en 
la primera sesión que se celebre.

f) Resolver las reclamaciones previas al ejercicio de 
acciones civiles y laborales.

g) Las demás funciones que resulten de lo estable-
cido en la presente Ley, las que le sean delegadas por la 
Junta Rectora y cualesquiera otras inherentes a la Presi-
dencia del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos 
Laborales que le sean atribuidas por el reglamento de 
funcionamiento y régimen interior.

2. Las funciones que corresponden a quien sea titu-
lar de la Presidencia en virtud de lo dispuesto en este 
artículo, con excepción de las que le sean delegadas por 
la Junta Rectora, podrán ser delegadas en quien sea titu-
lar de la Dirección del Instituto Asturiano de Prevención 
de Riesgos Laborales.

SECCIÓN 3.ª LA DIRECCIÓN

Artículo 15. Nombramiento y cese.

1. El nombramiento y cese de quien haya de desem-
peñar la Dirección del Instituto Asturiano de Prevención 
de Riesgos Laborales, con rango asimilado a todos los 
efectos al de Dirección General de la Administración del 
Principado de Asturias, se efectuará libremente por 
decreto del Consejo de Gobierno a propuesta de quien 
sea titular de la Consejería de adscripción, en los términos 
previstos en la Ley del Principado 8/1991, de 30 de julio.

2. Quien sea titular de la Dirección del Instituto Astu-
riano de Prevención de Riesgos Laborales podrá ser susti-
tuido, con carácter transitorio, en caso de vacante, ausen-
cia o enfermedad grave, por la persona que designe quien 
sea titular de la Presidencia entre los vocales de la Junta 
Rectora designados en representación del Principado de 
Asturias.

Artículo 16. Funciones.

Son funciones de la Dirección:
a) Formular propuestas a la Junta Rectora en orden 

al contenido del Plan de salud, seguridad y medio 

ambiente laboral del Principado de Asturias, así como la 
planificación anual de actividades.

b) Elaborar del anteproyecto de estados de ingresos 
y gastos presupuesto del Instituto Asturiano de Preven-
ción de Riesgos Laborales.

c) Elaborar la memoria anual de las actividades 
desarrolladas y facilitar a la Junta Rectora la información 
que requiera sobre el desarrollo de las mismas.

d) Dirigir los servicios técnicos y el personal, funcio-
nario y laboral, del Instituto Asturiano de Prevención de 
Riesgos Laborales.

e) Ejecutar y hacer cumplir los acuerdos de la Junta 
Rectora.

f) Formular propuestas de acuerdos a la Junta Rec-
tora en asuntos cuya aprobación le competa.

g) Aquellas que puedan serle delegadas por la Junta 
Rectora o por la Presidencia de las que les son propias.

Artículo 17. Incompatibilidades.

Quien sea titular de la Dirección del Instituto Asturiano 
de Prevención de Riesgos Laborales estará sometido al 
régimen de incompatibilidades y de declaración de intere-
ses, actividades y bienes establecido para los altos cargos 
de la Administración del Principado de Asturias.

SECCIÓN 4.ª EL CONSEJO DE SEGURIDAD Y SALUD EN EL TRABAJO 
DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Artículo 18. Naturaleza.

El Consejo de Seguridad y Salud en el Trabajo del Prin-
cipado de Asturias se configura como órgano de partici-
pación en materia de prevención de riesgos laborales, 
bajo la Presidencia de quien sea titular de la Presidencia 
del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Labora-
les.

Artículo 19. Funciones.

Serán funciones del Consejo de Seguridad y Salud en 
el Trabajo del Principado de Asturias:

a) Conocer de las actuaciones del Instituto Asturiano 
de Prevención de Riesgos Laborales.

b) Informar y realizar propuestas en relación con las 
referidas actuaciones.

c) Formular propuestas sobre programas generales 
de actuación en materia de prevención de riesgos labora-
les.

Artículo 20. Composición y funcionamiento.

La composición y funcionamiento del Consejo de 
Seguridad y Salud en el Trabajo del Principado de Asturias 
será establecida reglamentariamente, a propuesta de la 
Junta Rectora del Instituto Asturiano de Prevención de 
Riesgos Laborales, llamándose a participar a la más 
amplia representación de organizaciones, sociedades, 
organismos oficiales, agrupaciones científicas y sociales 
o de otros tipos, incluidas personalidades de relevancia, 
en atención a su conocimiento, materia de trabajo o vin-
culación con el campo de la prevención de riesgos labora-
les y el fomento de la salud en el lugar de trabajo en el 
ámbito del Principado de Asturias.

CAPÍTULO V

Régimen jurídico

Artículo 21. Legislación aplicable.

El Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Labo-
rales se rige por la presente Ley y las disposiciones que la 



1848 Martes 18 enero 2005 BOE núm. 15

desarrollen y, en lo no previsto en ellas, por el resto de la 
normativa autonómica y demás legislación aplicable en la 
materia.

Artículo 22. Financiación.

Los recursos económicos del Instituto Asturiano de 
Prevención de Riesgos Laborales podrán provenir de las 
siguientes fuentes:

a) Las consignaciones específicas previstas en los 
presupuestos generales del Principado de Asturias.

b) Las transferencias, corrientes o de capital, que 
procedan de otras Administraciones u organismos públi-
cos.

c) Los bienes y valores, productos y rentas que pro-
vengan del patrimonio que le sea adscrito por el Princi-
pado de Asturias.

d) Los ingresos ordinarios y extraordinarios que esté 
autorizado a percibir.

e) Las subvenciones, aportaciones y donaciones que 
reciba de cualquier organismo público o de particulares.

f) Las operaciones de endeudamiento que le sean 
legalmente autorizadas.

g) Cualquier otro recurso que le pudiera ser atri-
buido.

Artículo 23. Régimen patrimonial y de contratación.

1. El patrimonio del Instituto Asturiano de Preven-
ción de Riesgos Laborales estará integrado por los bienes 
y derechos de contenido económico que le sean adscritos 
por el Principado de Asturias, los cuales deberán ser des-
tinados exclusivamente al cumplimiento de los fines para 
los que fueron adscritos, bien de forma directa, bien 
mediante la percepción de sus rentas y frutos.

2. Los bienes y patrimonio que el Principado de 
Asturias adscriba al Instituto Asturiano de Prevención de 
Riesgos Laborales para el cumplimiento de sus fines con-
servarán su calificación jurídica originaria.

3. Los bienes y patrimonio que el Instituto pudiera 
adquirir o recibir por legados, donaciones u otras causas, 
quedarán integrados, a todos los efectos, en el patrimo-
nio del Principado de Asturias.

4. La contratación del Instituto Asturiano de Preven-
ción de Riesgos Laborales se ajustará a las prescripciones 
de la normativa básica en materia de contratación de las 
Administraciones Públicas y a la normativa autonómica 
en la materia. Actuará como órgano de contratación quien 
sea titular de la Presidencia del Instituto Asturiano de Pre-
vención de Riesgos Laborales, precisando la aprobación 
de la Junta Rectora o del Consejo de Gobierno del Princi-
pado de Asturias cuando, por razón de lo establecido en el 
artículo 24.4 de la presente Ley, corresponda a éstos auto-
rizar el gasto.

Artículo 24. Régimen presupuestario y contable.

1. El Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos 
Laborales elaborará anualmente un anteproyecto de pre-
supuestos, equilibrado en sus estados de ingresos y gas-
tos. Tras su aprobación por la Junta Rectora, el antepro-
yecto será remitido, a través de la Consejería de 
adscripción, para su tramitación de conformidad con la 
legislación de régimen económico y presupuestario del 
Principado de Asturias.

2. La gestión del presupuesto del Instituto Asturiano 
de Prevención de Riesgos Laborales y de sus operaciones 
de endeudamiento, en su caso, se regirá, salvo en lo regu-
lado por esta Ley, por lo dispuesto en los capítulos II y III 
del Texto Refundido del régimen económico y presupues-
tario del Principado de Asturias.

3. Los créditos consignados en los estados de gastos 
del presupuesto del Instituto Asturiano de Prevención de 

Riesgos Laborales tendrán carácter limitativo y vinculante 
en los términos establecidos en la legislación económica 
y presupuestaria del Principado de Asturias.

4. La autorización de gastos de personal del Instituto 
Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales correspon-
derá al titular de la Presidencia. La autorización de gastos 
del resto de los capítulos presupuestarios hasta trescien-
tos mil (300.000) euros corresponde a quien sea titular de 
la Presidencia, siendo la Junta Rectora del Instituto Astu-
riano de Prevención de Riesgos Laborales el órgano com-
petente para autorizar los gastos que excedan de trescien-
tos mil (300.000) euros y no superen la cuantía establecida 
como competencia del Consejo de Gobierno en la legisla-
ción económica y presupuestaria del Principado de 
Asturias. La autorización de gastos que hayan de exten-
derse a más de un ejercicio presupuestario se regirá por 
el régimen general establecido en la legislación econó-
mica y presupuestaria del Principado de Asturias.

5. El Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos 
Laborales queda sometido a la función interventora y al 
régimen contable y de control financiero y de eficiencia 
que se lleve a cabo por la Consejería competente en mate-
ria económica y presupuestaria, en los términos estable-
cidos en la legislación económica y presupuestaria del 
Principado de Asturias, sin perjuicio del control corres-
pondiente a la Sindicatura de Cuentas del Principado de 
Asturias o, en su caso, al Tribunal de Cuentas del Reino.

Artículo 25. Régimen de personal.

1. El Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos 
Laborales contará para el desarrollo de sus funciones con 
personal laboral propio y personal funcionario de la 
Administración del Principado de Asturias que le sea ads-
crito, sometido a la legislación de la función pública del 
Principado de Asturias.

2. La selección del personal propio se efectuará con 
arreglo a los principios de mérito, capacidad e igualdad, 
mediante convocatoria aprobada por la Junta Rectora, 
publicada en el Boletín Oficial del Principado de Asturias.

3. En lo no regulado en la presente Ley, el régimen 
del personal del Instituto Asturiano de Prevención de 
Riesgos Laborales se ajustará a las previsiones de la nor-
mativa del Principado de Asturias en la materia.

Disposición transitoria primera.

En el plazo máximo de los dos meses siguientes a la 
entrada en vigor de la presente Ley, se designará la repre-
sentación de los grupos que constituyen la Junta Rectora 
del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Labora-
les, quienes serán nombrados mediante acuerdo del Con-
sejo de Gobierno del Principado de Asturias dentro del 
mes siguiente a la finalización del plazo precedente. Dicho 
acuerdo establecerá también la fecha de la sesión consti-
tutiva de la Junta Rectora del Instituto Asturiano de Pre-
vención de Riesgos Laborales.

Disposición transitoria segunda.

A partir de la entrada en vigor de esta Ley, el Orga-
nismo Autónomo Instituto Asturiano de Prevención de 
Riesgos Laborales queda subrogado en todas las relacio-
nes jurídicas del órgano desconcentrado Instituto Astu-
riano de Prevención de Riesgos Laborales regulado en el 
Decreto del Principado de Asturias 32/2000, de 13 de 
abril.

Disposición transitoria tercera.

El personal funcionario de la Administración del Prin-
cipado de Asturias que a la entrada en vigor de la pre-
sente Ley se encuentre prestando sus servicios en el 
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órgano desconcentrado Instituto Asturiano de Prevención 
de Riesgos Laborales regulado en el Decreto del Princi-
pado de Asturias 32/2000, de 13 de abril, quedará adscrito 
al organismo autónomo Instituto Asturiano de Prevención 
de Riesgos Laborales y continuará la prestación de servi-
cios en él en las mismas condiciones que lo venía 
haciendo conservando la situación de servicio activo en 
su cuerpo, escala o especialidad de origen a todos los 
efectos, respetándose el grupo del cuerpo o escala de 
pertenencia, así como los derechos económicos inheren-
tes al grado personal que tuviese reconocido.

Disposición transitoria cuarta.

El personal laboral que a la entrada en vigor de la pre-
sente Ley se encuentre prestando sus servicios en el 
órgano desconcentrado Instituto Asturiano de Prevención 
de Riesgos Laborales regulado en el Decreto del Princi-
pado de Asturias 32/2000, de 13 de abril, quedará adscrito 
al organismo autónomo Instituto Asturiano de Prevención 
de Riesgos Laborales y continuará la prestación de servi-
cios en él en las mismas condiciones que lo venían 
haciendo. El Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos 
Laborales se subrogará en las obligaciones derivadas de 
los contratos suscritos con respeto a todos los derechos 
adquiridos, incluida la antigüedad. Dicho personal conti-
nuará adscrito al Convenio colectivo para el personal 
laboral del Principado de Asturias a todos los efectos. Al 
personal laboral de nuevo ingreso le será de aplicación el 
Convenio colectivo para el personal laboral del Principado 
de Asturias.

Disposición transitoria quinta.

Se autoriza al titular de la Consejería competente en 
materia de función pública para que, hasta tanto se 
apruebe la relación de puestos de trabajo del organismo 
autónoma Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos 
Laborales, proceda a la adscripción provisional al mismo 
de las unidades administrativas dependientes de la Direc-
ción General de Organización de las Prestaciones Sanita-
rias de la Consejería de Salud y Servicios Sanitarios, que 
en la actualidad desarrolla su actividad en materia de 
salud laboral y organización de la vigilancia de la salud y 
la medicina del trabajo.

Disposición derogatoria.

Quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan 
a lo dispuesto en la presente Ley y específicamente el 
Decreto 32/2000, de 13 de abril, por el que se regula la 
organización y funcionamiento del Instituto Asturiano de 
Prevención de Riesgos Laborales; el artículo 9 del Decreto 
87/2003, de 29 de julio, de estructura orgánica básica de la 
Consejería de Justicia, Seguridad Pública y Relaciones 
Exteriores, así como el artículo 18 del Decreto 90/2003, de 
31 de julio, de estructura orgánica básica de la Consejería 
de Salud y Servicios Sanitarios.

Disposición final primera.

La Junta Rectora formulará en el plazo de seis meses 
a contar desde su constitución la propuesta de regla-
mento de funcionamiento y régimen interior del Instituto 
Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales, que será 
elevado por quien sea titular de la Consejería de adscrip-
ción al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias 
para su aprobación.

Disposición final segunda.

La Junta Rectora formulará en el plazo de seis meses 
a contar desde su constitución la propuesta de regla-
mento de composición y funcionamiento del Consejo de 
Seguridad y Salud en el Trabajo del Principado de Asturias, 
que será elevado por quien sea titular de la Consejería de 
adscripción al Consejo de Gobierno del Principado de 
Asturias para su aprobación.

Disposición final tercera.

La Junta Rectora propondrá en el plazo de seis meses 
a contar desde su constitución la plantilla del Instituto 
Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales la relación 
de puestos de trabajo del personal funcionario y el catá-
logo de puestos de trabajo del personal laboral, así como 
su oferta de empleo público, para su integración en la 
oferta de empleo público del Principado de Asturias.

Disposición final cuarta.

Para la financiación de la actividad durante el ejerci-
cio presupuestario en que se produzca la entrada en 
vigor la presente Ley se tramitarán las modificaciones 
presupuestarias que, en su caso, se requieran para dotar 
suficientemente los gastos de funcionamiento del orga-
nismo autónomo Instituto Asturiano de Prevención de 
Riesgos Laborales. A las transferencias de créditos que 
pudieran instrumentarse no les serán de aplicación las 
limitaciones establecidas en el apartado 7 del artículo 31 
ni en el apartado 4 del artículo 34 del Texto Refundido del 
régimen económico y presupuestario, aprobado por 
Decreto Legislativo 2/1998, de 25 de junio.

Por tanto, ordeno a todos los ciudadanos a quienes 
sea de aplicación esta Ley coadyuven a su cumplimiento, 
así como a todos los Tribunales y Autoridades que la guar-
den y la hagan guardar.

Oviedo, 30 de noviembre de 2004.

VICENTE ÁLVAREZ ARECES,
Presidente

(Publicada en el Boletín Oficial del Principado de Asturias núm. 287, 
de 13 de diciembre de 2004) 
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Disposición transitoria única. Registros Civiles no 
informatizados.

A los Registros Civiles que no estuvieran informatiza-
dos a la entrada en vigor de esta Ley, les será de aplica-
ción lo previsto en el último párrafo del artículo 23 de la 
Ley del Registro Civil según su incorporación efectiva al 
proceso de informatización.

Disposición final única. Desarrollo reglamentario.

En el plazo de tres meses desde la entrada en vigor de 
la presente Ley, el Gobierno aprobará las disposiciones 
reglamentarias necesarias para que la práctica de los 
asientos y la emisión de certificaciones u otro tipo de 
documentos puedan realizarse en las lenguas oficiales en 
la Comunidad Autónoma correspondiente.

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autorida-

des que guarden y hagan guardar esta Ley.

Madrid, 22 de junio de 2005.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,
JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 

MINISTERIO DE TRABAJO 
Y ASUNTOS SOCIALES

 10624 REAL DECRETO 689/2005, de 10 de junio, por el 
que se modifica el Reglamento de organiza-
ción y funcionamiento de la Inspección de Tra-
bajo y Seguridad Social, aprobado por el Real 
Decreto 138/2000, de 4 de febrero, y el Regla-
mento general sobre procedimientos para la 
imposición de sanciones por infracciones de 
orden social y para los expedientes liquidato-
rios de cuotas a la Seguridad Social, aprobado 
por el Real Decreto 928/1998, de 14 de mayo, 
para regular la actuación de los técnicos habili-
tados en materia de prevención de riesgos 
laborales.

Las reformas introducidas en la Ley 31/1995, de 8 de 
noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, y en el 
texto refundido de la Ley sobre infracciones y sanciones 
en el orden social, aprobado por el Real Decreto Legisla-
tivo 5/2000, de 4 de agosto, por la Ley 54/2003, de 12 de 
diciembre, de reforma del marco normativo de la preven-
ción de riegos laborales, en lo que se refiere a sus artícu-
los primero (colaboración con la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social), sexto (reforzamiento de la vigilancia y 
del control del cumplimiento de la normativa de preven-
ción de riesgos laborales), octavo (habilitación de funcio-
narios públicos), decimoquinto (infracciones por obstruc-
ción), decimoséptimo (contenido de las actas) y, en 
particular, el desarrollo reglamentario que se prevé en el 
tercer párrafo añadido en la nueva redacción del aparta-
do 2 del artículo 9 de la citada Ley 31/1995, de 8 de 
noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, respecto 
a los nuevos cometidos atribuidos a los funcionarios 
públicos dependientes de las Administraciones públicas 
que ejercen labores técnicas en materia de prevención de 
riesgos laborales, afectan necesariamente al contenido 

del Reglamento general sobre procedimientos para impo-
sición de sanciones por infracciones en el orden social y 
para los expedientes liquidatorios de cuotas de la Seguri-
dad Social, aprobado por el Real Decreto 928/1998, de 14 de 
mayo, así como al Reglamento de organización y funciona-
miento de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, apro-
bado por el Real Decreto 138/2000, de 4 de febrero, que, 
inevitablemente, han de modificarse en consonancia con las 
innovaciones introducidas por la citada Ley 54/2003, de 12 de 
diciembre.

En concreto, las distintas modificaciones normativas 
que se prevén de ambos reglamentos pretenden asegurar 
que las actuaciones comprobatorias realizadas por dichos 
funcionarios públicos en colaboración con la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social se efectúen conforme a una 
serie de principios que garanticen:

a) La coherencia del sistema de inspección bajo la 
actuación de criterios comunes y trabajo programado.

b) Que los funcionarios técnicos habilitados para 
ejercer esas labores comprobatorias lo sean en relación 
con su capacitación técnica y actúen conforme a un pro-
cedimiento reglado y común.

c) Que las actuaciones previas practicadas por 
dichos funcionarios, en las que se detecten irregular-
dades, tras un requerimiento inicial, puedan dar lugar 
directamente a un acta de infracción extendida por los 
Inspectores de Trabajo y Seguridad Social, sin necesidad 
de que éstos realicen obligatoriamente una visita poste-
rior de comprobación, arbitrando para ello los mecanis-
mos necesarios en relación con los datos que deben ser 
incorporados a los informes de dichos técnicos habilita-
dos, para su posterior integración en las correspondien-
tes actas de infracción, así como en relación con la salva-
guarda de la «presunción de certeza» respecto de los 
hechos comprobados por dichos técnicos.

En este sentido se hace preciso recordar que existe 
una doctrina reiterada de la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo del Tribunal Supremo (así, las Sentencias de 21 
de enero de 1997, de 27 de abril de 1998 y de 14 de diciem-
bre de 1999) en virtud de la cual la presunción de veraci-
dad y de certeza de que gozan las actas de la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social, siempre que se extiendan 
con las condiciones y requisitos exigibles, se mantiene 
cuando, mediante comprobación o expediente adminis-
trativo, y sin necesidad de visita del inspector actuante, se 
extiendan a partir de comprobaciones y visitas realizadas 
por funcionarios de otros cuerpos legalmente habilitados 
(los antiguos controladores de empleo del INEM, luego 
controladores laborales).

Todo ello parece aconsejar, por razones de lógica y 
técnica normativa, que las modificaciones de ambos tex-
tos reglamentarios se agrupen en un solo real decreto.

Por otro lado, aunque la normativa reglamentaria de 
desarrollo del nuevo párrafo tercero añadido al apartado 2 
del artículo 9 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, por la 
Ley 54/2003, de 12 de diciembre, corresponde al Estado en 
cuanto que legislación laboral, de acuerdo con el artícu-
lo 149.1.7.ª de la Constitución Española, dicha normativa 
reglamentaria ha de ser respetuosa con las competencias 
autonómicas, particularmente en cuanto a la habilitación 
de los técnicos por cada una de las Comunidades Autóno-
mas y en aquellos aspectos que sólo supongan autoorga-
nización de la respectiva Administración.

Como consecuencia de todo lo anterior, por este real 
decreto se introducen sendas modificaciones en dos rea-
les decretos, mediante la agregación de nuevas disposi-
ciones, que se estructuran en dos artículos, una disposi-
ción adicional y dos disposiciones finales.

En el artículo primero se modifica el Reglamento de 
organización y funcionamiento de la Inspección de Trabajo 
y Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 138/2000, 
de 4 de febrero, al que se añade un nuevo título IV que se 
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denomina «Del régimen de colaboración con la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social de los funcionarios públicos 
dependientes de Administraciones públicas que ejercen 
labores técnicas en materia de prevención de riesgos labo-
rales, para el ejercicio de las funciones a que se refieren los 
apartados 2 y 3 del artículo 9 de la Ley 31/1995, de 8 de 
noviembre».

El referido título IV se estructura en tres capítulos. El 
capítulo I comprende los artículos 58 a 60 y se refiere a los 
requisitos de los funcionarios técnicos para el ejercicio de 
acciones comprobatorias, entre los que se establece el
de contar con la titulación universitaria y la formación 
mínima prevista en el artículo 37 del Reglamento de los 
servicios de prevención, aprobado por el Real Decre-
to 39/1997, de 17 de enero, para el ejercicio de las funcio-
nes preventivas de nivel superior; igualmente, se deter-
mina su régimen de habilitación y el ámbito funcional de 
dicha actuación; en el capítulo II, que comprende los ar-
tículos 61 y 62, se desarrollan las facultades y deberes de 
dichos técnicos habilitados, y el capítulo III, que com-
prende los artículos 63 a 67, se denomina «actuaciones de 
los técnicos habilitados».

En el artículo segundo se modifica el Reglamento gene-
ral sobre procedimientos para la imposición de sanciones 
de orden social y para los expedientes liquidatorios de
cuotas a la Seguridad Social, aprobado por el Real Decre-
to 928/1998, de 14 de mayo, al que se añade un capítulo VIII 
bajo el siguiente título: «Procedimiento sancionador deri-
vado de la actuación previa de funcionarios, técnicos habi-
litados por las Comunidades Autónomas con competen-
cias en ejecución de la legislación laboral, y del Instituto 
Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo». Este capí-
tulo se desarrolla en cuatro artículos, del 39 al 42.

Con independencia de ello, conviene prever, en rela-
ción con la materia que nos ocupa, una previa acción for-
mativa y de información a los técnicos habilitados, que se 
articula en la disposición adicional primera, mediante la 
cooperación entre la Administración General del Estado y 
las Administraciones autonómicas que ejercen compe-
tencias en materia de prevención de riesgos laborales, en 
la que la Dirección General de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social, en su condición de Autoridad Central 
del sistema de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, cooperará mediante la impartición de cursos rela-
cionados con los aspectos jurídicos y procedimentales 
que se derivan de la asunción de estas nuevas competen-
cias por los técnicos habilitados, para el refuerzo de la 
acción de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en 
materia de prevención y control de los riesgos laborales.

Asimismo, mediante la disposición final primera se 
modifica el artículo 23 del Reglamento de organización y 
funcionamiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, aprobado por el Real Decreto 138/2000, de 4 de 
febrero, anteriormente citado, al que se le añade un apar-
tado 4, en el que se establece que en las órdenes de servi-
cio, dado su carácter singular, no serán exigibles otras 
actuaciones al margen del servicio encomendado, para 
reforzar la seguridad jurídica en la actuación de los ins-
pectores de trabajo y seguridad social, ante algunas inter-
pretaciones judiciales que han entendido que todas las 
visitas habrían de tener carácter integral.

En la elaboración de este real decreto se ha consul-
tado a las organizaciones empresariales y sindicales más 
representativas, a las autoridades laborales competentes 
de las Comunidades Autónomas, y se ha obtenido el 
acuerdo de la Comisión Nacional de Seguridad y Salud en 
el Trabajo.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Trabajo y 
Asuntos Sociales, con la aprobación previa del Ministro 
de Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo 
de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros 
en su reunión del día 10 de junio de 2005,

D I S P O N G O :

Artículo primero. Modificación del Reglamento de organi-
zación y funcionamiento de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 138/2000, 
de 4 de febrero.

Se añade un título IV al Reglamento de organización y 
funcionamiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, aprobado por el Real Decreto 138/2000, de 4 de 
febrero, con la siguiente redacción:

«TÍTULO IV

Del régimen de colaboración con la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social de los funcionarios 
públicos, dependientes de las Administraciones 
Públicas que ejercen labores técnicas en materia 
de prevención de riesgos laborales, para el ejer-
cicio de las funciones a que se refieren los apar-
tados 2 y 3 del artículo 9 de la Ley 31/1995, de 8 

de noviembre

CAPÍTULO I

Requisitos de los funcionarios técnicos para el ejer-
cicio de actuaciones comprobatorias, régimen de 
habilitación y ámbito funcional de dicha actuación

Artículo 58. Requisitos de los funcionarios para el 
ejercicio de actuaciones comprobatorias.
1. La colaboración pericial y el asesoramiento 

técnico a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
por parte de los funcionarios públicos, técnicos en 
prevención de riesgos laborales, dependientes de 
las Comunidades Autónomas, así como los del Insti-
tuto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, 
en el caso de las Ciudades de Ceuta y Melilla, se 
desarrollará en los términos que se establecen en el 
artículo 9.2 y 3 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, 
de Prevención de Riesgos Laborales.

2. Para el ejercicio de dicha colaboración, 
mediante actuaciones comprobatorias, con el alcance 
señalado en el artículo 9.3 de la Ley 31/1995, de 8 de 
noviembre, y con capacidad de requerimiento, los 
funcionarios referidos en el apartado anterior debe-
rán cumplir, como mínimo, los requisitos siguientes:

1.º Contar con la habilitación correspondiente a 
la que se refiere la disposición adicional decimo-
quinta de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Pre-
vención de Riesgos Laborales, en su redacción dada 
por la Ley 54/2003, de 12 de diciembre, de reforma 
del marco normativo de prevención de riesgos labo-
rales, y a la que se refiere el artículo siguiente.

2.º Pertenecer a cuerpos de los grupos A o B.
3.º Contar con la titulación universitaria y la 

formación mínima prevista en el artículo 37.2 y 3 del 
Reglamento de los servicios de prevención, apro-
bado por el Real Decreto 39/1997, de 17 de enero, 
para poder ejercer las funciones de nivel superior en 
las especialidades y disciplinas preventivas en que 
estén acreditados a que se refiere dicho reglamento, 
o haber sido convalidados para el ejercicio de tales 
funciones de nivel superior, conforme a la disposi-
ción adicional quinta del mismo reglamento.
Artículo 59. Régimen de habilitación.

1. La habilitación de dichos funcionarios corres-
ponderá a las respectivas autoridades autonómicas 
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competentes, que la llevarán a cabo de acuerdo con 
el procedimiento y las condiciones establecidos en 
su propia normativa. Cuando se trate del ejercicio 
de dichas funciones en el ámbito de las Ciudades de 
Ceuta y Melilla, su habilitación corresponderá a la 
Autoridad Central de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social, a propuesta del Instituto Nacional 
de Seguridad e Higiene en el Trabajo.

2. A tales efectos, las autoridades señaladas 
expedirán el documento oficial que acredite su habi-
litación. En este documento figurará la denomina-
ción “técnico habilitado (artículo 9.2 y 3 y disposi-
ción adicional decimoquinta de la Ley 31/1995, de 8 
de noviembre)” y los sujetos sometidos a actuacio-
nes comprobatorias tendrán derecho a recabar su 
acreditación en las visitas de comprobación y con-
trol de las condiciones de seguridad que realicen a 
sus locales y centros de trabajo.

3. Para su habilitación regirán las reglas de 
incompatibilidad establecidas en el artículo 62.2.

4. La habilitación específica de dichos funcio-
narios quedará sin efecto cuando lo determine la 
misma autoridad que la confirió y, en todo caso, 
cuando no concurran o se hayan alterado los requi-
sitos y la aptitud para el desempeño de estas funcio-
nes a que se refiere el artículo anterior, o se incum-
plan las obligaciones previstas en el artículo 62.

Artículo 60. Ámbito funcional de las actuaciones 
comprobatorias de los técnicos habilitados y 
principios generales de actuación.

1.  Las funciones de comprobación y control en 
las empresas y centros de trabajo estarán referidas 
a las condiciones de trabajo materiales o técnicas de 
seguridad y salud, conforme al artículo 9.3 de la Ley 
31/1995, de 8 de noviembre, y serán las siguientes:

a) Las características de los locales e instalacio-
nes, así como las de los equipos, herramientas, pro-
ductos o substancias existentes en el centro de tra-
bajo.

b) La naturaleza de los agentes físicos, quími-
cos y biológicos presentes en el ambiente de trabajo 
y sus correspondientes intensidades, concentracio-
nes o niveles de presencia.

c) Los procedimientos para la utilización de los 
agentes citados anteriormente que influyan en la 
generación de riesgos para la seguridad o salud de 
los trabajadores.

d) Las características y utilización de los equi-
pos de protección, tanto colectiva como individual.

e) La realización de los reconocimientos médi-
cos y su adecuación a los protocolos sanitarios 
específicos de vigilancia de la salud, establecidos en 
el artículo 37.3.c) del Reglamento de los servicios de 
prevención, aprobado por el Real Decreto 39/1997, 
de 17 de enero.

f) La adaptación de los puestos de trabajo a las 
exigencias de naturaleza ergonómica.

2. Dichos técnicos habilitados, en el ejercicio 
de tales funciones comprobatorias, actuarán bajo el 
principio de trabajo programado, establecido en el 
artículo 19.1 de la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, 
ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, y conforme a los planes y programas comu-
nes establecidos por la correspondiente comisión 
territorial de inspección o del grupo de trabajo espe-
cífico que ésta establezca al efecto.

CAPÍTULO II

Facultades y deberes de los técnicos habilitados

Artículo 61. Facultades de los técnicos habilitados.
1. Los técnicos habilitados, en el ejercicio de las 

actuaciones de comprobación y control de las condi-
ciones materiales o técnicas de seguridad y salud a 
las que se refiere el artículo anterior, y en su condi-
ción de colaboradores con la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social, están facultados para:

a) Entrar libremente y sin previo aviso en las 
empresas y centros de trabajo sujetos a dichas 
actuaciones, en los cuales podrán permanecer, sin 
perjuicio de la inviolabilidad del domicilio.

b) Hacerse acompañar durante las visitas por 
los peritos y técnicos de la empresa o habilitados 
oficialmente que estime necesarios para el mejor 
desarrollo de su actuación, Todo ello sin perjuicio del 
cumplimento de la obligación establecida en el ar-
tículo 62.1.d).

c) Proceder a practicar cualquier comprobación 
o realización de examen, medición o prueba que 
considere necesarios a tales fines.

d) Recabar información adicional o documen-
tal sobre cualquier condición material o técnica 
sujeta a comprobación.

e) Obtener información del empresario o del 
personal de la empresa sobre cualquier asunto rela-
cionado con la comprobación de condiciones mate-
riales o técnicas.

f) Exigir la comparecencia del empresario, de 
sus representantes y encargados, de los trabajado-
res o de sus representantes, tanto en el centro de 
trabajo sujeto a comprobación como en la oficina 
sede del organismo público al que el técnico acredi-
tado esté adscrito, así como exigir, en su caso, la 
identificación y acreditación de la representación 
con la que actúan.

g) Examinar en el centro de trabajo, o en la ofi-
cina pública correspondiente, la documentación, 
memorias e informes técnicos relacionados con las 
condiciones materiales y de seguridad, así como 
sobre la organización preventiva, el plan de preven-
ción, la evaluación de riesgos, la planificación pre-
ventiva y demás cuestiones relativas a la gestión de 
la prevención, en tanto en cuanto se relacionan con 
las condiciones materiales y técnicas sujetas a com-
probación.

h) Sacar muestras de sustancias, agentes y 
materiales utilizados o manipulados en estable-
cimiento, realizar mediciones, obtener fotografías, 
vídeos, grabación de imágenes y levantar croquis y 
planos siempre que se notifique al empresario o su 
representante, y obtener copias y extractos de los 
documentos a que se refiere el párrafo anterior.
Artículo 62. Deberes de los técnicos habilitados.

1. Los técnicos habilitados, en el ejercicio de las 
actuaciones de comprobación y control de las condi-
ciones materiales o técnicas de seguridad y salud a 
las que se refiere el artículo anterior:

a) Requerirán al empresario la adopción de 
medidas para la subsanación de las deficiencias 
observadas con los mismos requisitos que establece 
el artículo 43 de la Ley 31/1995, 8 de noviembre, de 
Prevención de Riesgos Laborales.

b) En el caso de que en el curso de la visita se 
aprecie la existencia de un riesgo grave e inminente, 
deberá practicar el requerimiento pertinente para su 
cumplimiento inmediato por el empresario y, en el 
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caso de que no se adopten o puedan adoptarse pun-
tualmente por el empresario las medidas para su 
pronta subsanación a lo largo de la visita, deberá 
ponerse tal circunstancia urgentemente en cono-
cimiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social para que por ésta se adopten las medidas de 
paralización o cautelares correspondientes. En estos 
casos el inspector a quien se asigne el servicio 
correspondiente podrá recabar del técnico habili-
tado actuante el asesoramiento técnico y la colabo-
ración pericial a que se refiere el artículo 63.3, el cual 
deberá acompañar al inspector actuante en las visi-
tas o comprobaciones posteriores que se realicen, 
cuando así se requiera.

2. Los técnicos habilitados, en el ejercicio de 
las actuaciones de comprobación y control de las 
condiciones materiales o técnicas de seguridad y 
salud a las que se refiere el artículo anterior, deberán:

a) Observar la máxima corrección en sus actua-
ciones y procurar perturbar en la menor medida 
posible el desarrollo de las actividades de las empre-
sas sometidas a comprobación.

b) Comunicar su presencia al empresario, a su 
representante, a los trabajadores designados o téc-
nicos del servicio de prevención de la empresa y a 
los delegados de prevención en los términos previs-
tos en el artículo 40.2 de la Ley 31/1995, 8 de noviem-
bre, para que puedan acompañarle en sus visitas y 
formular las observaciones que consideren necesa-
rias.

c) Informar a los delegados de prevención y al 
empresario sobre los resultados de sus visitas, en 
los términos previstos en el artículo 40.3 de la Ley 
31/1995, de 8 de noviembre.

d) Guardar secreto respecto de los asuntos que 
conozca como consecuencia de su actuación, así 
como sobre los datos, informes y demás anteceden-
tes de los que hubieren tenido conocimiento en el 
desempeño de sus funciones, en los términos pre-
vistos en el artículo 10.

3. En todo caso, dichos funcionarios estarán 
afectados por el régimen general de incompatibili-
dades de la función pública y no podrán tener inte-
rés directo ni indirecto en empresas o grupos 
empresariales objeto de su actuación, ni asesorar o 
defender a título privado a personas físicas o jurídi-
cas susceptibles de la acción inspectora, y deberán 
abstenerse de intervenir en actuaciones comproba-
torias si concurre cualquiera de los motivos del ar-
tículo 28 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. La 
abstención y recusación de funcionarios a que se 
refieren los artículos 28 y 29 de la citada ley se trami-
tarán y resolverán conforme a la normativa en su 
respectiva Comunidad Autónoma.

CAPÍTULO III

Actuaciones de los técnicos habilitados
Artículo 63. Modalidades y formas de actuación de 

los técnicos habilitados.
1. Las actuaciones de los técnicos habilitados 

se desarrollarán, en el marco de los programas esta-
blecidos por la respectiva Comisión Territorial de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social conforme 
a lo previsto en el artículo 60.2, mediante visita a los 
centros y lugares de trabajo, con la personación del 
referido técnico en dichos centros y lugares, y 
podrán efectuarse por un único técnico habilitado o 
conjuntamente por más de uno, en función de la 
planificación establecida.

Dado el carácter programado de las actuaciones 
de los técnicos habilitados, no les serán exigibles 
otras actuaciones al margen de los servicios enco-
mendados, salvo si, en el curso de la visita, hubiese 
una evidencia manifiesta de un riesgo grave e inmi-
nente para la seguridad y salud de los trabajadores; 
en tal caso, se procederá conforme a lo previsto en 
el artículo 62.1.b).

2. Cuando, iniciadas las actuaciones mediante 
visita, no sea posible o no tenga objeto su continui-
dad en el propio centro visitado, por ser necesaria la 
realización de determinadas comprobaciones de 
carácter documental, podrá continuarse la actuación 
mediante la comparecencia de los sujetos obligados 
ante el técnico actuante, en las oficinas públicas 
donde aquel esté adscrito. A tal efecto, podrá reque-
rir tal personación por escrito, con ocasión de la 
visita o por cualquier otra forma de notificación 
válida, y la aportación documental necesaria en 
soporte papel o en soporte informático siempre que 
resultase técnicamente posible.

3. Con independencia de la actuación a que 
se refieren los artículos anteriores, los funciona-
rios habilitados seguirán prestando asesora-
miento técnico y colaboración pericial a la Inspec-
ción de Trabajo y Seguridad Social, conforme a lo 
previsto en el artículo 9.2 de la Ley 31/1995, de 8 
de noviembre, y en los términos desarrollados, en 
su caso, por el correspondiente acuerdo bilateral 
al que se refiere el artículo 17 de la Ley 42/1997, de 
14 de noviembre, ordenadora de la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social, respecto de actuacio-
nes no programadas, mediante la emisión de 
informes técnicos sobre los asuntos y actuaciones 
concretas que los inspectores tengan señalados, 
debiendo acompañar a éstos, cuando así lo solici-
ten, en la realización de sus visitas o comproba-
ciones. En este caso, la dirección técnica y funcio-
nal de las actuaciones y la práctica de 
requerimientos, en su caso, o la adopción de otras 
medidas corresponderá al Inspector de Trabajo y 
Seguridad Social actuante, y no procederá la 
extensión de actas de infracción por expediente 
administrativo en virtud de tales informes, sino 
como consecuencia de la actividad desplegada 
por el propio inspector.

4. Cuando se trate de actuaciones que afecten 
a centros de trabajo de la Administración General 
del Estado, o a otros centros de las Administracio-
nes públicas sometidos al procedimiento adminis-
trativo especial de actuación de la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social, previsto en el Regla-
mento sobre el procedimiento administrativo espe-
cial de actuación de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social y para la imposición de medidas 
correctoras de incumplimientos en materia de pre-
vención de riesgos laborales en el ámbito de la 
Administración General del Estado, aprobado por 
el Real Decreto 707/2002, de 19 de julio, la forma 
ordinaria de actuación de los técnicos habilitados 
será la prevista en el apartado anterior. No obs-
tante, cuando se trate de centros o lugares de tra-
bajo de una Comunidad Autónoma, y por esta se 
haya previsto, mediante normativa propia, un pro-
cedimiento distinto respecto del personal civil a su 
servicio, conforme a lo establecido en la disposi-
ción adicional segunda del referido reglamento, en 
la redacción dada por el Real Decreto 464/2003, de 
25 de abril, se estará a lo que se disponga en dicha 
normativa.
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Artículo. 64  Informes remitidos a la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social como consecuencia 
de la actividad de comprobación y requerimiento 
realizada por los técnicos habilitados.
1. Los informes de los técnicos habilitados, en 

los supuestos a que se refiere el artículo 9.3 de
la Ley 31/1995, 8 de noviembre, de Prevención de 
Riesgos Laborales, cuando se constate el incum-
plimiento de un requerimiento previamente formu-
lado por aquéllos, darán lugar a la práctica de actas 
de infracción, que serán extendidas por Inspecto-
res de Trabajo y Seguridad Social, si resultara pro-
cedente.

2. A estos efectos, los informes de los citados 
técnicos habilitados, cuando de ellos se deduzca la 
existencia de infracción en materia de prevención de 
riesgos laborales, habrán de reflejar necesariamente:

a) La identificación del funcionario actuante y 
la reseña de su habilitación.

b) Nombre y apellidos o razón social, domici-
lio, actividad, documento nacional de identidad
o número de identificación fiscal del empresario o 
empresarios que hubieren incumplido el reque-
rimiento previo del funcionario.

c) La fecha de la primera visita y la del reque-
rimiento de subsanación de las deficiencias obser-
vadas, así como la fecha de la segunda o ulterior 
visita en que haya comprobado el incumplimiento 
de aquel requerimiento.

d) Los hechos y circunstancias relativos a las 
deficiencias detectadas en las condiciones materia-
les o técnicas de seguridad o salud comprobadas en 
la empresa o centro de trabajo conforme al artículo 
60, así como el contenido del requerimiento para la 
subsanación y los términos en que el funcionario 
actuante estime incumplido dicho requerimien-
to. Estos hechos gozarán de la presunción de certeza 
en los términos previstos en el artículo 9.3 de la
Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de 
Riesgos Laborales.

e) Los medios utilizados por dichos funciona-
rios en su comprobación y, en su caso, las pruebas 
de que disponga.

3. Igualmente podrán informar, de forma sepa-
rada y como observaciones, de otros hechos y cir-
cunstancias que afecten a la materia de prevención 
de riesgos laborales pero no estén incluidos en el 
ámbito funcional de las actuaciones comprobatorias 
a las que se refiere el artículo 60, respecto a las que 
no procederá la extensión del acta de infracción por 
expediente administrativo a que se refiere el apar-
tado 7 de este artículo, si bien podrán dar lugar a la 
realización de actuaciones inspectoras, en ejercicio 
de sus facultades de comprobación, de conformidad 
con lo establecido en el referido apartado.

4. El informe se remitirá por vía telemática a la 
Jefatura de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social correspondiente en el plazo máximo de veinte  
días desde la fecha en que se comprobó el incum-
plimiento del requerimiento efectuado, sin perjuicio 
del envío en la misma fecha del expediente com-
pleto, en el que, además del citado informe, se 
incluirá la documentación acreditativa de los datos, 
hechos y circunstancias incluidos en él, así como los 
informes, observaciones previas o mediciones de 
contraste que haya podido aportar la empresa.

5. Si el inspector de trabajo y seguridad social 
considerara que el relato de hechos contenido en el 
informe no es constitutivo de infracción o es insufi-
ciente a los efectos sancionadores, si apreciara la 
ausencia o deficiencia de algún otro extremo de los 

citados anteriormente, en el plazo máximo de veinte 
días a partir de la recepción del informe recabará del 
funcionario actuante su subsanación o ampliación. 
Procederá el archivo del expediente si no se remi-
tiese el informe complementario de subsanación en 
el plazo de quince días hábiles desde su recepción, 
sin perjuicio de nuevas comprobaciones.

6. En el caso de solicitarse por la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social un informe ampliatorio 
de subsanación de deficiencias, podrá comunicarse 
simultáneamente tal circunstancia al sujeto presun-
tamente responsable a los efectos de que por éste 
puedan igualmente realizarse las aclaraciones perti-
nentes o aportar la documentación que se señale en 
cada caso sobre las cuestiones que permitan finali-
zar las actuaciones. En este caso, el plazo a que se 
refiere el artículo 17.1 se entenderá ampliado por el 
tiempo de dilación imputable al sujeto inspeccio-
nado, e interrumpido el plazo de tres meses al que 
se refiere el apartado 3 del referido artículo 17.

7. Una vez completado el expediente mediante 
la recepción del informe complementario del téc-
nico habilitado o, en su caso, de las aclaraciones 
pertinentes efectuadas por el sujeto presuntamente 
responsable, o transcurrido el plazo para su emi-
sión, el inspector de trabajo y seguridad social 
actuante extenderá acta de infracción si lo conside-
ra procedente o bien dispondrá el archivo del ex-
pediente de forma motivada y lo comunicará al 
órgano del que dependa el funcionario técnico que 
remitió el informe, con devolución de los anteceden-
tes, o bien asumirá hasta su conclusión la realiza-
ción de actuaciones inspectoras, conforme a sus 
propias facultades comprobatorias, mediante la 
práctica de visita al centro o lugar de trabajo afec-
tado, o mediante comparecencia de los sujetos pre-
suntamente responsables.
Artículo 65. Actos de obstrucción a los técnicos 

habilitados.
Si los técnicos habilitados a los que se refiere 

este título se vieran impedidos o perturbados en el 
ejercicio de sus funciones de comprobación, ade-
más de cumplimentar los datos identificativos esta-
blecidos en los párrafos a) y b) del artículo 64.2, así 
como de la fecha de la visita o de la actuación com-
probatoria, en el informe que se emita se relatará 
sucinta y suficientemente la obstrucción padecida, y 
se sujetarán los plazos de informe, subsanación o 
ampliación y de práctica de las actas de infracción a 
lo establecido en el artículo anterior.
Artículo 66. Duración de las actuaciones.

1. Las actuaciones de los técnicos habilitados 
estarán sujetas a los plazos establecidos en el ar-
tículo 14.2 de la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, 
ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social.

2. Si las actuaciones comprobatorias culmina-
ran posteriormente en la extensión por un inspector 
de trabajo y seguridad social de un acta de infrac-
ción por expediente administrativo basándose en el 
informe emitido por los técnicos habilitados a los 
que se refiere este título, el cómputo de los plazos 
previstos en el artículo 17.2, a los efectos de la exten-
sión de dichas actas, se iniciará a partir de la fecha 
en que dicho técnico comprobó e hizo constar, 
mediante diligencia en el libro de visitas u otro 
documento análogo, el incumplimiento del reque-
rimiento previamente efectuado.

3. En aquellos supuestos en que, tras el envío 
del informe del técnico habilitado, el inspector 
actuante decida desarrollar actuaciones propias 
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conforme a las facultades inspectoras que tiene atri-
buidas, se entenderá que se trata de nuevas actua-
ciones, y respecto de éstas se aplicarán las reglas 
generales sobre cómputo de los plazos establecidas 
en el artículo 17.2. En este caso, las comprobaciones 
previas efectuadas por los técnicos habilitados ten-
drán carácter de antecedente únicamente a los efec-
tos de los hechos descritos en el informe.
Artículo 67. Constancia documental de las actua-

ciones y requerimientos realizados por los técni-
cos habilitados.
Los requerimientos de subsanación de los técni-

cos habilitados a los que se refiere este título, en el 
ejercicio de sus funciones de apoyo y colaboración 
con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, se 
formularán por escrito conforme a lo previsto en el 
artículo 43.2 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, 
de Prevención de Riesgos Laborales, y podrán refle-
jarse mediante diligencia en el libro de visitas de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social, o a través 
de un documento oficial sustitutivo, en el que quede 
constancia de su recepción, y contendrá los datos 
adecuados a su finalidad y el plazo de subsanación.

Igualmente, las visitas de comprobación de las 
condiciones materiales y técnicas de seguridad o 
salud que se realicen sin que den lugar a reque-
rimiento, en su condición de técnicos habilitados, 
podrán quedar reflejadas en el citado libro de visitas.

En todo caso, en las diligencias referidas junto a 
la identidad del funcionario actuante, se hará constar 
la mención “Técnico habilitado (artículo 9.2 y 3 y dis-
posición adicional decimoquinta de la Ley 31/1995,
de 8 de noviembre)”.»

Artículo segundo. Modificación del Reglamento gene-
ral sobre procedimientos para la imposición de san-
ciones por infracciones de orden social y para los 
expedientes liquidatorios de cuotas de la Seguridad 
Social, aprobado por el Real Decreto 928/1998, de 14 
de mayo.

Se añade un capítulo VIII al Reglamento general sobre 
procedimientos para la imposición de sanciones por 
infracciones de orden social y para los expedientes liqui-
datorios de cuotas de la Seguridad Social, aprobado por 
el Real Decreto 928/1998, de 14 de mayo, con la siguiente 
redacción:

«CAPÍTULO VIII

Procedimiento sancionador derivado de la actuación 
previa de funcionarios técnicos habilitados por las 
Comunidades Autónomas con competencias en eje-
cución de la legislación laboral, y del Instituto 
Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo en las 

Ciudades de Ceuta y Melilla
Artículo 39. Actuaciones comprobatorias de los 

funcionarios técnicos en prevención de riesgos 
laborales e inicio del procedimiento sancionador.

1. Conforme a lo establecido en el artículo 9.2
y 3 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre de Preven-
ción de Riesgos Laborales, según su redacción dada 
por la Ley 54/2003, de 12 de diciembre, de reforma 
del marco normativo de prevención de riesgos labo-
rales, los funcionarios públicos, técnicos en preven-
ción de riesgos laborales, dependientes de las 
Comunidades Autónomas, así como los técnicos del 
Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Tra-
bajo, cuando se trate de lugares o centros en las 
Ciudades de Ceuta y Melilla, en el ejercicio de accio-

nes de colaboración con la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social, pueden realizar actuaciones com-
probatorias de las condiciones técnicas y materiales 
de seguridad de las empresas y centros de trabajo.

Para ello deben contar con la debida habilita-
ción de las autoridades autonómicas competentes, 
conforme a lo establecido en la disposición adicio-
nal decimoquinta de la Ley 31/1995, de 8 de noviem-
bre, de Prevención de Riesgos Laborales, y sus 
actuaciones comprobatorias deberán correspon-
derse con los planes de acción programados esta-
blecidos por la respectiva comisión territorial, con-
forme al artículo 17.2 de la Ley 42/1997, de 14 de 
noviembre, ordenadora de la Inspección de Trabajo 
y Seguridad Social. En el caso de los funcionarios 
del Instituto Nacional de Seguridad e Higiene, dicha 
habilitación será expedida por la autoridad central 
de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, a 
propuesta del referido Instituto

2. Cuando los técnicos habilitados referidos 
en el apartado anterior, como consecuencia de las 
actuaciones de comprobación, hubieran extendido 
un requerimiento de subsanación de las deficien-
cias observadas, y en posterior visita de comproba-
ción se deduzca la existencia de infracción por 
incumplimiento del requerimiento previo, lo pon-
drán en conocimiento de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social, mediante informe, en el que se 
recogerán los hechos comprobados, a los efectos 
de que se levante la correspondiente acta de infrac-
ción, conforme a lo previsto en el artículo 9.3 de la 
Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de 
Riesgos Laborales.
Artículo 40. Naturaleza y contenido del acta de 

infracción.
1.  Cuando el acta de infracción en materia de 

prevención de riesgos laborales se extienda a la 
vista del informe emitido como consecuencia de las 
actuaciones practicadas previamente por funciona-
rios técnicos, habilitados por las Administraciones 
públicas a que se refiere este capítulo, se hará en el 
acta expresa mención de tal circunstancia y se indi-
cará que se actúa por expediente administrativo.

2.  En este supuesto, el acta de infracción deberá 
reflejar el contenido del apartado 1 del artículo 14, y 
se harán constar los elementos suficientes de com-
probación y de convicción para efectuar la propuesta 
sancionadora, con las siguientes particularidades:

a) La identificación del empresario o sujeto
responsable será la prevista en el apartado 1.a) del 
artículo 14, si bien no exigirá el reflejo del código de 
cuenta de cotización o del número de identificación 
de autónomos, al tratarse de un acta de infracción 
en prevención de riesgos laborales.

b) Deberá consignarse la identificación del téc-
nico habilitado actuante que emitió el informe con 
expresión de su habilitación.

c) El relato de los hechos será el del corres-
pondiente informe sobre éstos, conforme a la com-
probación realizada por el citado técnico habilitado, 
y se consignarán igualmente los demás datos conte-
nidos en el informe que tengan relevancia para la 
tipificación y calificación de la infracción, y de gra-
duación de la propuesta de sanción que el inspector 
considere procedentes.

d) Los medios utilizados por el funcionario téc-
nico habilitado en su comprobación.

e) La fecha y el contenido del requerimiento de 
subsanación de la infracción observada, emitido por 
el técnico habilitado actuante, así como la fecha en 
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que comprobó e hizo constar documentalmente su 
incumplimiento.

En los supuestos en que el funcionario técnico 
actuante fuese objeto de obstrucción en las funcio-
nes para las que está habilitado, el acta de infracción 
dará cumplimiento, en lo que corresponda, a lo dis-
puesto en los párrafos a) y c).
Artículo 41. Valor probatorio de las actas de infrac-

ción extendidas como consecuencia de informes 
emitidos por funcionarios técnicos habilitados.
Las actas de infracción formalizadas con arreglo 

a los requisitos establecidos en el artículo 40 ten-
drán presunción de certeza respecto de los hechos 
reflejados en ellas que se correspondan con los que 
hayan sido constatados y reflejados en su informe 
por los funcionarios técnicos habilitados de las 
Administraciones públicas, salvo prueba en contra-
rio, conforme a lo establecido en el artículo 9.3 de la 
Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de 
Riesgos Laborales, y en el artículo 53.5 del texto 
refundido de la Ley de infracciones y sanciones en el 
orden social, aprobado por el Real Decreto Legisla-
tivo 5/2000, de 4 de agosto.
Artículo 42. Tramitación e instrucción de este tipo 

de expedientes sancionadores.
En la tramitación de los expedientes iniciados 

por las actas de infracción a que se refiere este capí-
tulo, se seguirá la misma tramitación e instrucción 
de carácter general prevista en el artículo 18, con la 
única particularidad de que si se formulasen alega-
ciones que afecten al relato fáctico de aquélla, el 
órgano competente para resolver podrá recabar 
informe ampliatorio del técnico habilitado que rea-
lizó las actuaciones comprobatorias, que lo emitirá 
en quince días.»

Disposición adicional única. Formación de los técnicos 
habilitados.

La Administración General del Estado, a través de la 
Dirección General de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, y los órganos competentes de las Comunidades 
Autónomas respectivas cooperarán en el diseño e imparti-
ción de cursos específicos destinados a los técnicos habili-
tados por estas últimas, con especial incidencia en aspec-
tos jurídicos relacionados con la normativa aplicable, el 
régimen de responsabilidades y las obligaciones de los 
empresarios sometidos a actuaciones de comprobación y 
control, las reformas operadas por la Ley 54/2003, de 12 de 
diciembre, el alcance y desarrollo de las actuaciones de 
dichos técnicos, así como el procedimiento sancionador 
que puede iniciarse a consecuencia de sus actuaciones.

Disposición final primera. Modificación del Reglamento 
de organización y funcionamiento de la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social.

Se añade un apartado 4 al artículo 23 del Reglamento 
de organización y funcionamiento de la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social, aprobado por el Real Decre-
to 138/2000, de 4 de febrero, con la siguiente redacción:

«4. Dado el carácter singular de las órdenes de 
servicio, no serán exigibles otras actuaciones al margen 
del servicio encomendado. No obstante, si el inspector 
apreciara, en el curso de la visita, la evidencia mani-
fiesta de un riesgo grave e inminente para la seguridad 
y salud de los trabajadores, podrá ordenar la paraliza-
ción inmediata de tales trabajos o tareas, conforme a lo 
establecido en el artículo 44 de la Ley 31/1995, de 8 de 
noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales.»

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor a los tres 
meses de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado», 
salvo la disposición adicional única y la disposición final 
primera, que entrarán en vigor el día siguiente al de su 
publicación.

Dado en Madrid, el 10 de junio de 2005.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales,

JESÚS CALDERA SÁNCHEZ-CAPITÁN 

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA
 10625 ORDEN PRE/1933/2005, de 17 de junio, por la 

que se modifica el anexo I del Real Decreto 
1406/1989, de 10 de noviembre, por el que se 
imponen limitaciones a la comercialización y al 
uso de ciertas sustancias y preparados peligro-
sos (dispositivos de perforación).

El Real Decreto 1406/1989, de 10 de noviembre, esta-
bleció una serie de limitaciones a la comercialización y al 
uso de determinadas sustancias y preparados peligrosos. 
Se dictó en base a la normativa de la Unión Europea que 
regula esta materia, que está constituida por la Directiva 
76/769/CEE del Consejo, de 27 de julio, relativa a la aproxi-
mación de las disposiciones legales, reglamentarias y 
administrativas de los Estados miembros que limitan la 
comercialización y el uso de determinadas sustancias y 
preparados peligrosos y sus posteriores modificaciones y 
adaptaciones al progreso técnico.

El citado Real Decreto ha experimentado numerosas 
modificaciones en su anexo I, como consecuencia de la 
evolución de la normativa comunitaria en la materia y de 
la necesidad de aumentar los niveles de protección de la 
salud humana y del medio ambiente.

El anexo I parte 1 de dicho Real Decreto incluye los 
distintos puntos que se refieren a determinadas sustan-
cias o preparados peligrosos, indicándose las limitacio-
nes que las afectan.

La Orden de 11 de febrero de 2000 por la que se modi-
fica el anexo I del Real Decreto 1406/1989, de 10 de 
noviembre, por el que se imponen limitaciones a la 
comercialización y al uso de ciertas sustancias y prepara-
dos peligrosos, introdujo el punto n.º 40 (níquel y sus 
compuestos) en el anexo I parte 1 de dicho Real Decreto. 
Esta Orden incorporó a nuestro derecho interno la Direc-
tiva 94/27/CE del Parlamento Europeo y del Consejo.

Con posterioridad, la Comisión ha tenido en cuenta 
una evaluación específica del riesgo de sensibilización de 
las personas al níquel por los dispositivos de perforación 
de la piel. La conclusión final de esa evaluación consiste 
en que fijar un límite de migración de níquel en los dispo-
sitivos de perforación sería más apropiado que establecer 
un límite de contenido de níquel, con el fin de disminuir el 
riesgo de sensibilización al mismo.

Con este objeto se ha dictado la Directiva 2004/96/CE 
de la Comisión, de 27 de septiembre, por la que se modi-
fica la Directiva 76/769/CEE del Consejo en relación con la 
limitación de la comercialización y el uso del níquel en los 
dispositivos de perforación para la adaptación de su 
anexo I al progreso técnico.

La presente Orden, que se dicta en uso de las faculta-
des atribuidas en la disposición final segunda del Real 
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c) La aptitud necesaria para redactar los certifica-
dos, las actas y los informes en que se plasmarán los
controles efectuados.

5. Deberá garantizarse la independencia del perso-
nal encargado del control. La remuneración de cada
agente no dependerá del número de controles que efec-
túe ni de los resultados de éstos.

6. El organismo deberá suscribir un seguro de res-
ponsabilidad civil.

7. El personal del organismo estará obligado al
secreto profesional en todo lo que llegue a conocer en
el ejercicio de sus funciones (salvo ante las autoridades
administrativas) en el marco de este real decreto o de
cualquier otra norma de derecho interno por la que ésta
se aplique.

MINISTERIO DE TRABAJO
Y ASUNTOS SOCIALES

11725 REAL DECRETO 464/2003, de 25 de abril,
por el que se modifica el Real Decreto
707/2002, de 19 de julio, por el que se aprue-
ba el Reglamento sobre el procedimiento
administrativo especial de actuación de la Ins-
pección de Trabajo y Seguridad Social y para
la imposición de medidas correctoras de
incumplimientos en materia de prevención de
riesgos laborales en el ámbito de la Admi-
nistración General del Estado.

El Acuerdo adoptado por el Consejo de Ministros,
en la reunión celebrada el día 11 de octubre de 2002,
por el que se da contestación al requerimiento de incom-
petencia formulado por el Gobierno de la Generalidad
de Cataluña, en relación con el Real Decreto 707/2002,
de 19 de julio, por el que se aprueba el Reglamento
sobre el procedimiento administrativo especial de actua-
ción de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y
para la imposición de medidas correctoras de incum-
plimientos en materia de prevención de riesgos laborales
en el ámbito de la Administración General del Estado,
acepta modificar la disposición final primera del citado
real decreto y la disposición adicional segunda del regla-
mento aprobado por aquél.

La sentencia dictada por la Sección Séptima de la
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Supremo, en fecha 10 de febrero de 2003, anula el
apartado 3 del artículo 3 del Reglamento de Organi-
zación y Funcionamiento de la Inspección de Trabajo
y Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto
138/2000, de 4 de febrero, que se refiere a la obligación
de preavisar las actuaciones inspectoras en centros o
dependencias de la Administración pública, por lo que,
aplicando idéntico fundamento jurídico, procede suprimir
la misma obligación de preaviso que contempla el actual
apartado 1 del artículo 4 del Reglamento aprobado por
el Real Decreto 707/2002 y reordenar el resto de los
apartados de dicho artículo.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Trabajo y
Asuntos Sociales, de acuerdo con el Consejo de Estado
y previa deliberación del Consejo de Ministros en su
reunión del día 25 de abril de 2003,

D I S P O N G O :

Artículo primero. Modificación del Real Decreto
707/2002, de 19 de julio, por el que se aprueba
el Reglamento sobre el procedimiento administrativo
especial de actuación de la Inspección de Trabajo
y Seguridad Social y para la imposición de medidas
correctoras de incumplimientos en materia de pre-
vención de riesgos laborales en el ámbito de la Admi-
nistración General del Estado.

Se suprime el siguiente inciso literal de la disposición
final primera del Real Decreto 707/2002, de 19 de julio,
por el que se aprueba el Reglamento sobre el proce-
dimiento administrativo especial de actuación de la Ins-
pección de Trabajo y Seguridad Social y para la impo-
sición de medidas correctoras de incumplimientos en
materia de prevención de riesgos laborales en el ámbito
de la Administración General del Estado:

«... así como norma básica en el sentido previsto
en el artículo 149.1.18.a de la misma, respecto del
personal civil con relación de carácter administra-
tivo o estatutario al servicio de las Administraciones
públicas.»

Artículo segundo. Modificación del Reglamento sobre
el procedimiento administrativo especial de actuación
de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y para
la imposición de medidas correctoras de incumpli-
mientos en materia de prevención de riesgos labo-
rales en el ámbito de la Administración General del
Estado, aprobado por el Real Decreto 707/2002, de
19 de julio.

Uno. Se da nueva redacción al artículo 4 del Regla-
mento sobre el procedimiento administrativo especial
de actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad
Social y para la imposición de medidas correctoras de
incumplimientos en materia de prevención de riesgos
laborales en el ámbito de la Administración General del
Estado, aprobado por el Real Decreto 707/2002, de
19 de julio:

«Artículo 4. Desarrollo de la actuación inspectora.

1. En las visitas a los centros de trabajo para
la comprobación del cumplimiento de la normativa
sobre prevención de riesgos laborales, el inspector
de Trabajo y Seguridad Social procederá conforme
a lo dispuesto en el artículo 40.2 de la Ley de
Prevención de Riesgos Laborales.

2. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social
podrá recabar en su actuación la colaboración y
asesoramiento técnico necesario del Instituto
Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, de
conformidad con lo establecido en el artículo 9.2,
párrafo segundo, de la Ley de Prevención de Ries-
gos Laborales.

3. El inspector de Trabajo y Seguridad Social
actuante podrá solicitar informe al Comité de Segu-
ridad y Salud Laboral competente de la provincia
o del departamento al que pertenezca la unidad
administrativa inspeccionada o del órgano delega-
do de aquél.

4. Una vez concluidas las comprobaciones, si
como resultado de éstas el inspector de Trabajo
y Seguridad Social actuante considerara que exis-
ten incumplimientos o irregularidades en el cum-
plimiento de la normativa de prevención de riesgos
laborales, emitirá una propuesta de requerimiento
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sobre las cuestiones planteadas en dicha materia,
en el que se recogerán las irregularidades detec-
tadas, las medidas que deben adoptarse para sub-
sanarlas y el plazo que considera necesario para
su ejecución.»

Dos. Se da nueva redacción a la disposición adi-
cional segunda del Reglamento sobre el procedimiento
administrativo especial de actuación de la Inspección
de Trabajo y Seguridad Social y para la imposición de
medidas correctoras de incumplimientos en materia de
prevención de riesgos laborales en el ámbito de la Admi-
nistración General del Estado, aprobado por el Real
Decreto 707/2002, de 19 de julio:

«Disposición adicional segunda. Régimen del per-
sonal civil de las restantes Administraciones
públicas.
Respecto del personal civil al servicio de las res-

tantes Administraciones públicas y en defecto de

normativa propia, se aplicará el procedimiento esta-
blecido en este reglamento, si bien las competen-
cias asignadas en éste a los Delegados del Gobier-
no, a los Subsecretarios de los departamentos
ministeriales y al Consejo de Ministros correspon-
derán, en todo caso, a los respectivos órganos de
Gobierno de las citadas Administraciones públicas.»

Disposición final única. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el primer
día del mes siguiente al de su publicación en el «Boletín
Oficial del Estado».

Dado en Madrid, a 25 de abril de 2003.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales,
EDUARDO ZAPLANA HERNÁNDEZ-SORO
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Precio total
de venta
al público

—
Euros/unidad

D) Picadura para pipa
Stanwell Classic (12,5 g) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 0,75
Stanwell Melange (12,5 g) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 0,75
Stanwell Vanilla (12,5 g) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 0,75

Segundo.—Los precios de venta al público de las labo-
res de tabaco que se indican a continuación, incluidos
los diferentes tributos, en Expendedurías de Tabaco y
Timbre de Ceuta y Melilla, serán los siguientes:

Precio total
de venta
al público

—
Euros/cajetilla

A) Cigarrillos
Celtas Filtro . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,25
Cohíba . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,55
Condal Súper Filtro . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,35
Coronas Negro Clásico . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,25
Coronas Negro Oro . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,25
Coronas Negro Plata . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,25
Coronas Reserva . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,35
Reales . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,15
Rex Extra Filtro . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,35

Precio total
de venta
al público

—
Euros/unidad

B) Cigarros y cigarritos
Farias:

N.o 1 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 0,55
Superiores . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 0,58

Fleur de Savane:
Petit Cigare Beige . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 0,16

Vegafina:
Cervantes . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3,00
Corona . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2,25
Corona Tubo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2,35
Coronita . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2,00
Perla . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,50
Pirámide . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3,85
Prominente . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 4,25
Robusto . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3,35

Tercero.—La presente Resolución entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial del
Estado.

Madrid, 1 de julio de 2004.—El Presidente del Comi-
sionado, Felipe Sivit Gañán.

MINISTERIO DE TRABAJO
Y ASUNTOS SOCIALES

12471 REAL DECRETO 1595/2004, de 2 de julio,
por el que se modifica el Real Decreto
1879/1996, de 2 de agosto, por el que se
regula la composición de la Comisión Nacional
de Seguridad y Salud en el Trabajo.

El Real Decreto 1879/1996, de 2 de agosto, por
el que se regula la composición de la Comisión Nacional
de Seguridad y Salud en el Trabajo, estableció que la
Comisión Nacional, como órgano colegiado asesor de
las Administraciones públicas en la formulación de las
políticas de prevención y órgano de participación ins-
titucional en materia de seguridad y salud en el trabajo,
estuviese integrada por representantes de la Adminis-
tración General del Estado, de las Administraciones de
las comunidades autónomas y por representantes de
las organizaciones empresariales y sindicales mas repre-
sentativas.

En el ámbito de la Administración General del Estado
se establecían 17 vocales en representación de los diver-
sos ministerios competentes entonces existentes.

Posteriormente, la reestructuración de los departa-
mentos ministeriales establecida por el Real Decre-
to 557/2000, de 27 de abril, obligó a modificar el Real
Decreto 1879/1996, de 2 de agosto, por el que se regula
la composición de la Comisión Nacional de Seguridad
y Salud en el Trabajo, con objeto de adaptar el número
de vocales de la Administración General del Estado a
la nueva estructura ministerial. Ello se llevó a efecto
mediante el Real Decreto 309/2001, de 23 de mayo,
por el que se modifica el Real Decreto 1879/1996, de
2 de agosto.

Actualmente, el Real Decreto 553/2004, de 17 de
abril, por el que se reestructuran los departamentos
ministeriales, ha establecido una nueva estructura de
los departamentos de la Administración General del Esta-
do. Debido a estos cambios producidos en la estructura,
competencias y denominaciones de los departamentos
ministeriales, resulta necesario adaptar a esta nueva
situación la composición del grupo de vocales de la Admi-
nistración General del Estado que forman parte de la
Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo
prevista en el artículo 2 del Real Decreto 1879/1996,
de 2 de agosto, por el que se regula la composición
de la Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el
Trabajo.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Trabajo y
Asuntos Sociales, con la aprobación previa del Ministro
de Administraciones Públicas y previa deliberación del
Consejo de Ministros en su reunión del día 2 de julio
de 2004,

D I S P O N G O :

Artículo único. Modificación del Real Decreto
1879/1996, de 2 de agosto, por el que se regula
la composición de la Comisión Nacional de Seguridad
y Salud en el Trabajo.

Se modifica el párrafo c) del apartado 1 del artícu-
lo 2 del Real Decreto 1879/1996, de 2 de agosto, por
el que se regula la composición de la Comisión Nacional
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de Seguridad y Salud en el Trabajo, que queda redactado
de la siguiente forma:

«c) 17 vocales en el ámbito de la Administra-
ción General del Estado, con rango de director
general o equivalente, en representación de:

1.o Ministerio de Economía y Hacienda, un
vocal.

2.o Ministerio del Interior, un vocal.
3.o Ministerio de Fomento, un vocal.
4.o Ministerio de Educación y Ciencia, un vocal.
5.o Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales,

tres vocales.
6.o Ministerio de Industria, Turismo y Comer-

cio, dos vocales.
7.o Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimen-

tación, un vocal.
8.o Ministerio de Administraciones Públicas, un

vocal.
9.o Ministerio de Sanidad y Consumo, tres

vocales.
10.o Ministerio de Medio Ambiente, un vocal.
11.o Ministerio de Vivienda, un vocal.
12.o Gabinete de la Presidencia del Gobierno,

un vocal.»

Disposición final única. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, a 2 de julio de 2004.
JUAN CARLOS R.

El Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales,
JESÚS CALDERA SÁNCHEZ-CAPITÁN

MINISTERIO DE AGRICULTURA,
PESCA Y ALIMENTACIÓN

12472 REAL DECRETO 1596/2004, de 2 de julio,
por el que se regula la transmisión de posi-
bilidades de pesca entre los buques perte-
necientes al Censo de las flotas de altura,
gran altura y buques palangreros mayores de
100 toneladas de registro bruto, que operan
dentro de los límites geográficos de la Comi-
sión de Pesca del Atlántico Nordeste.

La Orden Ministerial de 12 de junio de 1981, por
la que se ordena la actividad pesquera de las flotas de
altura y gran altura que operan dentro de los límites
geográficos de la Comisión de Pesca del Atlántico Nor-
deste (NEAFC), establece la normativa de aplicación a
las empresas pesqueras titulares de buques con derecho
a faenar en dichas aguas. A estos efectos, en dicha orden
figuraba como anexo I, que ha sido objeto de posteriores
actualizaciones, la relación de buques, como censo cerra-
do, que a fecha 23 de abril de 1980 tenían reconocidos
tales derechos junto a los coeficientes de importancia
de las correspondientes asociaciones. Asimismo, esta-
bleció los requisitos conforme a los cuales las empresas
podrían acumular derechos de pesca en sus buques,
así como los supuestos en que perderían tales derechos,
con el fin de respetar las limitaciones de esfuerzo exis-
tentes para los buques de pabellón español de acuerdo
con lo previsto en la reglamentación comunitaria. El men-

cionado anexo ha sido objeto de actualizaciones para
tener en cuenta las adaptaciones producidas en el censo,
cuya última modificación es la de la Resolución de la
Secretaría General de Pesca Marítima, de 24 de sep-
tiembre de 2003, por la que se dispone la publicación
de la actualización del Censo de las flotas de altura,
gran altura y buques palangreros mayores de 100 tone-
ladas de registro bruto (TRB) que operan dentro de los
límites geográficos de la Comisión de Pesca del Atlántico
Nordeste.

El sistema de acumulación de derechos regulado en
la citada Orden de 12 de junio de 1981 fue potenciado
mediante la Orden Ministerial de 12 de junio de 1992,
que estableció la posibilidad de mantener acumulados
los derechos de acceso de los buques retirados de la
actividad en otros buques del mismo censo, aunque la
retirada de la actividad supusiera la percepción de primas
de desguace.

La Ley 23/1997, de 15 de julio, de ordenación del
sector pesquero de altura y gran altura que opera dentro
de los límites geográficos de la Comisión de Pesca del
Atlántico Nordeste (NEAFC), estableció la posibilidad de
que las empresas pesqueras con buques incluidos en
el Censo de la flota española de NEAFC pudieran ena-
jenar, ceder o transmitir, entre sí, total o parcialmente,
los derechos de acceso a las diferentes zonas de pesca,
previa autorización del Ministerio de Agricultura, Pesca
y Alimentación, con el fin de racionalizar la actividad
pesquera de la flota en su conjunto y siempre que no
se derivaran perjuicios para terceros. La justificación de
restringir la transmisión entre buques del mismo censo
deriva de la originaria «flota de los 300», la cual se ela-
boró a partir de las posibilidades de pesca reconocidas
a la flota española que faenaba en aguas NEAFC, en
el Tratado de Adhesión de España y Portugal a las Comu-
nidades Europeas.

Finalmente, por el Real Decreto 1915/1997, de 19
de diciembre, se desarrolló la citada Ley 23/1997, de 15
de julio, estableciendo los requisitos para la transmi-
sión de los derechos de acceso de los buques de las
flotas de altura y gran altura y buques palangreros mayo-
res de 100 TRB y reconociendo tanto las acumulaciones
de derechos de acceso que se habían producido al ampa-
ro de las citadas Órdenes Ministeriales de 12 de junio
de 1981 y 12 de junio de 1992, como las que siguieran
realizándose al amparo de estas. Como anexo del real
decreto se publicó la relación de derechos de acceso
reconocidos a cada buque por subzona, así como los
kilovatios de esfuerzo que correspondían a cada buque
teniendo en cuenta los niveles máximos anuales de
esfuerzo asignados a España en dichas subzonas por
el Reglamento (CE) n.o 2027/95 del Consejo, de 15
de junio de 1995, por el que se establece un régimen
de gestión del esfuerzo pesquero relativo a determinadas
zonas y recursos pesqueros comunitarios.

La finalización del período transitorio previsto en el
artículo 166 del Acta de Adhesión de España a las Comu-
nidades Europeas ha supuesto la pérdida de vigor a partir
del 1 de enero de 2003 del citado Reglamento (CE)
n.o 2027/95, por tratarse de una norma de adaptación
del período transitorio, y en particular de los niveles de
esfuerzo asignados a España en situación discrimina-
toria.

La Ley 3/2001, de 26 de marzo, de Pesca Marítima
del Estado, establece en su artículo 28 el concepto de
posibilidad de transmisión de posibilidades de pesca
entre los buques, previa autorización del Ministerio de
Agricultura, Pesca y Alimentación, de conformidad con
el procedimiento y los criterios que reglamentariamente
se determinen, los cuales estarán dirigidos a evitar la
infrautilización de posibilidades de pesca por excesiva
acumulación de estas en un buque y rentabilizar la ope-
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estará a lo previsto en la normativa que en cada caso
resulte de aplicación.

5. Si como consecuencia de una actuación de con-
trol llevada a cabo por ella resulta la obligación de rein-
tegrar todo o parte de la ayuda indebidamente percibida,
la Unidad Administradora del Fondo Social Europeo pro-
moverá el inicio del correspondiente procedimiento de
reintegro.

6. Si en el ejercicio de sus competencias de gestión
y control de las intervenciones cofinanciadas por el Fon-
do Social Europeo, la Unidad Administradora dispusiera
de información suficiente que permita apreciar la pre-
sunta existencia de irregularidades, podrá paralizar los
pagos mediante acuerdo expreso debidamente motiva-
do, hasta la definitiva determinación de las responsa-
bilidades, dando cuenta del citado acuerdo al interesado.

7. La Dirección General de la Inspección de Trabajo
y Seguridad Social, de conformidad con la Ley 42/1997,
de 14 de noviembre, de Ordenación de la Inspección
de Trabajo y Seguridad Social, y con este Real Decreto,
prestará a la Unidad Administradora del Fondo Social
Europeo la colaboración necesaria para el desarrollo de
las funciones de control dentro del ámbito de sus com-
petencias, a cuyo efecto emitirá informe a dicha Unidad
Administradora con el resultado de las actuaciones rea-
lizadas en esta materia.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogados los Reales Decretos 1492/1987,
de 25 de noviembre, por el que se regulan las funciones
de la Unidad Administradora del Fondo Social Europeo
y se dictan normas para la tramitación de solicitudes
de ayuda al Fondo Social Europeo y el Real Decreto
695/1996, de 26 de abril, que modifica parcialmente
el anterior.

Disposición final primera. Desarrollo normativo.

Se autoriza al Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales
a dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el
desarrollo y ejecución de lo dispuesto en este Real Decre-
to.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dado en Madrid a 12 de julio de 2002.
JUAN CARLOS R.

El Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales,
EDUARDO ZAPLANA HERNÁNDEZ-SORO

15456 REAL DECRETO 707/2002, de 19 de julio,
por el que se aprueba el Reglamento sobre
el procedimiento administrativo especial de
actuación de la Inspección de Trabajo y Segu-
ridad Social y para la imposición de medidas
correctoras de incumplimientos en materia de
prevención de riesgos laborales en el ámbito
de la Administración General del Estado.

La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención
de Riesgos Laborales, extendió la aplicación de su nor-
mativa a las relaciones de carácter administrativo o esta-
tutario del personal civil al servicio de las Administra-
ciones públicas, y por tanto al personal con relación de
derecho administrativo o estatutario de la Administración
General del Estado.

El objeto de este Reglamento es regular las pecu-
liaridades establecidas en la propia Ley de Prevención
de Riesgos Laborales y en sus normas de desarrollo,
en lo que se refiere al procedimiento para la corrección
de los incumplimientos que la Inspección de Trabajo
y Seguridad Social detecte en los centros de la Admi-
nistración General del Estado.

El artículo 45.1 de la Ley 31/1995, de 8 de noviem-
bre, preceptúa que «en el ámbito de las relaciones del
personal civil al servicio de las Administraciones públicas,
las infracciones serán objeto de responsabilidad a través
de la imposición, por resolución de la autoridad com-
petente, de la realización de las medidas correctoras
de los correspondientes incumplimientos, conforme al
procedimiento que al efecto se establezca».

De conformidad con dicho mandato legal, se dicta
la presente disposición reglamentaria de la que se exclu-
ye a las entidades públicas empresariales —que se rigen
por el derecho privado, salvo cuando ejercen potestades
administrativas— respecto de los incumplimientos que
afecten a su personal, dado que dicho personal queda
sometido al derecho laboral común, de conformidad con
lo dispuesto en los artículos 53 y 55 de la Ley 6/1997,
de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de
la Administración General del Estado.

Asimismo, este Reglamento no será de aplicación a
las obras de construcción en las que cualquier órgano
de la Administración General del Estado actúe en la con-
dición de promotor conforme al Real Decreto 1627/1997,
de 24 de octubre, por el que se establecen disposiciones
mínimas de seguridad y salud en las obras de cons-
trucción, por cuanto que en estos casos no está presente
la relación jurídica existente entre aquélla y el personal
civil dependiente de la misma, sino que la Administración
actúa como una entidad empresarial común.

De otro lado, si bien este Reglamento se refiere al
ámbito de la Administración General del Estado, en rela-
ción con la actuación en materia de prevención de riesgos
laborales con respecto al personal civil de las restantes
Administraciones públicas se incluye una disposición adi-
cional para la aplicación del presente Reglamento en
dichos ámbitos, si bien las referencias a los órganos del
gobierno de la Administración General del Estado se
entenderán referidas a los correspondientes de dichas
Administraciones.

En virtud del citado mandato legal, a propuesta del
Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, previo informe
de la Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el
Trabajo y de la aprobación del Ministro de Administra-
ciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado,
y previa deliberación del Consejo de Ministros en su
reunión del día 19 de julio de 2002,

D I S P O N G O :

Artículo único.

Se aprueba el Reglamento sobre el Procedimiento
Administrativo Especial de actuación de la Inspección
de Trabajo y Seguridad Social y para la imposición de
medidas correctoras de incumplimientos en materia de
prevención de riesgos laborales en el ámbito de la Admi-
nistración General del Estado, que se inserta a conti-
nuación.

Disposición derogatoria única. Alcance de la deroga-
ción normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o
inferior rango se opongan a lo dispuesto en el presente
Real Decreto.
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Disposición final primera. Título competencial.

De conformidad con lo establecido en la disposición
adicional tercera de la Ley 31/1995, de Prevención de
Riesgos Laborales, el presente Reglamento constituye
legislación laboral dictada al amparo del artículo
149.1.7.a de la Constitución, así como norma básica en
el sentido previsto en el artículo 149.1.18.a de la misma,
respecto del personal civil con relación de carácter admi-
nistrativo o estatutario al servicio de las Administraciones
públicas.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto y el Reglamento que aprueba
entrarán en vigor el primer día del mes siguiente al de
su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid a 19 de julio de 2002.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales,
EDUARDO ZAPLANA HERNÁNDEZ-SORO

REGLAMENTO SOBRE EL PROCEDIMIENTO ADMINIS-
TRATIVO ESPECIAL DE ACTUACIÓN DE LA INSPEC-
CIÓN DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL Y PARA
LA IMPOSICIÓN DE MEDIDAS CORRECTORAS DE
INCUMPLIMIENTOS EN MATERIA DE PREVENCIÓN DE
RIESGOS LABORALES EN EL ÁMBITO DE LA ADMI-

NISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO

Artículo 1. Objeto.

Se regirá por el presente Reglamento el procedimiento
administrativo especial de actuación de la Inspección de
Trabajo y Seguridad Social y para la imposición de medidas
correctoras de los incumplimientos en materia de preven-
ción de riesgos laborales en la Administración General
del Estado, de conformidad con lo establecido en el artículo
45.1, párrafos tercero y cuarto de la Ley 31/1995, de 8
de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.

1. El presente Real Decreto será de aplicación a
los órganos centrales y órganos territoriales de la Admi-
nistración General del Estado, así como a sus Organismos
autónomos y otros entes dependientes de aquélla, y afec-
tará a todo el personal empleado en los distintos centros,
dependencias o lugares de trabajo de los mismos, con
independencia de que la relación que se mantenga sea
de naturaleza laboral, estatutaria o funcionarial.

2. No obstante lo anterior, a las entidades públicas
empresariales no les será de aplicación el presente regla-
mento, quedando, en consecuencia, excluidas de este
procedimiento y sometidas al régimen ordinario derivado
de la plena aplicación del Real Decreto legislati-
vo 5/2000, de 4 de agosto, por el que se aprueba el
texto refundido de la Ley de Infracciones y Sanciones
de Orden Social.

3. Los centros y establecimientos militares y las acti-
vidades a que se refiere el artículo 3.2 de la Ley de
Prevención de Riesgos Laborales quedan excluidos del
ámbito de aplicación del presente Reglamento y respecto
de los mismos se estará a lo previsto en su normativa
específica, conforme a lo dispuesto en su artículo 4.2
de la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, ordenadora
de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

4. El presente procedimiento especial de actuación
no es de aplicación a las cuestiones de prevención de
riesgos laborales que se susciten respecto del personal

de los contratistas, subcontratistas de obras o servicios
o concesionarios de cualquier índole que realicen su acti-
vidad en instalaciones de la Administración General del
Estado o de sus Organismos autónomos, respecto de
los cuales se aplicará el procedimiento ordinario.

No obstante lo anterior, si de las actuaciones ins-
pectoras realizadas o de la información previamente
recabada se infiere que, de alguna forma puede resultar
afectado el órgano administrativo correspondiente,
como titular de las instalaciones o en virtud de las res-
ponsabilidades de coordinación a que hace referencia
el artículo 24 de la Ley de Prevención de Riesgos Labo-
rales, se le pondrá en su conocimiento, tan pronto como
sea posible, a los efectos que procedan.

5. Igualmente no será de aplicación el presente
Reglamento a los órganos de la Administración General
del Estado cuando actúen en la condición de promotor
de obras de construcción, conforme al Real Decreto
1627/1997, de 24 de octubre, por el que se establecen
disposiciones mínimas de seguridad y salud en las obras
de construcción, que se regirán por sus normas espe-
cíficas.

Artículo 3. Iniciación del procedimiento.

1. El procedimiento especial de actuación de la Ins-
pección de Trabajo y Seguridad Social y para la impo-
sición de medidas correctoras de los incumplimientos
en materia de prevención de riesgos laborales en la Admi-
nistración General del Estado, se iniciará siempre de ofi-
cio por el órgano competente de la Inspección de Trabajo
y Seguridad Social, bien por orden superior, bien por
propia iniciativa o a petición de los representantes del
personal.

2. El órgano competente a tales efectos será el Jefe
de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social respecto
de la organización territorial de la Administración General
del Estado, o el Director Especial de la Inspección de
Trabajo y Seguridad Social adscrita a la Autoridad Cen-
tral, si se trata de órganos centrales de la Administración
General del Estado o de sus Organismos autónomos.

3. Si la actuación de la Inspección de Trabajo y
Seguridad Social hubiese sido instada por los represen-
tantes del personal de dichos organismos o centros, con-
forme a lo dispuesto en el artículo 45.1 de la
Ley 31/1995, de 8 de noviembre, a la petición de actua-
ción de la Inspección deberán acompañarse relación de
actuaciones realizadas sobre la cuestión por los dele-
gados de prevención ante la jefatura del centro admi-
nistrativo de que se trate, así como, en su caso, informe
del Comité de Seguridad y Salud Laboral correspondien-
te.

Artículo 4. Desarrollo de la actuación inspectora.

1. El Jefe de Inspección o, en su caso, el inspector
competente, deberá comunicar su visita al Jefe de la
unidad administrativa con una antelación mínima de
veinticuatro horas así como al Comité de Seguridad y
Salud Laboral y al Delegado o Delegados de Prevención,
salvo en los supuestos de urgente actuación.

2. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social
podrá recabar en su actuación la colaboración y ase-
soramiento técnico necesario del Instituto Nacional de
Seguridad e Higiene en el Trabajo, de conformidad con
lo establecido en el artículo 9.2, párrafo segundo, de
la Ley de Prevención de Riesgos Laborales.

3. En las visitas a los centros de trabajo para la
comprobación del cumplimiento de la normativa sobre
prevención de riesgos laborales, el Inspector de Trabajo
y Seguridad Social procederá conforme a lo dispuesto
en el artículo 40.2 de la Ley de Prevención de Riesgos
Laborales.
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4. El Inspector de Trabajo y Seguridad Social actuan-
te podrá solicitar informe al Comité de Seguridad y Salud
Laboral competente de la provincia o del Departamento
al que pertenezca la Unidad administrativa inspeccio-
nada o del órgano delegado del mismo.

5. Una vez concluidas las comprobaciones, si como
resultado de las mismas, el Inspector de Trabajo y Segu-
ridad Social actuante considerara que existen incumpli-
mientos o irregularidades en el cumplimiento de la nor-
mativa de prevención de riesgos laborales emitirá una
propuesta de requerimiento sobre las cuestiones plan-
teadas en dicha materia, en el que se recogerán las
irregularidades detectadas, las medidas a adoptar para
subsanarlas y el plazo que considera necesario para la
ejecución de las mismas.

Artículo 5. Comunicación de la propuesta de reque-
rimiento, trámite de alegaciones y requerimiento defi-
nitivo.

1. El inspector actuante dará traslado de la propues-
ta de requerimiento establecida en el artículo anterior
a la unidad administrativa inspeccionada, al órgano que
ordenó la actuación y a los representantes del personal.
Tanto la unidad administrativa como los representantes
del personal podrán formular alegaciones en el plazo
de quince días hábiles desde la notificación de la pro-
puesta de requerimiento.

2. Si la unidad administrativa sujeta a inspección
o los representantes de los trabajadores no formulasen
alegaciones en el plazo señalado en el apartado anterior,
por no mantener discrepancia sobre la existencia de las
anomalías en materia de prevención, ni sobre las medi-
das precisas para la subsanación de las mismas, la pro-
puesta de requerimiento adquirirá automáticamente
carácter definitivo. En estos casos, la unidad adminis-
trativa procederá a efectuar los trámites necesarios para
que las medidas requeridas se lleven a cabo.

Realizada la subsanación, se dará cuenta a la Ins-
pección de Trabajo y Seguridad Social actuante.

3. En caso de discrepancias con la propuesta de
requerimiento, si la jefatura de la unidad administrativa
inspeccionada o los representantes del personal formu-
laran alegaciones en el referido plazo de quince días
hábiles, el Inspector actuante, a la vista de las alega-
ciones formuladas y de los informes técnicos que estime
necesarios, podrá efectuar requerimiento definitivo sobre
las medidas a adoptar y el plazo de ejecución de las
mismas.

4. El requerimiento definitivo a que hace referencia
el apartado anterior, se comunicará al jefe de la unidad
administrativa inspeccionada y a los representantes del
personal. Dicha comunicación no será necesaria cuando
el requerimiento haya devenido en definitivo por el trans-
curso del plazo de quince días sin haber formulado
alegaciones.

5. Transcurrido el plazo fijado en el requerimiento
definitivo sin que se hayan adoptado las medidas reco-
gidas en el mismo, el inspector actuante elevará dicho
requerimiento con el expediente tramitado al Delegado
del Gobierno correspondiente, si se trata de órganos terri-
toriales de la Administración General del Estado, o a
la Autoridad Central de la Inspección de Trabajo y Segu-
ridad Social si se trata de órganos centrales de la Admi-
nistración General del Estado o de sus Organismos autó-
nomos.

6. El Delegado del Gobierno o la Autoridad Central
de la Inspección, previo los informes que estime per-
tinentes recabar y dando conocimiento a la Dirección
General de la Función Pública, elevará el expediente con
su propuesta, confirmatoria o revocatoria, al Subsecre-
tario del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales al obje-

to de que éste, cuando proceda, dé traslado del mismo
al Subsecretario del Departamento ministerial compe-
tente por razón del órgano inspeccionado, quién, en caso
de conformidad con las medidas requeridas, procederá
a efectuar los trámites oportunos para que se lleven
a cabo o, en caso de discrepancia, elevará el expediente
al Ministro respectivo que comunicará al titular del Minis-
terio de Trabajo y Asuntos Sociales, junto con dicha dis-
crepancia, la elevación de las actuaciones al Consejo
de Ministros para la decisión final.

7. Contra la decisión final adoptada por parte del
Consejo de Ministros, como igualmente cuando se revo-
que total o parcialmente el requerimiento realizado por
parte de la Subsecretaría del Ministerio de Trabajo y
Asuntos Sociales, en base a los informes señalados en
el apartado anterior, procederá la interposición por los
interesados del correspondiente recurso contencioso-ad-
ministrativo.

Artículo 6. Supuestos de paralización.

1. En los casos en que el Inspector de Trabajo y
Seguridad Social competente comprobase la existencia
de riesgo grave e inminente para la seguridad y salud
del personal del centro de la Administración General
del Estado inspeccionado ordenará la paralización de
la actividad del centro, dependencia o lugar de trabajo
afectado, que será inmediatamente ejecutiva, y elevará
informe urgente sobre las circunstancias determinantes
del riesgo al Delegado del Gobierno o, en su caso, a
la Autoridad Central de la Inspección.

El Delegado del Gobierno o, en su caso, la Autoridad
Central de la Inspección, si estimasen la concurrencia
de circunstancias de tal naturaleza, mantendrá la para-
lización o, por el contrario, la levantará si no apreciase
tales circunstancias, comunicándolo, a través del cauce
orgánico, a la Subsecretaría del Departamento del que
dependa la unidad administrativa así como a la Dirección
General de la Función Pública a los efectos que proceda.

2. Si en uso de las facultades que les otorga el ar-
tículo 21.3 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales,
la paralización de la actividad hubiese sido acordada
por la representación del personal, dicha paralización
será comunicada de inmediato a la Dirección de la unidad
administrativa correspondiente y al Delegado del Gobier-
no o, en el caso de que se trate de órganos centrales
de la Administración General del Estado o de sus Orga-
nismos autónomos, a la Autoridad Central de la Inspec-
ción de Trabajo y Seguridad Social que, en el plazo de
veinticuatro horas, resolverán en el sentido de ratificar
o anular la paralización.

Disposición adicional primera. Régimen aplicable a la
Agencia Estatal de Administración Tributaria.

Respecto a la Agencia Estatal de Administración Tri-
butaria, las competencias asignadas en el presente
Reglamento a los Delegados del Gobierno y a los Sub-
secretarios de los Departamentos ministeriales corres-
ponderán, en todo caso, al Director general de la Agencia
o a los órganos que se determinen en su normativa
específica.

Disposición adicional segunda. Régimen del personal
civil de las restantes Administraciones públicas.

Respecto del personal civil al servicio de las restantes
Administraciones Públicas, se aplicará el procedimiento
establecido en el presente Reglamento, si bien las com-
petencias asignadas en el mismo a los Delegados del
Gobierno, a los Subsecretarios de los Departamentos
Ministeriales y al Consejo de Ministros corresponderán,
en todo caso, a los respectivos órganos de Gobierno
de las citadas Administraciones Públicas.
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c) Caladero del Golfo de Cádiz: nueve metros
de eslora entre perpendiculares, u 11 metros de
eslora total.

d) Caladero de Canarias: nueve metros de eslo-
ra entre perpendiculares, u 11 metros de eslora
total.

2. En el Caladero del Mediterráneo la potencia
máxima propulsora de los buques de cerco no será
superior a 450 caballos de vapor.»

Disposición final primera. Título competencial.

Lo dispuesto en este real decreto constituye norma-
tiva básica de ordenación del sector pesquero y se dicta
al amparo del artículo 149.1.19.a de la Constitución.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 12 de noviembre de 2004.
JUAN CARLOS R.

La Ministra de Agricultura, Pesca
y Alimentación,

ELENA ESPINOSA MANGANA

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

19311 REAL DECRETO 2177/2004, de 12 de
noviembre, por el que se modifica el Real
Decreto 1215/1997, de 18 de julio, por el
que se establecen las disposiciones mínimas
de seguridad y salud para la utilización por
los trabajadores de los equipos de trabajo,
en materia de trabajos temporales en altura.

La Directiva 89/655/CEE del Consejo, de 30 de
noviembre de 1989, modificada por la Directi-
va 95/63/CE del Consejo, de 5 de diciembre de 1995,
estableció las disposiciones mínimas de seguridad y de
salud para la utilización por los trabajadores en el trabajo
de los equipos de trabajo. Ambas directivas fueron incor-
poradas al derecho español mediante el Real Decre-
to 1215/1997, de 18 de julio, por el que se establecen
las disposiciones mínimas de seguridad y salud para la
utilización por los trabajadores de los equipos de trabajo.

Poster iormente, fue aprobada la Direct iva
2001/45/CE del Parlamento Europeo y del Consejo,
de 27 de junio de 2001, por la que se modifica la
Directiva 89/655/CEE.

Mediante este real decreto se procede a la incor-
poración al derecho español del contenido de la Direc-
tiva 2001/45/CE, para lo que resulta necesario modi-
ficar el Real Decreto 1215/1997, de 18 de julio.

En su artículo único se presentan las modificaciones
que se introducen en el Real Decreto 1215/1997, de 18
de julio.

La primera modificación, mediante la que se da nueva
redacción al punto 6 del apartado 1 del anexo I tiene
por objeto introducir disposiciones específicas aplicables
a las escaleras de mano, los andamios y los sistemas
utilizados en las técnicas de acceso y posicionamiento
mediante cuerdas, comúnmente conocidos como «tra-
bajos verticales».

Mediante la segunda modificación, se introduce un
nuevo apartado 4 en el anexo II, en el que se incluyen
disposiciones relativas a la utilización de los equipos de
trabajo para la realización de trabajos temporales en
altura.

Mediante la tercera modificación, se añade un nuevo
párrafo a la disposición derogatoria única, de manera
que resultan expresamente derogadas determinadas dis-
posiciones incluidas en varias normas y referidas fun-
damentalmente a los andamios.

Por medio de la disposición adicional única se espe-
cifica que el Instituto Nacional de Seguridad e Higiene
en el Trabajo modificará la guía técnica relativa a equipos
de trabajo y desarrollará los criterios técnicos adecuados
para el montaje, utilización y desmontaje de andamios.

Las disposiciones finales primera y segunda modi-
fican dos normas, el Real Decreto 486/1997, de 14
de abril, por el que se establecen disposiciones mínimas
de seguridad y salud en los lugares de trabajo, y el Real
Decreto 1627/1997, de 24 de octubre, por el que se
establecen las disposiciones mínimas de seguridad y
salud en las obras de construcción, con objeto de ajustar
su contenido a lo dispuesto por este real decreto. Por
último, la disposición final tercera reconoce el carácter
de legislación laboral y de norma básica de la regulación
contenida en el real decreto.

En la elaboración de este real decreto se ha con-
sultado a las organizaciones empresariales y sindicales
más representativas y se ha oído a la Comisión nacional
de seguridad y salud en el trabajo.

Este real decreto se dicta de conformidad con el ar-
tículo 6 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de
Prevención de Riesgos Laborales.

En su virtud, a propuesta de los Ministros de Trabajo
y Asuntos Sociales y de Industria, Turismo y Comercio,
de acuerdo con el Consejo de Estado y previa delibe-
ración del Consejo de Ministros en su reunión del día 12
de noviembre de 2004,

D I S P O N G O :

Artículo único. Modificación del Real Decre-
to 1215/1997, de 18 de julio, sobre disposiciones
mínimas de seguridad y salud para la utilización por
los trabajadores de los equipos de trabajo.

El Real Decreto 1215/1997, de 18 de julio, sobre
disposiciones mínimas de seguridad y salud para la uti-
lización por los trabajadores de los equipos de trabajo,
se modifica en los siguientes términos:

Uno. El apartado 1.6 del anexo I, «Disposiciones
mínimas aplicables a los equipos de trabajo», queda
redactado del siguiente modo:

«6. Si fuera necesario para la seguridad o salud
de los trabajadores, los equipos de trabajo y sus
elementos deberán estar estabilizados por fijación
o por otros medios. Los equipos de trabajo cuya
utilización prevista requiera que los trabajadores
se sitúen sobre ellos deberán disponer de los
medios adecuados para garantizar que el acceso
y permanencia en esos equipos no suponga un
riesgo para su seguridad y salud. En particular, salvo
en el caso de las escaleras de mano y de los sis-
temas utilizados en las técnicas de acceso y posi-
cionamiento mediante cuerdas, cuando exista un
riesgo de caída de altura de más de dos metros,
los equipos de trabajo deberán disponer de baran-
dillas o de cualquier otro sistema de protección
colectiva que proporcione una seguridad equiva-
lente. Las barandillas deberán ser resistentes, de
una altura mínima de 90 centímetros y, cuando
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sea necesario para impedir el paso o deslizamiento
de los trabajadores o para evitar la caída de objetos,
dispondrán, respectivamente, de una protección
intermedia y de un rodapiés.

Las escaleras de mano, los andamios y los sis-
temas utilizados en las técnicas de acceso y posi-
cionamiento mediante cuerdas deberán tener la
resistencia y los elementos necesarios de apoyo
o sujeción, o ambos, para que su utilización en
las condiciones para las que han sido diseñados
no suponga un riesgo de caída por rotura o des-
plazamiento. En particular, las escaleras de tijera
dispondrán de elementos de seguridad que impidan
su apertura al ser utilizadas.»

Dos. Se introduce un nuevo apartado 4 en el
anexo II, «Disposiciones relativas a la utilización de los
equipos de trabajo», cuyo texto se inserta como anexo
de este real decreto, en el que se incluyen disposiciones
relativas a la utilización de los equipos de trabajo para
la realización de trabajos temporales en altura.

Tres. Se añade un nuevo párrafo a la disposición
derogatoria única, con la siguiente redacción:

«Asimismo, quedan derogados expresamente:

a) El capítulo VII del Reglamento de Seguridad
e Higiene en el Trabajo, aprobado por la Orden
de 31 de enero de 1940.

b) El capítulo III del Reglamento de Seguridad
del Trabajo en la Industria de la Construcción y
Obras Públicas, aprobado por la Orden de 20 de
mayo de 1952.»

Disposición adicional única. Guía técnica.

El Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el
Trabajo incluirá las modificaciones precisas en la Guía
técnica para la evaluación y prevención de los riesgos
relativos a la utilización de los equipos de trabajo, con
objeto de adaptarla a las modificaciones introducidas
por este real decreto y mantenerla actualizada. En par-
ticular, el citado Instituto incluirá los criterios técnicos
adecuados tanto para el montaje, utilización y desmon-
taje de andamios, como para la realización de las técnicas
de acceso y posicionamiento mediante cuerdas.

Disposición final primera. Modificación del Real
Decreto 486/1997, de 14 de abril, por el que se
establecen las disposiciones mínimas de seguridad
y salud en los lugares de trabajo.

Se modifica el apartado A.9 del anexo I del Real Decre-
to 486/1997, de 14 de abril, por el que se establecen
las disposiciones mínimas de seguridad y salud en los
lugares de trabajo, que queda redactado del siguiente
modo:

«9. Las escaleras de mano de los lugares de
trabajo deberán ajustarse a lo establecido en su
normativa específica.»

Disposición final segunda. Modificación del Real
Decreto 1627/1997, de 24 de octubre, por el que
se establecen disposiciones mínimas de seguridad
y salud en las obras de construcción.

Se modifica el apartado C.5 del anexo IV del Real
Decreto 1627/1997, de 24 de octubre, por el que se
establecen disposiciones mínimas de seguridad y salud

en las obras de construcción, que queda redactado de
la siguiente forma:

«5. Andamios y escaleras.

a) Los andamios, así como sus plataformas,
pasarelas y escaleras, deberán ajustarse a lo esta-
blecido en su normativa específica.

b) Las escaleras de mano de los lugares de
trabajo deberán ajustarse a lo establecido en su
normativa específica.»

Disposición final tercera. Fundamento constitucional.

1. De acuerdo con lo dispuesto en el apartado 1
de la disposición adicional tercera de la Ley 31/1995,
de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales,
este real decreto constituye legislación laboral, dictada
al amparo del artículo 149.1.7.a de la Constitución.

2. De acuerdo con lo previsto en el apartado 2 de
la disposición adicional tercera de la Ley 31/1995, de 8
de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, este
real decreto constituye norma básica respecto del per-
sonal civil con relación de carácter administrativo o esta-
tutario al servicio de las Administraciones públicas, dic-
tada al amparo del artículo 149.1.18.a de la Constitución.

Dado en Madrid, el 12 de noviembre de 2004.

JUAN CARLOS R.

La Vicepresidenta Primera del Gobierno
y Ministra de la Presidencia,

MARÍA TERESA FERNÁNDEZ DE LA VEGA SANZ

ANEXO

«4. Disposiciones relativas a la utilización de los
equipos de trabajo para la realización de trabajos tem-
porales en altura.

4.1 Disposiciones generales.
4.1.1 Si, en aplicación de lo dispuesto en la

Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de
Riesgos Laborales, en concreto, en sus artículos 15, 16
y 17, y en el artículo 3 de este real decreto, no pueden
efectuarse trabajos temporales en altura de manera
segura y en condiciones ergonómicas aceptables desde
una superficie adecuada, se elegirán los equipos de tra-
bajo más apropiados para garantizar y mantener unas
condiciones de trabajo seguras, teniendo en cuenta, en
particular, que deberá darse prioridad a las medidas de
protección colectiva frente a las medidas de protección
individual y que la elección no podrá subordinarse a
criterios económicos. Las dimensiones de los equipos
de trabajo deberán estar adaptadas a la naturaleza del
trabajo y a las dificultades previsibles y deberán permitir
una circulación sin peligro.

La elección del tipo más conveniente de medio de
acceso a los puestos de trabajo temporal en altura debe-
rá efectuarse en función de la frecuencia de circulación,
la altura a la que se deba subir y la duración de la uti-
lización. La elección efectuada deberá permitir la eva-
cuación en caso de peligro inminente. El paso en ambas
direcciones entre el medio de acceso y las plataformas,
tableros o pasarelas no deberá aumentar el riesgo de
caída.

4.1.2 La utilización de una escalera de mano como
puesto de trabajo en altura deberá limitarse a las cir-
cunstancias en que, habida cuenta de lo dispuesto en
el apartado 4.1.1, la utilización de otros equipos de tra-
bajo más seguros no esté justificada por el bajo nivel
de riesgo y por las características de los emplazamientos
que el empresario no pueda modificar.
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4.1.3 La utilización de las técnicas de acceso y de
posicionamiento mediante cuerdas se limitará a circuns-
tancias en las que la evaluación del riesgo indique que
el trabajo puede ejecutarse de manera segura y en las
que, además, la utilización de otro equipo de trabajo
más seguro no esté justificada.

Teniendo en cuenta la evaluación del riesgo y, espe-
cialmente, en función de la duración del trabajo y de
las exigencias de carácter ergonómico, deberá facilitarse
un asiento provisto de los accesorios apropiados.

4.1.4 Dependiendo del tipo de equipo de trabajo
elegido con arreglo a los apartados anteriores, se deter-
minarán las medidas adecuadas para reducir al máximo
los riesgos inherentes a este tipo de equipo para los
trabajadores. En caso necesario, se deberá prever la ins-
talación de unos dispositivos de protección contra caí-
das. Dichos dispositivos deberán tener una configuración
y una resistencia adecuadas para prevenir o detener las
caídas de altura y, en la medida de lo posible, evitar
las lesiones de los trabajadores. Los dispositivos de pro-
tección colectiva contra caídas sólo podrán interrumpirse
en los puntos de acceso a una escalera o a una escalera
de mano.

4.1.5 Cuando el acceso al equipo de trabajo o la
ejecución de una tarea particular exija la retirada tem-
poral de un dispositivo de protección colectiva contra
caídas, deberán preverse medidas compensatorias y efi-
caces de seguridad, que se especificarán en la plani-
ficación de la actividad preventiva. No podrá ejecutarse
el trabajo sin la adopción previa de dichas medidas. Una
vez concluido este trabajo particular, ya sea de forma
definitiva o temporal, se volverán a colocar en su lugar
los dispositivos de protección colectiva contra caídas.

4.1.6 Los trabajos temporales en altura sólo podrán
efectuarse cuando las condiciones meteorológicas no
pongan en peligro la salud y la seguridad de los tra-
bajadores.

4.2 Disposiciones específicas sobre la utilización de
escaleras de mano.

4.2.1 Las escaleras de mano se colocarán de forma
que su estabilidad durante su utilización esté asegurada.
Los puntos de apoyo de las escaleras de mano deberán
asentarse sólidamente sobre un soporte de dimensiones
adecuadas y estable, resistente e inmóvil, de forma que
los travesaños queden en posición horizontal. Las esca-
leras suspendidas se fijarán de forma segura y, excepto
las de cuerda, de manera que no puedan desplazarse
y se eviten los movimientos de balanceo.

4.2.2 Se impedirá el deslizamiento de los pies de
las escaleras de mano durante su utilización ya sea
mediante la fijación de la parte superior o inferior de
los largueros, ya sea mediante cualquier dispositivo anti-
deslizante o cualquier otra solución de eficacia equiva-
lente. Las escaleras de mano para fines de acceso debe-
rán tener la longitud necesaria para sobresalir al menos
un metro del plano de trabajo al que se accede. Las
escaleras compuestas de varios elementos adaptables
o extensibles deberán utilizarse de forma que la inmo-
vilización recíproca de los distintos elementos esté ase-
gurada. Las escaleras con ruedas deberán haberse inmo-
vilizado antes de acceder a ellas. Las escaleras de mano
simples se colocarán, en la medida de lo posible, for-
mando un ángulo aproximado de 75 grados con la
horizontal.

4.2.3 El ascenso, el descenso y los trabajos desde
escaleras se efectuarán de frente a éstas. Las escaleras
de mano deberán utilizarse de forma que los trabajadores
puedan tener en todo momento un punto de apoyo y
de sujeción seguros. Los trabajos a más de 3,5 metros
de altura, desde el punto de operación al suelo, que
requieran movimientos o esfuerzos peligrosos para la

estabilidad del trabajador, sólo se efectuarán si se utiliza
un equipo de protección individual anticaídas o se adop-
tan otras medidas de protección alternativas. El trans-
porte a mano de una carga por una escalera de mano
se hará de modo que ello no impida una sujeción segura.
Se prohíbe el transporte y manipulación de cargas por
o desde escaleras de mano cuando por su peso o dimen-
siones puedan comprometer la seguridad del trabajador.
Las escaleras de mano no se utilizarán por dos o más
personas simultáneamente.

4.2.4 No se emplearán escaleras de mano y, en
particular, escaleras de más de cinco metros de longitud,
sobre cuya resistencia no se tengan garantías. Queda
prohibido el uso de escaleras de mano de construcción
improvisada.

4.2.5 Las escaleras de mano se revisarán periódi-
camente. Se prohíbe la utilización de escaleras de made-
ra pintadas, por la dificultad que ello supone para la
detección de sus posibles defectos.

4.3 Disposiciones específicas relativas a la utiliza-
ción de los andamios.

4.3.1 Los andamios deberán proyectarse, montarse
y mantenerse convenientemente de manera que se evite
que se desplomen o se desplacen accidentalmente. Las
plataformas de trabajo, las pasarelas y las escaleras de
los andamios deberán construirse, dimensionarse, pro-
tegerse y utilizarse de forma que se evite que las per-
sonas caigan o estén expuestas a caídas de objetos.
A tal efecto, sus medidas se ajustarán al número de
trabajadores que vayan a utilizarlos.

4.3.2 Cuando no se disponga de la nota de cálculo
del andamio elegido, o cuando las configuraciones
estructurales previstas no estén contempladas en ella,
deberá efectuarse un cálculo de resistencia y estabilidad,
a menos que el andamio esté montado según una con-
figuración tipo generalmente reconocida.

4.3.3 En función de la complejidad del andamio ele-
gido, deberá elaborarse un plan de montaje, de utili-
zación y de desmontaje. Este plan y el cálculo a que
se refiere el apartado anterior deberán ser realizados
por una persona con una formación universitaria que
lo habilite para la realización de estas actividades. Este
plan podrá adoptar la forma de un plan de aplicación
generalizada, completado con elementos correspondien-
tes a los detalles específicos del andamio de que se
trate.

A los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior,
el plan de montaje, de utilización y de desmontaje será
obligatorio en los siguientes tipos de andamios:

a) Plataformas suspendidas de nivel variable (de
accionamiento manual o motorizadas), instaladas tem-
poralmente sobre un edificio o una estructura para tareas
específicas, y plataformas elevadoras sobre mástil.

b) Andamios constituidos con elementos prefabri-
cados apoyados sobre terreno natural, soleras de hor-
migón, forjados, voladizos u otros elementos cuya altura,
desde el nivel inferior de apoyo hasta la coronación de
la andamiada, exceda de seis metros o dispongan de
elementos horizontales que salven vuelos y distancias
superiores entre apoyos de más de ocho metros. Se
exceptúan los andamios de caballetes o borriquetas.

c) Andamios instalados en el exterior, sobre azoteas,
cúpulas, tejados o estructuras superiores cuya distancia
entre el nivel de apoyo y el nivel del terreno o del suelo
exceda de 24 metros de altura.

d) Torres de acceso y torres de trabajo móviles en
los que los trabajos se efectúen a más de seis metros
de altura desde el punto de operación hasta el suelo.

Sin embargo, cuando se trate de andamios que, a
pesar de estar incluidos entre los anteriormente citados,
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dispongan del marcado “CE”, por serles de aplicación
una normativa específica en materia de comercialización,
el citado plan podrá ser sustituido por las instrucciones
específicas del fabricante, proveedor o suministrador,
sobre el montaje, la utilización y el desmontaje de los
equipos, salvo que estas operaciones se realicen de for-
ma o en condiciones o circunstancias no previstas en
dichas instrucciones.

4.3.4 Los elementos de apoyo de un andamio debe-
rán estar protegidos contra el riesgo de deslizamiento,
ya sea mediante sujeción en la superficie de apoyo, ya
sea mediante un dispositivo antideslizante, o bien
mediante cualquier otra solución de eficacia equivalente,
y la superficie portante deberá tener una capacidad sufi-
ciente. Se deberá garantizar la estabilidad del andamio.
Deberá impedirse mediante dispositivos adecuados el
desplazamiento inesperado de los andamios móviles
durante los trabajos en altura.

4.3.5 Las dimensiones, la forma y la disposición de
las plataformas de un andamio deberán ser apropiadas
para el tipo de trabajo que se va a realizar, ser adecuadas
a las cargas que hayan de soportar y permitir que se
trabaje y circule en ellas con seguridad. Las plataformas
de los andamios se montarán de tal forma que sus com-
ponentes no se desplacen en una utilización normal de
ellos. No deberá existir ningún vacío peligroso entre los
componentes de las plataformas y los dispositivos ver-
ticales de protección colectiva contra caídas.

4.3.6 Cuando algunas partes de un andamio no
estén listas para su utilización, en particular durante el
montaje, el desmontaje o las transformaciones, dichas
partes deberán contar con señales de advertencia de
peligro general, con arreglo al Real Decreto 485/1997,
de 14 de abril, sobre señalización de seguridad y salud
en el centro de trabajo, y delimitadas convenientemente
mediante elementos físicos que impidan el acceso a la
zona de peligro.

4.3.7 Los andamios sólo podrán ser montados, des-
montados o modificados sustancialmente bajo la direc-
ción de una persona con una formación universitaria
o profesional que lo habilite para ello, y por trabajadores
que hayan recibido una formación adecuada y específica
para las operaciones previstas, que les permita enfren-
tarse a riesgos específicos de conformidad con las dis-
posiciones del artículo 5, destinada en particular a:

a) La comprensión del plan de montaje, desmontaje
o transformación del andamio de que se trate.

b) La seguridad durante el montaje, el desmontaje
o la transformación del andamio de que se trate.

c) Las medidas de prevención de riesgos de caída
de personas o de objetos.

d) Las medidas de seguridad en caso de cambio
de las condiciones meteorológicas que pudiesen afectar
negativamente a la seguridad del andamio de que se
trate.

e) Las condiciones de carga admisible.
f) Cualquier otro riesgo que entrañen las mencio-

nadas operaciones de montaje, desmontaje y transfor-
mación.

Tanto los trabajadores afectados como la persona
que supervise dispondrán del plan de montaje y des-
montaje mencionado en el apartado 4.3.3, incluyendo
cualquier instrucción que pudiera contener.

Cuando, de conformidad con el apartado 4.3.3, no
sea necesaria la elaboración de un plan de montaje, uti-
lización y desmontaje, las operaciones previstas en este
apartado podrán también ser dirigidas por una persona
que disponga de una experiencia certificada por el
empresario en esta materia de más de dos años y cuente
con la formación preventiva correspondiente, como míni-
mo, a las funciones de nivel básico, conforme a lo pre-
visto en el apartado 1 del artículo 35 del Reglamento
de los Servicios de Prevención, aprobado por el Real
Decreto 39/1997, de 17 de enero.

4.3.8 Los andamios deberán ser inspeccionados por
una persona con una formación universitaria o profe-
sional que lo habilite para ello:

a) Antes de su puesta en servicio.
b) A continuación, periódicamente.
c) Tras cualquier modificación, período de no uti-

lización, exposición a la intemperie, sacudidas sísmicas,
o cualquier otra circunstancia que hubiera podido afectar
a su resistencia o a su estabilidad.

Cuando, de conformidad con el apartado 4.3.3, no
sea necesaria la elaboración de un plan de montaje, uti-
lización y desmontaje, las operaciones previstas en este
apartado podrán también ser dirigidas por una persona
que disponga de una experiencia certificada por el
empresario en esta materia de más de dos años y cuente
con la formación preventiva correspondiente, como míni-
mo, a las funciones de nivel básico, conforme a lo pre-
visto en el apartado 1 del artículo 35 del Reglamento
de los Servicios de Prevención, aprobado por el Real
Decreto 39/1997, de 17 de enero.

4.4 Disposiciones específicas sobre la utilización de
las técnicas de acceso y de posicionamiento mediante
cuerdas.

4.4.1 La utilización de las técnicas de acceso y
de posicionamiento mediante cuerdas cumplirá las
siguientes condiciones:

a) El sistema constará como mínimo de dos cuerdas
con sujeción independiente, una como medio de acceso,
de descenso y de apoyo (cuerda de trabajo) y la otra
como medio de emergencia (cuerda de seguridad).

b) Se facilitará a los trabajadores unos arneses ade-
cuados, que deberán utilizar y conectar a la cuerda de
seguridad.

c) La cuerda de trabajo estará equipada con un
mecanismo seguro de ascenso y descenso y dispondrá
de un sistema de bloqueo automático con el fin de impe-
dir la caída en caso de que el usuario pierda el control
de su movimiento. La cuerda de seguridad estará equi-
pada con un dispositivo móvil contra caídas que siga
los desplazamientos del trabajador.

d) Las herramientas y demás accesorios que deba
utilizar el trabajador deberán estar sujetos al arnés o
al asiento del trabajador o sujetos por otros medios
adecuados.

e) El trabajo deberá planificarse y supervisarse
correctamente, de manera que, en caso de emergencia,
se pueda socorrer inmediatamente al trabajador.

f) De acuerdo con las disposiciones del artículo 5,
se impartirá a los trabajadores afectados una formación
adecuada y específica para las operaciones previstas,
destinada, en particular, a:

1.o Las técnicas para la progresión mediante cuer-
das y sobre estructuras.

2.o Los sistemas de sujeción.
3.o Los sistemas anticaídas.
4.o Las normas sobre el cuidado, mantenimiento y

verificación del equipo de trabajo y de seguridad.
5.o Las técnicas de salvamento de personas acci-

dentadas en suspensión.
6.o Las medidas de seguridad ante condiciones

meteorológicas que puedan afectar a la seguridad.
7.o Las técnicas seguras de manipulación de cargas

en altura.

4.4.2 En circunstancias excepcionales en las que,
habida cuenta de la evaluación del riesgo, la utilización
de una segunda cuerda haga más peligroso el trabajo,
podrá admitirse la utilización de una sola cuerda, siempre
que se justifiquen las razones técnicas que lo motiven
y se tomen las medidas adecuadas para garantizar la
seguridad.»
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Ganadería, Pesca y Alimentación del Gobierno de la 
Comunidad Autónoma de Canarias.

2. La Consejería examinará las solicitudes, realizará 
la valoración de los daños de acuerdo con los criterios 
establecidos en esta orden y dictará la correspondiente 
resolución, que será notificada a los interesados y resol-
verán los posibles recursos que se presenten.

3. La Consejería de Agricultura, Ganadería, Pesca y 
Alimentación de Canarias remitirá a la Entidad Estatal de 
Seguros Agrarios (ENESA) una certificación de la resolu-
ción, en la que conste la cuantía de la indemnización 
resultante para cada uno de los beneficiarios y el total, 
indicando asimismo el procedimiento de cálculo.

Artículo 6. Compatibilidad con otras ayudas.

Estas ayudas son compatibles con las ya establecidas 
y con las que pudiera establecer la comunidad autónoma 
para estos mismos daños, siempre que la cuantía total de 
las ayudas no supere el límite del daño, de acuerdo con lo 
dispuesto en las Directrices Comunitarias sobre ayudas 
estatales al sector agrario y forestal 2007/2013.

Artículo 7. Financiación.

El importe total máximo financiado con cargo al con-
cepto presupuestario 21.207.416 A.473 N de los presu-
puestos generales de ENESA será de 150.000 euros.

Una vez sea recibida en ENESA la resolución dictada 
por la Consejería de Agricultura, Ganadería, Pesca y Ali-
mentación y comprobado el procedimiento de cálculo, el 
titular del departamento propondrá a la Conferencia Secto-
rial de Agricultura y Desarrollo Rural la territorialización de 
estas ayudas, de acuerdo con el artículo 86.2 segunda de la 
Ley 47/2003, de 20 de noviembre, General Presupuestaria.

Disposición adicional única. Declaración previa de com-
patibilidad con el tratado constitutivo de la Comuni-
dad Europea.

La eficacia de las resoluciones de concesión de las 
indemnizaciones reguladas en la presente orden quedará 
condicionada por la decisión positiva sobre compatibili-
dad con el mercado común, por parte del órgano compe-
tente de la Comisión Europea, de acuerdo con lo estable-
cido en el artículo 88.3 del Tratado Constitutivo de la 
Comunidad Europea.

Disposición final única. Entrada en vigor.

La presente orden entrará en vigor el día siguiente al 
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 30 de noviembre de 2007.–La Ministra de Agri-
cultura, Pesca y Alimentación, Elena Espinosa Mangana. 

COMUNIDAD AUTÓNOMA 
DE GALICIA

 21015 LEY 14/2007, de 30 de octubre, por la que se crea 
y regula el Instituto Gallego de Seguridad y 
Salud Laboral.

PREÁMBULO

La Constitución española de 1978, en su artículo 40.2, 
establece como uno de los principios rectores de la polí-
tica social y económica la obligación de los poderes públi-

cos de velar por la seguridad e higiene en el trabajo, 
mandato que comprende a todas las administraciones 
públicas, cada una en el ámbito de sus competencias, no 
sólo en el marco de la materia laboral, sino en virtud de 
los aspectos complejos ligados a la salud y seguridad en 
el trabajo, así como en otros espacios administrativos, 
tales como el ámbito específico de la salud. Y en el 
artícu lo 35 se reconoce asimismo el derecho al trabajo, lo 
que implica el fomento de unas condiciones laborales 
dignas y seguras. En su artículo 149.1.7 atribuye al Estado 
la competencia exclusiva en materia de legislación labo-
ral, sin perjuicio de su ejecución por parte de las comuni-
dades autónomas. El Estatuto de autonomía de Galicia, 
aprobado por Ley orgánica 1/1981, de 6 de abril, establece 
en su artículo 29, epígrafe 1, que corresponde a la Comu-
nidad Autónoma de Galicia la ejecución de la legislación 
básica del Estado en materia laboral.

La normativa estatal vigente, en materia de seguridad 
y salud laboral, está constituida básicamente por la 
Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de riesgos 
laborales, que traspuso al ordenamiento jurídico español 
la Directiva marco 89/391/CEE, la cual contiene el marco 
jurídico general en que opera la política de prevención 
comunitaria. La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de pre-
vención de riesgos laborales, abandona la vieja acepción 
de seguridad e higiene en el trabajo, optando por un 
nuevo sistema de la organización de la seguridad en el 
trabajo basado en la consideración de la prevención de 
riesgos laborales como actividad integrada en el conjunto 
de las actividades de la empresa y destacando los dere-
chos de consulta y participación de las trabajadoras y tra-
bajadores. La Ley 54/2003, de 12 de diciembre, de reforma 
del marco normativo de la prevención de riesgos labora-
les, reafirmó la necesidad de fomentar la cultura preven-
tiva para garantizar el cumplimiento más real y efectivo de 
la normativa de prevención de riesgos laborales.

La Comunidad Autónoma de Galicia, en el ejercicio de 
sus competencias de ejecución de la legislación básica en 
esta materia, mediante el Decreto 449/1996, de 26 de 
diciembre, en aplicación del artículo 12 de la citada 
Ley 31/1995, reguló el Consejo Gallego de Seguridad e 
Higiene en el Trabajo.

Por Decreto 200/2004, de 29 de julio, se creó el Insti-
tuto Gallego de Seguridad y Salud Laboral y reguló el 
ahora llamado Consejo Gallego de Seguridad y Salud 
Laboral.

El Decreto 539/2005, de 20 de octubre, procedió a la 
supresión del instituto creado por el Decreto 200/2004 y 
seguidamente, a través de un proceso de negociación con los 
agentes económicos y sociales de Galicia, se puso en marcha 
la elaboración de un proyecto de ley con un nuevo modelo de 
instituto, dotado de personalidad jurídica propia y plena 
capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines.

En el proceso de diálogo social de Galicia, se crearon 
las correspondientes mesas sectoriales de trabajo, siendo 
la primera de ellas la dedicada a políticas de empleo, pre-
vención de riesgos y economía social. Elaborado por la 
Dirección General de Relaciones Laborales un primer 
documento de creación de un Instituto Gallego de Seguri-
dad y Salud Laboral, teniendo ya a la vista las manifesta-
ciones de los agentes sociales, se inició un proceso de 
diálogo en la mesa sectorial, el cual culminó con el apoyo 
unánime de los agentes sociales en el Anteproyecto de 
ley de creación del Instituto de Seguridad y Salud Laboral 
de Galicia, que lo configura como un organismo autó-
nomo que, con personalidad jurídica propia, autonomía 
funcional y plena capacidad de obrar, tiene por objeto la 
mejora de las condiciones de trabajo para evitar o, en su 
defecto, controlar en origen de los riesgos inherentes al 
trabajo. Igualmente el proyecto busca impulsar la acción 
del instituto mediante la ampliación de sus fines y funcio-
nes y la búsqueda de la ampliación de sus medios y de la 
especialización y formación de su personal.
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La convicción de que la prevención de riesgos labora-
les es, como se recoge en la legislación de función 
pública, un área de actividad que requiere conocimientos 
técnicos especializados hace necesario la creación de 
nuevas escalas de personal funcionario con la correspon-
diente preparación específica en las disciplinas de la pre-
vención.

De esta forma, para dar respuesta a esa necesidad, 
dentro de la administración general, se crean las escalas 
superior y técnica de seguridad y salud en el trabajo, bus-
cando la especialización tanto en los conceptos generales 
de carácter jurídico y de tecnología y ciencia como en la 
regulación concreta de la prevención y en el conjunto de 
las disciplinas o especialidades técnicas no médicas que 
integran la actividad preventiva.

Dentro de la administración especial, la creación de 
las escalas superior y técnica de salud laboral obedece a 
la necesidad de especialización singular en el aspecto 
sanitario de la prevención, especialización en este caso 
muy vinculada a las titulaciones oficiales específicas.

Nace pues el nuevo instituto con el respaldo de su 
aceptación social y el propósito de servir de cauce para el 
encuentro y participación de todos los sectores de la 
sociedad, especialmente los interlocutores sociales, así 
como la colaboración con aquellos organismos estatales 
e internacionales, orientados a los mismos fines, pues 
sólo desde el conocimiento y la participación de la socie-
dad podrán tener fruto las políticas y acciones dirigidas a 
incidir sobre la conciencia colectiva de la sociedad.

Es preciso, al mismo tiempo, desarrollar en la pre-
sente ley las exigencias derivadas del principio de inte-
gración de la igualdad de oportunidades entre mujeres y 
hombres, con arreglo a lo establecido en el artículo 6 y 
concordantes de la Ley 7/2004, de 16 de julio, gallega para 
la igualdad de mulleres y hombres, y en el título V de la 
Ley 2/2007, de 28 de marzo, del trabajo en igualdad de las 
mujeres de Galicia.

La intención de la ley de regular la participación de los 
agentes sociales en la prevención de riesgos laborales 
supone asimismo la regulación del Consejo Gallego de 
Seguridad y Salud Laboral, del que se regula su composi-
ción y amplían sus fines y funciones.

El anteproyecto de ley fue remitido para los precepti-
vos informes al Consejo Gallego de Seguridad y Salud 
Laboral y al Consejo Gallego de Relaciones Laborales.

En conclusión, sobre las premisas apuntadas, se pre-
senta la creación de un instituto con carácter paritario en 
la representación social y la dotación de los medios eco-
nómicos y materiales necesarios, a fin de que sea una 
auténtica plataforma de actuación y órgano estable entre 
la Administración autonómica y los agentes sociales y un 
instrumento eficaz con personalidad y autonomía, para 
avanzar en la reducción y eliminación en origen de los 
riesgos inherentes al trabajo.

Por todo lo expuesto, el Parlamento de Galicia aprobó 
y yo, de conformidad con el artículo 13.2.º del Estatuto de 
Galicia y con el artículo 24 de la Ley 1/1983, de 23 de 
febrero, reguladora de la Xunta y de su Presidencia, pro-
mulgo en nombre del Rey, la Ley por la que se crea y 
regula el Instituto Gallego de Seguridad y Salud Laboral.

CAPÍTULO I

Del Instituto Gallego de Seguridad y Salud Laboral

Artículo 1.º Creación y naturaleza jurídica.

1. Se crea el Instituto Gallego de Seguridad y Salud 
Laboral como organismo autónomo de los previstos en el 
artículo 11.b) del Decreto legislativo 1/1999, de 7 de octu-
bre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de 
régimen financiero y presupuestario de Galicia, adscrito 

orgánicamente a la consejería competente en materia de 
trabajo, que se configura como un órgano técnico en 
materia de prevención de riesgos laborales.

2. Para el cumplimento de sus fines, el Instituto 
Gallego de Seguridad y Salud Laboral goza de personali-
dad jurídica propia, autonomía funcional y plena capaci-
dad de obrar, dispone de patrimonio propio y se regirá, en 
primer lugar, por lo dispuesto en la presente ley y norma-
tiva que se dicte en su desarrollo y, subsidiariamente, por 
la normativa de aplicación a los organismos autónomos 
de la Xunta de Galicia.

Artículo 2.º Ámbito de actuación.

El Instituto Gallego de Seguridad y Salud Laboral 
extiende su actuación a todas las empresas y a la totali-
dad de personal trabajador, hombres y mujeres, respecto 
a los centros de trabajo radicados en la Comunidad Autó-
noma de Galicia, incluidas las administraciones públicas 
y el personal a su servicio. Específicamente incluye en su 
actuación a las cooperativas de trabajo asociado y demás 
cooperativas en relación a sus socios y socias de trabajo.

Asimismo, llevará a cabo actividades de promoción 
de la prevención de riesgos laborales en relación a las 
trabajadoras y trabajadores por cuenta propia y el con-
junto de la población, prestando especial atención a las 
actividades de prevención dirigidas a las pequeñas y 
medianas empresas.

Artículo 3.º Fines.

1. Corresponde al instituto la gestión y coordinación 
de las políticas que en las materias de seguridad, higiene 
y salud laboral establezcan los poderes públicos de la 
Comunidad Autónoma, para la mejora de las condiciones 
de trabajo al objeto de eliminar o reducir en origen los 
riesgos inherentes al trabajo.

2. Para el cumplimento de sus fines el instituto:

a) Desarrolla acciones de información, divulgación y 
formación, en materia preventiva.

b) Realiza el asesoramiento y control de las acciones 
técnico-preventivas, sin perjuicio de las competencias de 
la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, dirigidas a la 
disminución de los riesgos laborales, accidentes de tra-
bajo y enfermedades profesionales que se realicen en las 
empresas para elevar la protección de la seguridad y 
salud de las trabajadoras y trabajadores.

c) Presta a las empresas, con especial atención a las 
pequeñas y medianas empresas, a las trabajadoras y tra-
bajadores, las administraciones públicas, sindicatos, aso-
ciaciones empresariales y demás agentes económicos y 
sociales asesoramiento y asistencia técnica para el mejor 
cumplimento de la normativa de prevención de riesgos 
laborales.

d) Realiza el seguimiento, coordina y promueve la 
colaboración de acciones en materia de prevención de 
riesgos laborales de los diferentes departamentos de la 
Administración autonómica, así como con aquellos orga-
nismos estatales e internacionales orientados a los mis-
mos fines.

e) Fomenta la prevención de riesgos laborales a tra-
vés de su tratamiento como materia horizontal en la ense-
ñanza reglada y no reglada.

Artículo 4.º Funciones.

El Instituto Gallego de Seguridad y Salud Laboral rea-
lizará las funciones siguientes:

a) Analizar, investigar y evaluar las causas y factores 
determinantes de los riesgos laborales, accidentes de tra-
bajo y enfermedades profesionales, estableciendo un 
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carácter sectorial y territorial, abordar su estudio preven-
tivo y proponer, en su caso, medidas correctoras.

b) Conocer, tratar, elaborar y difundir los informes y 
datos estadísticos sobre siniestralidad laboral y condicio-
nes de trabajo.

c) Elaborar, promover y desarrollar programas de 
investigación sobre métodos y técnicas de seguridad y 
salud en el trabajo.

d) Promover la efectividad del principio de igualdad 
entre hombres y mujeres, considerando las variables rela-
cionadas con el sexo en la estadística, el estudio y la 
investigación de los riesgos laborales, al objeto de detec-
tar y prevenir las posibles situaciones en que los daños 
derivados del trabajo puedan aparecer vinculados con el 
sexo de las personas trabajadoras.

e) Asesorar técnicamente para la elaboración y 
reforma de la normativa en materia de seguridad y salud 
en el trabajo y elaborar recomendaciones sobre condicio-
nes de trabajo de los grupos especiales de riesgo.

f) Prestar colaboración, asesoramiento técnico y 
coordinación a la autoridad laboral, la Inspección de Tra-
bajo y Seguridad Social y las autoridades judiciales e 
instituciones públicas que lo demanden.

g) Efectuar planes y cursos de formación y acciones 
informativas en relación a la seguridad y salud laborales.

h) Apoyar y promover las actividades desarrolladas 
por el empresariado y personal trabajador y sus respecti-
vas organizaciones representativas, en orden a la mejora 
de las condiciones de seguridad y salud en el trabajo, la 
investigación y fomento de nuevas formas de protección 
y la promoción de estructuras eficaces de prevención.

i) Estudiar y vigilar las condiciones de trabajo que 
puedan resultar nocivas o insalubres durante los perio-
dos de embarazo y lactación de la mujer trabajadora, para 
acomodar en caso necesario su actividad laboral a un 
trabajo compatible durante los períodos referidos.

j) Programar y realizar controles generales y secto-
riales sobre niveles de seguridad, higiene y condiciones 
de salud en las empresas, prestándoles a éstas y a las 
personas representantes legales de las trabajadoras y 
trabajadores el asesoramiento pertinente y comunicándo-
les las correcciones necesarias que haya que efectuar 
para elevar dichos niveles.

k) Efectuar estudios, informes y asesoramiento téc-
nico sobre puestos, locales y centros de trabajo, materias 
primas y productos intermedios y finales, en la medida en 
que puedan suponer riesgos para la salud de las trabaja-
doras y trabajadores.

l) Asesorar y evaluar el funcionamiento de los órga-
nos técnicos de las empresas en materia de seguridad, 
higiene y salud laborales.

m) Efectuar los informes técnicos para la acredita-
ción o autorización de los servicios de prevención ajenos, 
entidades formativas y personas o entidades especializa-
das para llevar a cabo auditorías o evaluaciones de los 
sistemas de prevención, salvo en las materias que son 
competencia de la Administración sanitaria, y el segui-
miento de sus actuaciones, comunicando a la autoridad 
laboral las desviaciones observadas.

n) Participar en la vigilancia epidemiológica de la 
salud laboral en coordinación con la autoridad sanitaria 
en el ámbito estratégico y operativo y, en su caso, elabo-
rar con la autoridad sanitaria un mapa de riesgos labora-
les que sirva de instrumento para planificar la debida 
política de prevención.

ñ) Prestar a la Administración sanitaria asesora-
miento y asistencia técnica en la autorización y verifica-
ción del mantenimiento de las condiciones de la autoriza-
ción sanitaria de los servicios de prevención propios y 
ajenos y en la evaluación de su actividad sanitaria.

o) Colaborar con la consejería competente en mate-
ria de seguridad industrial y minera en lo que pueda afec-
tar a la seguridad y salud del personal trabajador.

p) Colaborar con la autoridad educativa, universidad 
y centros de investigación para implantar en todos los 
ciclos y niveles formativos programas educativos de pre-
vención de riesgos laborales.

q) Colaborar y cooperar en materia de prevención de 
riesgos laborales con otras administraciones públicas, 
entidades públicas y privadas y corporaciones locales.

r) Colaborar con la Inspección de Trabajo y Seguri-
dad Social en las actuaciones referentes a las condiciones 
materiales y técnicas de seguridad y salud laboral y, en su 
caso, en las de comprobación y control.

s) En general, coordinarse con las consejerías con 
competencias concurrentes en materia de seguridad y 
salud en el trabajo, así como con el Instituto Nacional de 
Seguridad e Higiene en el Trabajo y la Comisión Nacional 
de Seguridad y Salud en el Trabajo.

t) Actuar, con especial dedicación a las pequeñas y 
medianas empresas, en programas de prevención de ries-
gos y promoción de la seguridad en el trabajo.

u) Estudiar las posibles patologías derivadas de la 
actividad laboral con más incidencia en Galicia.

v) Llevar a cabo cuantas otras funciones sean nece-
sarias para el cumplimiento de los fines de prevención y 
promoción de la seguridad y salud en el trabajo en los 
términos establecidos en la Ley de prevención de riesgos 
laborales.

Artículo 5.º Órganos del Instituto Gallego de Seguridad 
y Salud Laboral.

Los órganos de dirección y gestión del instituto son:

a) La dirección.
b) La comisión de gobierno.

Artículo 6.º La dirección del instituto.

1. La dirección del instituto corresponderá a la per-
sona que con categoría de director o directora general se 
nombre por decreto de la Xunta de Galicia, a propuesta 
de la persona titular de la consejería competente en mate-
ria de trabajo, previa consulta a las organizaciones repre-
sentadas en el consejo.

2. Corresponde a la dirección del instituto:

a) Representar institucionalmente al instituto.
b) Dirigir los servicios administrativos del instituto y 

desarrollar la jefatura de todo el personal al servicio del 
mismo.

c) Autorizar los gastos necesarios y ordenar los 
pagos correspondientes del instituto.

d) Elaborar el borrador del anteproyecto de presu-
puesto para la presentación a la comisión de gobierno.

e) Representar legalmente al instituto.
f) Actuar como órgano de contratación y suscribir 

los convenios y acuerdos que corresponda.
g) Elaborar la memoria anual para su remisión a la 

comisión de gobierno.
h) Proporcionar a las consejerías con competencias 

concurrentes en la materia de seguridad y salud laboral 
cuanta información precisen para el desarrollo de sus fun-
ciones.

i) Asistir a las reuniones del Consejo Gallego de 
Seguridad y Salud Laboral y facilitarle cuanta información 
sea precisa para el desarrollo de sus funciones.

j) Ejercer las facultades no atribuidas específica-
mente a otros órganos.

Artículo 7.º La comisión de gobierno.

1. La comisión de gobierno del instituto estará inte-
grada, además de por el director o directora general con 
competencias en materia de relaciones laborales, quien 
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ejercerá su presidencia y como tal tendrá voto de calidad, 
por once miembros, cinco en representación de la adminis-
tración y seis en representación de los agentes sociales.

Entre las personas representantes de la administra-
ción figurarán necesariamente dos en representación de 
las consejerías con competencias en materia de sanidad e 
industria, con nivel de dirección general, quienes ostenta-
rán las vicepresidencias, y la persona titular de la direc-
ción del propio instituto.

De las seis personas representantes de los agentes 
sociales, tres serán designadas a propuesta de las organi-
zaciones empresariales más representativas de la Comu-
nidad Autónoma y tres a propuesta de las organizaciones 
sindicales más representativas de la Comunidad Autó-
noma.

2. Los miembros de la comisión de gobierno, 
excepto el director o directora, serán nombrados, destitui-
dos o sustituidos por la persona titular de la consejería 
competente en materia de trabajo, a propuesta de las con-
sejerías y de las organizaciones respectivas.

3. Actuará como secretario o secretaria de la comi-
sión, con voz pero sin voto, una persona perteneciente al 
funcionariado, que ostente un rango no inferior a la jefa-
tura de servicio, que se nombrará al efecto por la direc-
ción del instituto entre el personal del mismo. De la 
misma forma y con los mismos requisitos se nombrará al 
sustituto o sustituta.

Artículo 8.º Funciones de la comisión de gobierno.

Corresponde a la comisión de gobierno, máximo 
órgano de dirección del instituto:

a) Establecer los criterios generales de actuación en 
materia de seguridad y salud laboral en la Comunidad 
Autónoma, en virtud de las políticas, programas y planes 
que establezca el Consello de la Xunta de Galicia.

b) Establecer las líneas generales de actuación del 
instituto y aprobar el plan anual de actividades.

c) Aprobar el anteproyecto de presupuesto anual.
d) Elaborar su propio reglamento orgánico de fun-

cionamiento.

Artículo 9.º Desarrollo de la estructura orgánica del ins-
tituto.

El instituto y sus órganos de dirección tendrán un 
ámbito territorial de actuación que abarca a toda la comu-
nidad de Galicia, existiendo asimismo órganos de ámbito 
territorial provincial que asumirán las funciones de los 
actuales centros provinciales de seguridad y salud laboral.

Podrán constituirse laboratorios de referencia o uni-
dades especializadas para atender determinadas funcio-
nes, con ámbito específico y sede en los centros territoria-
les o el órgano central.

El Instituto Gallego de Seguridad y Salud Laboral 
incluirá las áreas de seguridad en el trabajo, higiene 
industrial, ergonomía, psicosociología aplicada, forma-
ción, divulgación y documentación, medicina del trabajo 
y epidemiología y estudios.

Podrá crearse una unidad administrativa de progra-
mas interdepartamentales para facilitar la coordinación 
con las distintas autoridades y organismos competentes 
en materia de prevención de riesgos laborales, pudién-
dose adscribir a la misma el personal de la Xunta de Gali-
cia que sea necesario.

Artículo 10.º Régimen económico.

1. El Instituto Gallego de Seguridad y Salud Laboral 
dispondrá, para el cumplimiento de sus fines, de los 
recursos siguientes:

a) Las cantidades que se le asignen en los presu-
puestos generales de la Comunidad Autónoma.

b) Los bienes y derechos que constituyan su patri-
monio y los rendimientos del mismo.

c) Las subvenciones y otras aportaciones públicas o 
privadas.

d) Las contraprestaciones derivadas de los conve-
nios de que sea parte.

e) Los precios y tasas que tenga derecho a percibir a 
consecuencia del ejercicio de sus actividades.

f) Cualesquiera otros recursos que puedan atribuír-
sele por ley.

2. Tendrán carácter de patrimonio adscrito los bienes 
y derechos de titularidad de la Comunidad Autónoma 
cedidos mediante acuerdo de adscripción.

3. Su régimen presupuestario y contable se ajustará 
al texto refundido de la Ley de régimen financiero y pre-
supuestario de Galicia.

Artículo 11.º Del personal y de la contratación.

El personal al servicio del instituto será funcionario o 
laboral en los mismos términos que los contemplados 
por la normativa de aplicación en el ámbito de la Comuni-
dad Autónoma de Galicia, de acuerdo con lo establecido 
en la correspondiente relación de puestos.

La contratación del instituto se regirá por las normas 
generales de contratación de las administraciones públicas.

Artículo 12.º Procedimientos.

1. Los actos administrativos dictados por la persona 
que ostente la dirección del instituto podrán ser objeto de 
recurso de alzada ante el consejero o consejera compe-
tente en materia de relaciones laborales. La resolución 
dictada pondrá fin a la vía administrativa, pudiendo ser 
objeto de los recursos previstos en la legislación general 
sobre el procedimiento administrativo y la jurisdicción 
contencioso-administrativa.

2. El recurso extraordinario de revisión será inter-
puesto ante el consejero o consejera competente en 
materia de relaciones laborales.

3. El ejercicio de las acciones civiles y laborales se 
regirá por las normas específicas, sin perjuicio de solicitar 
los informes que estime oportunos a la dirección del ins-
tituto.

Artículo 13.º Control parlamentario.

El control parlamentario del instituto se ejercerá en 
los términos previstos en la legislación vigente, para lo 
cual se remitirá al Parlamento una memoria anual con la 
relación de todas las actividades del instituto.

CAPÍTULO II

Del Consejo Gallego de Seguridad y Salud Laboral

Artículo 14.º Naturaleza y fines.

1. El Consejo Gallego de Seguridad y Salud Laboral 
se configura como el órgano de participación y asesora-
miento de la administración de la Xunta de Galicia de 
todos los agentes implicados en la prevención de los ries-
gos laborales.

2. Singularmente, corresponde al consejo servir de 
cauce para la participación del empresariado y las trabaja-
doras y trabajadores, a través de sus organizaciones más 
representativas, en la planificación, programación, orga-
nización y control de la gestión relacionada con la mejora 
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de las condiciones de trabajo y la protección de la seguri-
dad y salud del personal trabajador.

Artículo 15.º Funciones.

Para el cumplimiento de sus fines el consejo tendrá, 
entre otras, las funciones siguientes:

A) Funciones de carácter consultivo y de participación:

1. Conocer e emitir informe, con carácter previo a su 
aprobación, sobre los programas y planes de actuación 
que, en materia de seguridad y salud en el trabajo, esta-
blezca el Consello de la Xunta de Galicia.

2. Proponer líneas generales de actuación del insti-
tuto y proyectos de actuación.

3. Estudiar y proponer planes estratégicos de actua-
ción de aplicación plurianual.

4. Emitir informe previo sobre la propuesta de regla-
mento orgánico y funcional del instituto y la plantilla.

5. Emitir informe previo sobre los programas de 
actuación en materia de seguridad y salud en el trabajo 
cuya ejecución corresponda al instituto.

6. Emitir dictamen no vinculante sobre las propues-
tas de modificación de la presente ley.

7. Conocer e emitir informe previo sobre los asuntos 
que la persona que ostente la presidencia someta a su 
consideración.

B) Funciones de control, impulso y propuesta:

1. Impulsar las actividades de planificación y progra-
mación del instituto, incluyendo la propuesta de aproba-
ción de planes plurianuales de prevención de carácter 
estratégico y ámbito en toda la comunidad.

2. Controlar y supervisar la ejecución de los programas 
y la gestión de los servicios del instituto, pudiendo recabar 
de la dirección general cuanta información precise.

3. Aprobar la memoria anual correspondiente al 
ejercicio anterior, dentro del primer semestre del año 
natural.

4. Formular propuestas a las consejerías con compe-
tencias en materia de prevención de riesgos laborales y a 
la Comisión Territorial de la Inspección de Trabajo y Segu-
ridad Social.

5. Conocer la firma, desarrollo y ejecución de todos 
los convenios y acuerdos de colaboración entre el insti-
tuto y otras administraciones públicas o entidades públi-
cas o privadas, así como la propuesta de aquéllos que la 
propia comisión estime adecuados.

6. Aprobar su reglamento de funcionamiento interno.
7. Cualquier otra facultad que le atribuyan las leyes.

Artículo 16.º Composición.

A) El consejo estará formado por dieciocho vocales: 
seis en representación de la administración, seis en repre-
sentación de los agentes económicos y seis en represen-
tación de los agentes sociales.

a) De las seis personas representantes de la admi-
nistración, tres lo serán en razón a su cargo: las personas 
titulares de la consejería y la dirección general con com-
petencias en la materia de relaciones laborales, a quienes 
corresponderán la presidencia y vicepresidencia, respec-
tivamente, y la persona titular de la dirección territorial de 
la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

Las tres personas vocales restantes se nombrarán por 
orden del mismo consejero o consejera, habiendo de figu-
rar entre ellas una persona representante de la autoridad 
sanitaria, otra de la consejería competente en materia de 
seguridad industrial y minería y otra en representación de 
la consejería a la cual esté adscrito el servicio de preven-
ción constituido en cumplimiento del deber de la adminis-
tración de protección del personal a su servicio frente a los 

riesgos laborales, nombradas a propuesta de las personas 
titulares de las correspondientes consejerías.

b) Las seis personas vocales nombradas en repre-
sentación de los agentes económicos lo serán mediante 
orden de la persona titular de la consejería competente en 
materia de relaciones laborales, a propuesta de las orga-
nizaciones empresariales más representativas.

c) Las seis personas vocales en representación de 
los agentes sociales se nombrarán mediante orden de la 
persona titular de la consejería competente en materia de 
relaciones laborales, a propuesta de las organizaciones 
sindicales más representativas.

La designación de vocales se realizará de forma que, 
considerado en su conjunto el consejo, resulte con una 
composición equilibrada entre mujeres y hombres.

B) Actuará como secretario o secretaria del consejo, 
con voz y sin voto, una persona funcionaria de los gru-
pos A o B con destino en la dirección general competente 
en materia de relaciones laborales, nombrada al efecto 
por la presidencia.

C) El director o directora del instituto asistirá con voz 
pero sin voto a las reuniones del consejo, al objeto de 
facilitar cuanta información se le demande y garantizar el 
ejercicio de las funciones de control por el consejo.

Artículo 17.º De los grupos de trabajo del Consejo 
Gallego de Seguridad y Salud Laboral.

1. El consejo podrá constituir los grupos de trabajo 
que de forma temporal o permanente estime precisos 
para el mejor cumplimiento de sus fines, con las funcio-
nes que se definan en cada caso por el propio consejo.

2. Los grupos de trabajo podrán ser de carácter sec-
torial, territorial o temático.

3. En su composición se seguirá la misma represen-
tatividad que en el consejo.

Podrán, asimismo, formar parte de estos grupos de 
trabajo representantes de las cooperativas gallegas, de 
las trabajadoras y trabajadores autónomos y de las admi-
nistraciones públicas de Galicia, así como de otros colec-
tivos, en caso que se estime necesario por el consejo.

En la formación de estos grupos se guardará una 
composición equilibrada entre mujeres y hombres.

Disposición adicional primera. Integración de los cen-
tros provinciales de seguridad y salud laboral.

Los actuales centros provinciales de seguridad y salud 
laboral se integran en la estructura orgánica del instituto 
como órganos territoriales provinciales del mismo, ads-
cribiéndose al instituto los correspondientes bienes y 
derechos, con la subrogación en los derechos y obligacio-
nes de titularidad de aquéllos.

Disposición adicional segunda. Integración del personal 
en el instituto.

El personal al servicio de la Administración de la 
Comunidad Autónoma que a la entrada en vigor de la 
presente ley estuviera prestando sus servicios con carác-
ter definitivo en los centros provinciales de seguridad y 
salud laboral quedará integrado en el instituto. Podrá, 
asimismo, ser integrado el personal de la Dirección Gene-
ral de Relaciones Laborales que realice funciones atribui-
das por la presente ley al instituto, en conformidad con lo 
que se determine reglamentariamente.

Disposición adicional tercera. Aprobación del regla-
mento orgánico y funcional del instituto.

En el plazo máximo de seis meses desde la publica-
ción de la presente ley, se elevará al Consello de la Xunta, 
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para su aprobación, el reglamento orgánico y funcional 
del instituto.

Disposición adicional cuarta. Actuación del personal 
técnico habilitado.

En el ejercicio de sus funciones comprobatorias y de 
control, el funcionariado técnico habilitado con arreglo a 
lo establecido en el Real decreto 689/2005, de 10 de enero, 
por el que se modifica el Reglamento de organización y 
funcionamiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, y en la normativa autonómica que se dicte depen-
derá en la ejecución de sus funciones de la autoridad 
laboral que le confiera la habilitación.

Disposición adicional quinta. Creación de las nuevas 
escalas de seguridad y salud laboral.

A) Creación.–Al amparo de lo dispuesto en el 
artícu lo 20 de la Ley 4/1988, de 26 de mayo, de la función 
pública de Galicia, se crean las siguientes escalas de fun-
cionariado:

a) De la administración general:

1) Dentro del cuerpo superior de Administración de 
la Xunta de Galicia, grupo A, se crea la escala superior de 
seguridad y salud en el trabajo.

2) Dentro del cuerpo de gestión de Administración 
de la Xunta de Galicia, grupo B, se crea la escala técnica 
de seguridad y salud en el trabajo.

Para el ingreso en las mismas se requerirán las titula-
ciones de doctorado, licenciatura, ingeniería, arquitectura 
o equivalente, para la escala del grupo A, y de ingeniería 
técnica, diplomatura universitaria, arquitectura técnica, 
formación profesional de tercer grado o equivalente para 
la escala del grupo B.

Asimismo, se requerirá, en ambos supuestos, el título 
de técnico o técnica con formación en nivel superior, en 
las tres especialidades, conforme establece el Real 
decreto 39/1997, de 17 de enero, por el que se aprueba el 
Reglamento de los servicios de prevención.

Según los respectivos cuerpos, las funciones de estas 
escalas serán ejercer las labores técnicas en materia de 
prevención de riesgos laborales con arreglo a lo dispuesto 
en la legislación de prevención de riesgos laborales, y 
singularmente en los artículos 7.1 e 9.2 de la Ley 31/1995, 
de 8 de noviembre, en las áreas de seguridad en el tra-
bajo, higiene industrial y ergonomía y psicosociología 
aplicada, sin perjuicio de las funciones que en materia 
minera ejerza el personal funcionario con competencias 
en prevención de riesgos laborales de la consejería com-
petente en esta área.

b) De la administración especial:

1) Dentro del cuerpo facultativo superior de la Xunta, 
grupo A, se crea la escala superior de salud laboral.

2) Dentro del cuerpo facultativo de grado medio de 
la Xunta de Galicia, grupo B, se crea la escala técnica de 
salud laboral.

Para el ingreso en la escala superior de salud laboral 
será necesaria la titulación de doctorado o licenciatura en 
medicina y cirugía y título de médico o médica especia-

lista en la especialidad de medicina del trabajo o la diplo-
matura en medicina de empresa.

Para el ingreso en la escala técnica de salud laboral 
será precisa la titulación de diplomatura en enferme-
ría/ATS, especialidad de enfermería de empresa.

Según los respectivos cuerpos, las funciones de estas 
escalas serán ejercer las labores técnicas en materia de 
prevención de riesgos labores con arreglo a lo dispuesto 
en la legislación de prevención de riesgos laborales, y 
singularmente en los artículos 7.1 y 9.2 de la Ley 31/1995, 
de 8 de noviembre, en el área de medicina del trabajo y 
vigilancia de la salud.

B) Integración y acceso del personal funcionario en 
las nuevas escalas.–La integración del personal y el 
acceso del mismo a estas escalas se establecerá regla-
mentariamente.

Disposición transitoria primera. Puesta en funciona-
miento.

Las funciones asignadas por la presente ley al Insti-
tuto Gallego de Seguridad y Salud Laboral seguirán 
siendo desempeñadas por los órganos correspondientes 
de la Administración de la Xunta de Galicia hasta la efec-
tiva puesta en funcionamiento del instituto, la cual, en 
todo caso, no podrá exceder del plazo de seis meses, a 
contar a partir de la publicación de su reglamento orgá-
nico y funcional. El inicio de actividades se determinará 
mediante orden de la persona titular de la consejería 
competente en materia de relaciones laborales.

Disposición transitoria segunda. Constitución del Con-
sejo Gallego de Seguridad y Salud Laboral.

En el plazo de un mes desde la publicación de la pre-
sente ley habrá de constituirse conforme a la misma el 
Consejo Gallego de Seguridad y Salud Laboral, quedando 
en ese momento disuelto el Consejo Gallego de Seguri-
dad y Salud Laboral creado por Decreto 200/2004 y modi-
ficado por Decreto 539/2005.

Los comités provinciales regulados en los anteriores 
decretos continuarán existiendo hasta lo que disponga al 
efecto el reglamento de régimen orgánico y funcional del 
instituto.

Disposición final primera. Desarrollo reglamentario.

Se autoriza al Consello de la Xunta de Galicia, a pro-
puesta de la persona titular de la consejería competente 
en materia de relaciones laborales, para dictar las disposi-
ciones necesarias para el desarrollo y ejecución de la 
presente ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente ley entrará en vigor el mismo día de su 
publicación en el Diario Oficial de Galicia.

Santiago de Compostela, 30 de octubre de 2007.–El 
Presidente, Emilio Pérez Touriño.

(Publicado en el «Diario Oficial de Galicia» número 221,
de 15 de noviembre de 2007) 
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